CPCECABA

CICLO DE ACTUALIZACIÓN TRIBUTARIA – JORNADA Nº 322
1986 – 33º ANIVERSARIO – 2019
4º REUNIÓN – Miércoles 12 de JUNIO de 2019 (9 a 13 hs.)
	PROGRAMACIÓN

	9.00 a 9.15
	HUMBERTO J.BERTAZZA

· Apertura de la reunión.

	9.15 a 9.45
	MARIO VOLMAN

· Novedades respecto del vencimiento general de PF en el IG/IBP.

	9.45 a 10.15
	CARLOS ABELEDO

· Situación actual del ajuste impositivo por inflación.

	10.15 a 10.45
	HUMBERTO J. BERTAZZA

· La presentación espontánea y sus efectos tributarios.
· Modificaciones al régimen de la consulta vinculante.

	10.45 a 11.15
	INTERVALO

	11.15 a 11.30
	MARIO VOLMAN

· Aspectos prácticos a considerar en la liquidación del impuesto a las ganancias de sociedades.

	11.30 a 11.50
	CARLOS ABELEDO

· Nuevo régimen de retenciones en el impuesto a las ganancias sobre dividendos y utilidades asimilables.

· Impulso a la apertura del capital y desarrollo de proyectos inmobiliarios y de infraestructura (Dto. 382/19 y RG 4498).

	11.50 a 12.10
	HUMBERTO J. BERTAZZA 

· Reseña de Jurisprudencia.

	12.10 a 13.00
	Consultas asistentes.

	13.00
	Finalización de la reunión.


PRÓXIMA REUNIÓN DEL CICLO

14 de AGOSTO de 2019
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COMUNICACIÓN IMPORTANTE:
- INFORMACIÓN NO CONTENIDA EN EL MATERIAL IMPRESO.

Ingresar a la web del Consejo: www.consejo.org.ar ( link “Capacitación”. En la sección “Reuniones Científicas y Técnicas”,  “Presenciales” (  “Actividades realizadas”( “Tributaria”  ( ir al  año y mes de las Preguntas y Respuestas deseadas.

Dentro del año y mes buscado, elegir “Ciclo de Actualidad Tributaria – XX Reunión”. Al final de esta sección encontrará el texto: “Para descargar el material de esta reunión, haga clic aquí”. 


Allí encontrará aquella información que no se encuentre contenida en el material, para que Ud. acceda a las mismas cuando le sea conveniente.
CÓMO SE INGRESA A LAS ACTIVIDADES

DE CAPACITACIÓN DEL CANAL DE YOUTUBE
OBJETO
Ampliar canales de comunicación con Matriculados.

Transmisión de actividades por canal YouTube.
Seguimiento actividades desde oficio, pc, tablet, telefonía móvil.

Capacitación permanente.

Posibilidad de interrumpir la transmisión, retroceder, adelantar tantas veces como sea necesario. 

OPCIONES

OPCIÓN 1. STREAMING EN VIVO
Ingresar sitio web Consejo.

Ventana con la actividad del momento.

OPCIÓN 2. CANAL  YOUTUBE
Actividades guardadas videoteca.

Espacio virtual (menú izquierda) sitio web Consejo.

Título «canal de  YouTube».

Galería completa de contenidos audiovisuales. (Conferencias, Jornadas, Congresos, Institucionales, programas EL CONSEJO HOY TV).

OPCIÓN 3. CAPACITACIÓN ON LINE
Capacitación sitio web Consejo.

Seleccionar área temática y actividad específica (color rojo YouTube).

Hacer clic botón inscribirse libre y gratuita (usuario y clave).

Acceder a la reunión.


ACTUALIDAD TRIBUTARIA (*)
Dr. Adalberto R. Dalmasio
PROCEDIMIENTO FISCAL

NUEVO RÉGIMEN DE FACILIDADES DE PAGO PARA OBLIGACIONES VENCIDAS HASTA EL 31/01/2019. RESOLUCIÓN GENERAL 4477

A través de la Resolución General 4477 (B.O. 06/05/2019) se establece un régimen de facilidades de pago aplicable para la cancelación de obligaciones impositivas y de los recursos de la seguridad social, retenciones y percepciones impositivas, vencidas hasta el día 31/01/2019 inclusive, con sus respectivos intereses y multas.

TÍTULO I 

1. RÉGIMEN DE FACILIDADES DE PAGO PARA CANCELAR DEUDAS VENCIDAS AL 31/1/2019, INCLUSIVE

1.1. Conceptos alcanzados

Se establece un régimen de facilidades de pago en el ámbito del sistema “Mis Facilidades”, aplicable para la cancelación de obligaciones impositivas y de los recursos de la seguridad social, retenciones y percepciones impositivas, vencidas hasta el día 31/01/2019, inclusive, con sus respectivos intereses y multas.

El régimen dispuesto en este Título I comprende los siguientes tipos de planes:

a) Deudas impositivas y previsionales -incluidas retenciones y percepciones impositivas- correspondientes a contribuyentes que registren la condición de micro, pequeñas y medianas empresas inscriptas en el “Registro de empresas MiPyMEs” creado por la Resolución 220/2019 de la Secretaría de Emprendedores y de la Pequeña y Mediana Empresa.
b) Obligaciones correspondientes al Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes, y/o al Régimen de Trabajadores Autónomos.

c) Deudas aludidas en el inciso a) precedente, de contribuyentes que no registren la condición de micro, pequeñas y medianas empresas en el “Registro de empresas MiPyMEs”.

La cancelación mediante los planes de facilidades de este régimen no implica reducción alguna de los intereses, así como tampoco la liberación de las pertinentes sanciones.

1.2. Exclusiones

1.2.1. Objetivas

Quedan excluidos del presente régimen los conceptos que se indican a continuación:

a) Los anticipos y/o pagos a cuenta.

b) Los intereses de las deudas de capital que no estén incluidas en el presente régimen.

c) El impuesto al valor agregado que se debe ingresar por:

1. Prestaciones de servicios realizadas en el exterior, cuya utilización o explotación efectiva se lleva a cabo en el país, según lo previsto en el inciso d) del artículo 1 de la ley de IVA.
2. Prestaciones de servicios digitales a que se refiere el inciso e) del artículo 1 de la ley de IVA.

3. Prestaciones de servicios realizadas en el país por sujetos radicados en el exterior, incluso cuando el solicitante se trate de responsable sustituto, conforme a lo dispuesto en el artículo agregado a continuación del artículo 4 de la ley de IVA.
d) Los aportes y contribuciones destinados al Régimen Nacional de Obras Sociales, excepto los correspondientes a los sujetos adheridos al Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes.

e) Los aportes y contribuciones con destino al régimen especial de seguridad social para empleados del servicio doméstico y trabajadores de casas particulares.

f) Las contribuciones y/o aportes con destino al Registro Nacional de Trabajadores Rurales y Empleadores (RENATRE) o al Registro Nacional de Trabajadores y Empleadores Agrarios (RENATEA), según corresponda.

g) Las cuotas destinadas a las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo.

h) El impuesto adicional de emergencia sobre el precio final de venta de cigarrillos, sus intereses -resarcitorios y punitorios-, multas y demás accesorios, ley 24625 y sus modificaciones.

i) Las cuotas de planes de facilidades de pago vigentes.

j) Las obligaciones regularizadas en planes de facilidades de pago cuya caducidad haya operado a partir del 15/05/2019.

k) Los impuestos sobre los combustibles líquidos, el gas natural y al dióxido de carbono establecidos por el Título III de la ley 23966, el impuesto sobre el gas oil y el gas licuado previsto por la ley 26028 y sus modificaciones, y el Fondo Hídrico de Infraestructura creado por la ley 26181 y sus modificaciones.

l) Las obligaciones vinculadas con regímenes promocionales que concedan beneficios tributarios (cuotas de amortización correspondientes a diferimientos).

m) El impuesto específico sobre la realización de apuestas, establecido por la ley 27346 y su modificatoria.

n) Deudas de origen aduanero.

ñ) Las retenciones y percepciones con destino al Régimen de la Seguridad Social.

o) Las multas, intereses y demás accesorios relacionados con los conceptos mencionados precedentemente.

1.2.2. Subjetivas

Se encuentran excluidas las obligaciones correspondientes a los sujetos procesados:

a) Por los delitos previstos en las leyes 22415 y sus modificaciones, 23771 o 24769 y sus respectivas modificaciones o en el Título IX de la ley 27430, según corresponda, siempre que se haya dictado el correspondiente auto de elevación a juicio, o

b) por delitos comunes que tengan conexión con el incumplimiento de sus obligaciones impositivas, de los recursos de la seguridad social o aduaneras, incluidas las personas jurídicas cuyos directivos se encuentren procesados por los mencionados delitos comunes.

1.3. Condiciones de los planes de facilidades de pago

Los planes de facilidades de pago deberán reunir las siguientes condiciones:

a) Tendrán un pago a cuenta en función del cual se aplicará la tasa de financiamiento, el tope de aplicación de la misma y la cantidad máxima de cuotas a otorgar. El mencionado pago a cuenta será equivalente al:

1. Uno por ciento (1%) de la deuda consolidada, cuando se trate de:
1.1. obligaciones impositivas y de los recursos de la seguridad social -incluidas retenciones y percepciones impositivas- correspondientes a contribuyentes que registren la condición de micro, pequeñas y medianas empresas inscriptas en el “Registro de empresas MiPyMEs” creado por la Resolución 220/2019 de la Secretaría de Emprendedores y de la Pequeña y Mediana Empresa, u

1.2. obligaciones correspondientes al Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes  y/o al Régimen de Trabajadores Autónomos.

2. Cinco por ciento (5%), diez por ciento (10%) o veinte por ciento (20%) de la deuda consolidada, de tratarse de obligaciones aludidas en el punto 1.1. precedente correspondientes a contribuyentes que no registren la condición de micro, pequeñas y medianas empresas en el “Registro de empresas MiPyMEs”.

b) El pago a cuenta y las cuotas se calcularán según las fórmulas que se consignan en el Anexo II. Las cuotas serán mensuales, iguales en cuanto al componente capital a cancelar y consecutivas.

c) El monto del pago a cuenta y de cada cuota -en lo referente al concepto de capital- deberá ser igual o superior a un mil pesos ($ 1.000).

d) La cantidad máxima de cuotas a otorgar se especifica en el Anexo III.

e) La primera cuota vencerá el día 16/09/2019, cualquiera sea su fecha de consolidación y las cuotas subsiguientes vencerán el día 16 de cada mes, las que se cancelarán mediante el procedimiento de débito directo en cuenta bancaria.

f) La tasa de financiamiento se aplicará de acuerdo al siguiente esquema:

1. La tasa será fija y mensual para la primera cuota del mes de setiembre de 2019, utilizando la tasa efectiva mensual equivalente a la tasa de referencia TM20 en pesos de bancos privados publicada por el Banco Central de la República Argentina, de acuerdo a las condiciones indicadas en el Anexo III para cada caso y las siguientes reducciones:

- Para los planes consolidados en el mes de mayo de 2019, se reducirá a un cuarto la tasa efectiva mensual.

- Para los planes consolidados en el mes de junio de 2019, se reducirá a un tercio la tasa efectiva mensual.

- Para los planes consolidados en el mes de julio de 2019, se reducirá a un medio la tasa efectiva mensual.

- Para los planes consolidados en el mes de agosto de 2019, la tasa efectiva mensual no será susceptible de reducción.

2. La tasa será variable y se actualizará por trimestre calendario para las cuotas con vencimiento en los meses de octubre de 2019 y siguientes, utilizando la tasa efectiva mensual equivalente a la tasa de referencia TM20 en pesos de bancos privados publicada por el Banco Central de la República Argentina vigente al día 20 del mes anterior al inicio del trimestre calendario, de acuerdo a las condiciones indicadas en el Anexo III para cada caso.

La tasa de financiamiento mensual aplicable se publicará en el sitio web de la AFIP, teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 32 de la ley 11683 y sus modificaciones.

g) Se deberá generar un volante electrónico de pago (VEP) para efectuar el ingreso del importe del pago a cuenta, que tendrá validez hasta la hora veinticuatro (24) del día de su generación.

h) La fecha de consolidación de la deuda será la correspondiente al día de cancelación del pago a cuenta.

i) La confirmación de la cancelación del pago a cuenta producirá en forma automática el envío de la solicitud de adhesión al plan.

j) La presentación del plan será comunicada al contribuyente a través del domicilio fiscal electrónico.

1.4. Presentación de la declaración jurada

Será condición excluyente para adherir a los planes de facilidades, que las declaraciones juradas determinativas de las obligaciones impositivas y de los recursos de la seguridad social se encuentren presentadas antes de la fecha de adhesión al régimen.

1.5. Adhesión, requisitos y formalidades

1.5.1. Requisitos

Para acogerse a los planes de facilidades de pago, se deberá:

a) Poseer domicilio fiscal electrónico. En caso de haber constituido el domicilio fiscal electrónico y no se hubieran declarado una dirección de correo electrónico y un número de teléfono celular, se deberán informar estos requisitos.

b) Declarar en el servicio “Declaración de CBU”, la clave bancaria uniforme (CBU) de la cuenta corriente o de la caja de ahorro de la que se debitarán los importes correspondientes para la cancelación de cada una de las cuotas.

1.5.2. Solicitud de adhesión
A los fines de adherir al presente régimen se deberá:

a) Ingresar con clave fiscal al sistema denominado “Mis Facilidades”, que se encuentra disponible en el sitio web de la AFIP.

b) Convalidar, modificar, incorporar y/o eliminar las obligaciones adeudadas a regularizar.

c) Elegir el plan de facilidades conforme al tipo de obligación que se pretende regularizar.

d) Seleccionar la clave bancaria uniforme (CBU) a utilizar.

e) Consolidar la deuda, generar a través del sistema “Mis Facilidades” el volante electrónico de pago (VEP) correspondiente al pago a cuenta y efectuar su ingreso conforme al procedimiento de pago electrónico de obligaciones.

En el caso de no haber ingresado el pago a cuenta, el responsable podrá proceder a cancelarlo generando un nuevo volante electrónico de pago (VEP), con el fin de registrar la presentación del plan de facilidades de pago.

f) Descargar, a opción del contribuyente, el formulario de declaración jurada 1003 junto con el acuse de recibo de la presentación realizada, una vez registrado el pago a cuenta y producido el envío automático del plan.

1.5.3. Aceptación de los planes

La solicitud de adhesión al presente régimen no podrá ser rectificada y se considerará aceptada con la generación sistémica del acuse de recibo de la presentación, siempre que se cumplan en su totalidad las condiciones y los requisitos previstos en esta resolución general.

1.6. Ingreso de las cuotas

La primera cuota vencerá el día 16/09/2019, cualquiera sea su fecha de consolidación y las cuotas subsiguientes vencerán el día 16 de cada mes, las que se cancelarán mediante el procedimiento de débito directo en cuenta bancaria .

En caso que a la fecha de vencimiento general fijada en el párrafo anterior no se hubiera efectivizado la cancelación de la respectiva cuota, se procederá a realizar un nuevo intento de débito directo de la cuenta corriente o caja de ahorro el día 26 del mismo mes.

Las cuotas que no hubieran sido debitadas en la oportunidad indicada en el párrafo precedente, así como sus intereses resarcitorios, podrán ser rehabilitadas por sistema. El contribuyente podrá optar por su débito directo el día 12 del mes inmediato siguiente al de la solicitud de rehabilitación o bien por su pago a través de transferencia electrónica de fondos mediante la generación de un volante electrónico de pago (VEP).

Dicha rehabilitación no obstará a que opere la caducidad del plan de facilidades de pago, en caso de verificarse las causales previstas en el punto 1.7.

En los supuestos indicados en los párrafos precedentes, el ingreso fuera de término de las cuotas devengará por el período de mora, según corresponda, los intereses resarcitorios establecidos en el artículo 37 de la ley 11683 y sus modificaciones.

Los intereses resarcitorios se ingresarán junto con la respectiva cuota.

1.7. Caducidad. Causas y efectos

La caducidad de los planes de facilidades de pago operará de pleno derecho y sin necesidad de que medie intervención alguna por parte de la AFIP, cuando se produzcan las causales que, para cada caso, se indican a continuación:

a) Falta de cancelación de tres (3) cuotas, consecutivas o alternadas, a los sesenta (60) días corridos posteriores a la fecha de vencimientos de la tercera de ellas.

b) Falta de ingreso de la o las cuota/s no cancelada/s, a los sesenta (60) días corridos contados desde la fecha de vencimiento de la última cuota del plan.

Operada la caducidad -situación que se pondrá en conocimiento del contribuyente a través de su domicilio fiscal electrónico-, la AFIP quedará habilitado para disponer el inicio de las acciones judiciales tendientes al cobro del total adeudado mediante la emisión de la respectiva boleta de deuda.

Los contribuyentes y responsables una vez declarada la caducidad del plan de facilidades, deberán cancelar el saldo pendiente de deuda mediante transferencia electrónica de fondos.

1.8. Deudas en discusión administrativa, Contencioso-Administrativa o Judicial

1.8.1. Allanamiento

En el caso de incluirse en este régimen de regularización deudas en discusión administrativa, contencioso-administrativa o judicial, los contribuyentes y/o responsables -con anterioridad a la fecha de adhesión- deberán allanarse y/o desistir de toda acción y derecho, incluso el de repetición, por los conceptos y montos por los que formulen el acogimiento, mediante la presentación del formulario de declaración jurada 408 (Nuevo Modelo), en la dependencia de la AFIP que tenga a su cargo el trámite de discusión administrativa o que haya emitido el acto objeto de cuestionamiento en sede contencioso-administrativa o judicial.

La citada dependencia, una vez verificada la pertinencia del trámite y realizado el correspondiente control, entregará al interesado la parte superior del referido formulario, debidamente intervenido, quien deberá presentarlo ante la instancia administrativa, contencioso-administrativa o judicial en la que se sustancia la causa.

Acreditada en autos la adhesión al régimen de facilidades de pago, firme la resolución judicial que tenga por formalizado el allanamiento y/o desistimiento a la pretensión fiscal, y una vez satisfecho el pago a cuenta y producido el acogimiento por el total o, en caso de existir montos embargados, por el saldo de deuda resultante, la AFIP solicitará al juez interviniente, el archivo judicial de las actuaciones.

1.8.2. Medidas cautelares trabadas. Efectos del acogimiento

Cuando se trate de deudas en ejecución judicial por las que se hubiera trabado embargo sobre fondos y/o valores de cualquier naturaleza, depositados en entidades financieras o sobre cuentas a cobrar, así como cuando se hubiera efectivizado la intervención judicial de caja, la dependencia interviniente de la AFIP -una vez acreditada la adhesión al régimen por la deuda reclamada- arbitrará los medios para que se produzca el levantamiento de la respectiva medida cautelar.

En el supuesto que el embargo se hubiera trabado sobre depósitos a plazo fijo, el levantamiento se comunicará una vez producido su vencimiento.

De tratarse de una medida cautelar que se hubiera efectivizado sobre fondos o valores depositados en cajas de seguridad, el levantamiento deberá disponerlo el juez que la hubiera decretado.

1.9.  Beneficios

La cancelación de las deudas en los términos del régimen de facilidades de pago previsto en esta resolución general, siempre que se cumplan los requisitos y condiciones establecidos para la adhesión, así como para mantener su vigencia, habilita al responsable para:

a) Usufructuar el beneficio de reducción de las contribuciones con destino al Régimen Nacional de la Seguridad Social, según lo dispuesto por el artículo 20 de la Resolución General (DGI) 4158.
b) Considerar regularizado el importe adeudado de acuerdo con lo previsto por el artículo 26 de la Resolución General 1566, texto sustituido en 2010 y sus modificatorias.

TÍTULO II 

2. Refinanciación de planes de facilidades de pago vigentes de la Resolución General 4289 y sus modificatorias

Los planes vigentes de la Resolución General 4289 y sus modificaciones, podrán refinanciarse en los términos de este Título II. A tal efecto, se determinará un pago a cuenta y se recalcularán las cuotas para cancelar la deuda pendiente del plan presentado oportunamente, según las condiciones que se indican a continuación:

1. Se mantendrá el mismo número de plan y las condiciones del plan original -incluyendo las relacionadas con la caducidad-.
2. Deberá efectuarse por cada plan vigente a través del sistema “Mis Facilidades” accediendo a la opción “Refinanciación de planes vigentes RG 4289”. 

3. Todas las cuotas vencidas al mes anterior a la refinanciación deberán encontrarse pagas al momento de solicitarla. A tal efecto, solo se considerarán aquellos pagos efectuados hasta el 28/08/2019, inclusive.

4. Tendrá un pago a cuenta que se determinará conforme se detalla a continuación:

4.1. Al veinte por ciento (20%) del saldo de las cuotas capital a vencer -incluida la del mes de la refinanciación- se le deberá descontar el componente capital de las cuotas abonadas, lo que determinará el componente capital del pago a cuenta, cuyo monto mínimo deberá ser igual o superior a un mil pesos ($ 1.000).

4.2. Al monto obtenido, se le adicionarán los intereses financieros calculados desde el vencimiento de la cuota del mes anterior hasta la fecha de refinanciación del plan, aplicando la tasa de financiación del plan de la Resolución General 4289 y sus modificaciones.

5. La cantidad máxima de cuotas a otorgar será de sesenta (60). La primera de ellas vencerá el día 16/09/2019, cualquiera sea su fecha de refinanciación y las cuotas subsiguientes vencerán el día 16 de cada mes, las que se cancelarán mediante el procedimiento de débito directo en cuenta bancaria.

6. La tasa de interés de financiamiento se aplicará de acuerdo al siguiente esquema:

6.1. La tasa será fija y mensual para la primera cuota del mes de setiembre de 2019, utilizando la tasa efectiva mensual equivalente a la tasa de referencia TM20 en pesos de bancos privados publicada por el Banco Central de la República Argentina, vigente para el día 20 del mes inmediato anterior a la refinanciación, reducida al sesenta por ciento (60%). Asimismo, a esta tasa se le aplicará la siguiente reducción:

- Para los planes refinanciados en el mes de junio de 2019, se reducirá a un tercio la tasa efectiva mensual.

- Para los planes refinanciados en el mes de julio de 2019, se reducirá a un medio la tasa efectiva mensual.

- Para los planes refinanciados en el mes de agosto de 2019, la tasa efectiva mensual no será susceptible de reducción.

6.2. La tasa será variable y se actualizará por trimestre calendario para las cuotas con vencimiento en los meses de octubre de 2019 y siguientes, utilizando la tasa efectiva mensual equivalente a la tasa de referencia TM20 en pesos de bancos privados publicada por el Banco Central de la República Argentina, vigente para el día 20 del mes inmediato anterior al inicio del trimestre calendario, reducida al sesenta por ciento (60%).
Las tasas a que se refieren los puntos 6.1. y 6.2. precedentes no podrán superar el dos con cincuenta por ciento (2,50%) mensual.

7. El pago a cuenta y las cuotas se calcularán según las fórmulas que se consignan en el Anexo IV.

8. Se deberá generar un volante electrónico de pago (VEP) para efectuar el ingreso del importe del pago a cuenta, que tendrá validez hasta la hora veinticuatro (24) del día de su generación. La confirmación de la cancelación del pago a cuenta producirá en forma automática el envío de la solicitud de refinanciación, la que será comunicada al contribuyente a través del domicilio fiscal electrónico.

9. Descargar, a opción del contribuyente, el formulario de declaración jurada 2272, una vez registrado el pago a cuenta y registrada la refinanciación.

10. Efectuada la refinanciación del plan, no se podrá retrotraer a la situación del plan original.

11. El contribuyente deberá solicitar a la entidad bancaria la suspensión del o de los débitos que estuvieran programados para el mes en que se solicita la refinanciación del plan, o la reversión de los débitos efectuados, dentro de los treinta días corridos de efectuado el débito.

TÍTULO III

3. Vigencia

Las disposiciones de la Resolución General 4477 entrarán en vigencia el día 06/05/2019  y resultarán de aplicación conforme se indica a continuación:

1. Adhesión a los planes de facilidades de pago previstos en el Título I:

1.1. Desde el día 15/05/2019 hasta el día 31/08/2019, ambos inclusive.

1.2. Desde el día 15/05/2019 hasta el día 25/06/2019, de tratarse de obligaciones impositivas y de los recursos de la seguridad social -excluidas las relativas al Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes y/o al Régimen de Trabajadores Autónomos- correspondientes a contribuyentes que no registren la condición de micro, pequeñas y medianas empresas en el “Registro de empresas MiPyMEs” y que hayan solicitado planes cuyo pago a cuenta sea del veinte por ciento (20%) del monto consolidado.

2. Refinanciación de planes de facilidades de pago de la Resolución General 4289 y sus modificaciones: desde el día 01/06/2019 hasta el día 31/08/2019, ambos inclusive.

ANEXO II 

DETERMINACIÓN DEL PAGO A CUENTA Y DE LAS CUOTAS

a) Determinación del pago a cuenta:

P = M x A

Donde:

M = deuda consolidada

P = monto del pago a cuenta

A = pago a cuenta que corresponda

b) Determinación de las cuotas con los intereses de financiación sobre saldo:

1. Primera cuota

C = (D* I* d / 3000) +K

Donde:

C = es el importe de la cuota a pagar al vencimiento (día 16 de setiembre de 2019)

D = monto de la deuda a cancelar en cuotas (deuda consolidada “M” menos pago a cuenta “P”).

I = es la tasa de interés de financiamiento

d = son los días desde la fecha de consolidación del plan hasta el vencimiento de esta primera cuota

K = importe capital de la cuota a calcular (monto de la deuda a cancelar en cuotas “D” dividido la cantidad de cuotas solicitadas)

2. Cuotas restantes

C = (S* I *d / 3000)+ K

Donde:

C = es el importe de la cuota a pagar al vencimiento (día 16 del mes siguiente a la cuota anterior)

S = es el saldo de capital del plan (monto consolidado del plan “M” menos pago a cuenta “P” menos sumatoria del importe capital de las cuotas anteriores a la que está calculando)

I = es la tasa de interés de financiamiento

d = son los días sobre los que se calcula el interés (30 días, correspondientes al período entre la cuota del mes en curso y la anterior).

K = importe capital de la cuota a calcular (monto de la deuda a cancelar en cuotas “D” dividido la cantidad de cuotas solicitadas.

ANEXO III 

CONDICIONES DEL PLAN DE FACILIDADES DE PAGO

 

	Categorización del contribuyente y/o tipo de deuda
	Pago a cuenta
	Cantidad de cuotas
	Tasa efectiva mensual de financiamiento
	Tope de tasa

	
	
	
	Tasa efectiva mensual equivalente a la tasa de referencia TM20 en pesos de bancos privados publicada por el Banco Central de la República Argentina, vigente para el día 20 del mes inmediato anterior a la consolidación o del trimestre calendario en el que vence la cuota, reducidas a los porcentajes que se indican en cada caso:
	

	Micro, pequeñas y medianas empresas inscriptas en el “Registro de empresas mipymes”
	1%
	60
	60%
	2,50%

	Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes (RS) y Autónomos
	1%
	60
	60%
	2,50%

	Resto de contribuyentes
	5%
	36
	80%
	-

	
	10%
	48
	70%
	-

	
	20%
	60
	60%
	2,50%


ANEXO IV 

PLANES REFINANCIADOS - DETERMINACIÓN DEL PAGO A CUENTA Y DE LAS CUOTAS

Apartado I - Determinación del pago a cuenta

P = T + F

Donde:

P = monto del pago a cuenta

T = componente capital del pago a cuenta

F = componente interés financiero del pago a cuenta

I-1- Determinación del componente capital del pago a cuenta

T = (R x G) - Z

Donde:

T = componente capital del pago a cuenta

R = monto deuda a refinanciar (sumatoria del componente capital de las cuotas a vencer - incluida la del mes de la solicitud de la financiación)

G = porcentaje del pago a cuenta (20%)

Z = monto deuda cancelada (sumatoria del componente capital de las cuotas pagadas)

I-2- Determinación del componente interés financiero del pago a cuenta

F = (R * h/3000 * j)

Donde:

R = deuda a refinanciar (sumatoria del componente capital de las cuotas a vencer - incluida la del mes de la solicitud de la financiación)

h = cantidad de días entre el vencimiento de la última cuota vencida en el mes anterior a fecha de financiación y la fecha de esta última

j = tasa de interés de financiación del plan original

Apartado II - La fórmulas para el cálculo de las cuotas con los intereses de financiación sobre saldo será:

1. Para la primera cuota:

C = (D * I * d / 3000) + K

Donde:

C = es el importe de la cuota a pagar al vencimiento (16/9/2019)

D = saldo a refinanciar en cuotas (monto deuda a refinanciar “R” menos componente capital del pago a cuenta “T”).

I = es la tasa de interés de financiamiento correspondiente al mes de la presentación, según el Punto II

d = son los días desde la fecha de refinanciación del plan hasta el vencimiento de esta primera cuota (16/9/2019).

K = importe capital de la nueva cuota (monto de la deuda a refinanciar en cuotas “D” dividido la cantidad de cuotas solicitadas)

2. Para el resto de las cuotas:

C = (S * I * d / 3000) + K

Donde:

C = es el importe de la cuota a pagar al vencimiento (día 16 del mes siguiente a la cuota anterior)

S = es el saldo de capital del plan refinanciado (saldo a refinanciar en cuotas del plan “D” menos componente capital del pago a cuenta “T” menos sumatoria del importe capital de las cuotas anteriores a la que está calculando)

I = es la tasa de interés de financiamiento según el trimestre calendario

d = son los días sobre los que se calcula el interés (siempre 30 días).

K = importe capital de la nueva cuota (monto de la deuda a refinanciar en cuotas “D” dividido la cantidad de cuotas solicitadas)

 

	Punto II

	Tipo de plan
	Pago a cuenta
	Cantidad de cuotas
	Intereses de financiación cuotas 2 y siguientes
	Intereses de financiación cuota 1 refinanciación en junio
	Intereses de financiación cuota 1refinanciación en julio
	Intereses de financiación cuota 1 refinanciación en agosto

	RG 4289
	20%
	60
	TM20 x 60%  (1)
	(TM20 x 60%)/3  (2)
	(TM20 x 60%)/2  (2)
	(TM20 x 60%)  (2)


 

(1) Tasa TM 20 x 60%. Revisión trimestral de la tasa de financiación para recalcular, si corresponde los valores de las cuotas. Se tomará la tasa efectiva mensual equivalente a la tasa de referencia Tasa TM 20 x 60% publicada por el BCRA, vigente para el día 20 del mes inmediato anterior al inicio del trimestre calendario (diciembre, marzo, junio, setiembre) y se aplicará para las cuotas cuyo vencimiento opere durante el trimestre calendario.

(2) Tasa TM 20 x 60%. Se tomará la tasa efectiva mensual equivalente a la tasa de referencia Tasa TM 20 x 60% publicada por el BCRA, vigente para el día 20 del mes inmediato anterior a la refinanciación del plan.

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

TRAMITACIÓN DEL BENEFICIO DE ACREDITACIÓN, DEVOLUCIÓN O TRANSFERENCIA DEL IVA POR OPERACIONES DE EXPORTACIÓN DE SERVICIOS SIN NECESIDAD DE FISCALIZACIÓN PREVIA. RESOLUCIÓN GENERAL 4467

A través de la Resolución General 4467 (B.O. 07/05/2019) la AFIP establece la tramitación del beneficio de acreditación, devolución o transferencia del IVA correspondiente a las operaciones de exportación de servicios, sin la necesidad de someter la solicitud a una fiscalización previa.

En consecuencia, la modificación introducida por la Resolución General 4467 establece que las solicitudes de acreditación, devolución o transferencia del IVA correspondiente a operaciones de exportación de servicios que se interpongan a partir del 01/07/2019, será tramitadas bajo el régimen general del Título I de la Resolución General 2000 y sus modificatorias  (Régimen de reintegro atribuible a exportaciones y asimilables), y no bajo el régimen del Título IV de la mencionada resolución general (Régimen de reintegro del impuesto atribuible a exportaciones sujeto a fiscalización). 
IMPUESTO SOBRE LOS CRÉDITOS Y DÉBITOS EN CUENTAS BANCARIAS

EXENCIÓN DE FONDOS QUE SE DESTINAN A LA CONSTITUCIÓN DE PLAZOS FIJOS EN DISTINTAS ENTIDADES BANCARIAS. DECRETO 301/2019

Como consecuencia de la posibilidad de constituir plazos fijos en cualquier banco, aún cuando no fuera cliente, el P.E.N. a través del Decreto N° 301/2019 (B.O. 29/04/2019), amplió la exención  modificando el inc b’) del artículo 10 del Anexo al Decreto N° 380/2001.

En tal sentido los débitos en cuenta corriente correspondientes a fondos que se destinen a la constitución de depósitos a plazo fijo en una entidad financiera  (Ley 21526 y sus modif.) y los créditos provenientes de la acreditación de esos depósitos a su vencimiento, gozarán de la exención.

Con anterioridad a la modificación, el citado inciso establecía la exención del tributo sobre los débitos en cuenta corriente correspondientes a los fondos que se destinaran a la constitución de depósitos a plazo fijo en la misma entidad bancaria en que se hubiera abierta dicha cuenta y los créditos provenientes de la acreditación de los mismos a su vencimiento.
DERECHOS DE EXPORTACIÓN

BENEFICIO PARA LAS EXPORTACIONES DE LAS MiPyMEs INSCRIPTAS EN EL REGISTRO CORRESPONDIENTE

El Decreto N° 793/18 fijó hasta el 31 de diciembre de 2020 un derecho de exportación del  doce por ciento (12%) a la exportación para consumo de todas las mercaderías comprendidas en las posiciones arancelarias de  la NOMENCLATURA COMÚN DEL MERCOSUR.

El Decreto 280/2019 (B.O. 07/05/2019) desgrava desde el día 08/05/2019 y hasta el día 31/12/2020, del derecho de exportación fijado por el Decreto 793/2018 y su modificatorio, a las exportaciones de las MiPyMEs definidas en el artículo 2º de la ley 24.467 y sus modificatorias, que excedan, en términos de su valor FOB, a las realizadas por cada empresa en el año calendario inmediato anterior.

Las MiPyMEs se deben encontrar inscriptas en el registro correspondiente y pueden acceder al beneficio en la medida que las exportaciones que hayan realizado en el año calendario inmediato anterior no hubieran excedido los cincuenta millones de dólares estadounidenses.

Ahora bien, a través del Decreto 335/2019 (B.O. 07/05/2019) se límita la aplicación del decreto 280/2019 a determinadas partidas de la nomenclatura, que constan en el anexo I del Decreto, y en la medida que:

· los sujetos que hayan realizado exportaciones en el año calendario inmediato anterior, el monto anual sujeto a desgravación no supere los u$s 600.000.

· Para los sujetos existentes al 07/05/2019, que no hayan realizado exportaciones en el año calendario inmediato anterior, el monto anual de desgravación no podrá superar los u$s 300.000.   

IMPUESTO A LAS GANANCIAS

RÉGIMEN DE RETENCIÓN SOBRE LOS DIVIDENDOS Y UTILIDADES ASIMILABLES QUE SE PAGUEN A LAS PERSONAS HUMANAS Y SUCESIONES INDIVISAS RESIDENTES EN EL PAÍS Y A LOS BENEFICIARIOS DEL EXTERIOR. RESOLUCIÓN GENERAL 4478

TÍTULO I

1. ALCANCE

La determinación e ingreso de las retenciones del impuesto a las ganancias que se practiquen sobre los dividendos y utilidades asimilables incluidos en los artículos 46 y primero agregado sin número a continuación de este, de la ley del gravamen, que se paguen o sean puestos a disposición de personas humanas y sucesiones indivisas residentes en el país y de los beneficiarios del exterior, conforme lo previsto en el tercer artículo incorporado sin número a continuación del artículo 90 de la ley del gravamen, se regirán por las disposiciones de esta resolución general.

2. SUJETOS OBLIGADOS A PRACTICAR LA RETENCIÓN

Deberán actuar como agentes de retención las entidades pagadoras de los mencionados dividendos y utilidades asimilables.

Las sociedades gerentes y/o depositarias de los fondos comunes de inversión comprendidos en el primer párrafo del artículo 1 de la ley 24083 y sus modificaciones, serán las encargadas de retener el impuesto en el momento del rescate y/o pago o distribución de las utilidades, cuando el monto de dicho rescate y/o pago o distribución estuviera integrado por los dividendos y utilidades comprendidos en la presente resolución general.

3.DETERMINACIÓN DEL IMPORTE A RETENER
El importe a retener se determinará aplicando sobre los dividendos y utilidades mencionados en el punto 1., las alícuotas que, según el período fiscal en que se generen, se indican a continuación:

a) Períodos iniciados a partir del 01/01/2018 y hasta el 31/12/2019, ambas fechas inclusive: 7%.

b) Períodos que se inicien a partir del 1 de enero de 2020, inclusive: 13%.

4. INGRESO DE LA RETENCIÓN

Cuando los beneficiarios de las rentas sometidas a retención sean sujetos residentes en el país, las retenciones respectivas deberán informarse e ingresarse observando los procedimientos, plazos y demás condiciones establecidos para el Sistema de Control de Retenciones (SICORE), utilizando los siguientes códigos:

 

	Código
	Descripción operación

	Impuesto
	Régimen
	 

	217
	60
	Dividendos y utilidades asimilables. Artículo 90.3 de la ley. Alícuota 7%.

	217
	61
	Dividendos y utilidades asimilables. Artículo 90.3 de la ley. Alícuota 13%.


 

De tratarse de retenciones practicadas a beneficiarios del exterior, su ingreso se efectuará en la forma, plazo y demás condiciones, previstos para el Sistema Integral de Retenciones Electrónicas (SIRE), a cuyo efecto se utilizarán los siguientes códigos:

	Código
	Descripción operación

	Impuesto
	Régimen
	 

	218
	62
	Dividendos y utilidades asimilables. Artículo 90.3 de la ley. Beneficiarios del exterior. Alícuota 7%.

	218
	63
	Dividendos y utilidades asimilables. Artículo 90.3 de la ley. Beneficiarios del exterior. Alícuota 13%.


 

 

5. SALDOS A FAVOR GENERADOS POR LA DEVOLUCIÓN DE LOS FONDOS RETIRADOS. QUINTO ARTÍCULO AGREGADO A CONTINUACIÓN DEL ARTÍCULO 66 DEL DECRETO 1344/1998 Y SUS MODIFICATORIOS
Los saldos que pudieran resultar a favor de los agentes de retención por las sumas retenidas en exceso y reintegradas a los beneficiarios, en virtud de lo dispuesto por el quinto artículo sin número incorporado a continuación del artículo 66 del Anexo del decreto 1344/1998 y sus modificatorios, estarán sujetos a lo previsto en los artículos 6 de las Resoluciones Generales 2233 y sus modificatorias y 3726, según corresponda.

6. IMPOSIBILIDAD DE RETENER

En los casos en que exista imposibilidad de retener, el importe de la retención que hubiera correspondido practicar deberá ser ingresado por la entidad pagadora en los términos dispuestos por el punto 4., sin perjuicio de su derecho a exigir el reintegro por parte de los beneficiarios de las rentas.

7. INSCRIPCIÓN DEL AGENTE DE RETENCIÓN

Los sujetos obligados que no revistieran el carácter de agentes de retención y/o percepción, en virtud de otros regímenes instrumentados por la AFIP, deberán solicitar la inscripción en tal carácter.

8. CARÁCTER DE LA RETENCIÓN

El importe de la retención tendrá para los responsables inscriptos en el impuesto a las ganancias el carácter de impuesto ingresado y en tal concepto será computado en la declaración jurada del período fiscal correspondiente.

Respecto de los beneficiarios del exterior y de las personas humanas y sucesiones indivisas residentes en el país que no se encuentren inscriptas en el aludido impuesto, la retención tendrá el carácter de pago único y definitivo.

9. COMPENSACIÓN Y DEVOLUCIÓN DE RETENCIONES. SEGUNDO PÁRRAFO DEL SÉPTIMO ARTÍCULO AGREGADO A CONTINUACIÓN DEL ARTÍCULO 66 DEL DECRETO 1344/1998 Y SUS MODIFICATORIOS

Las solicitudes de compensación o devolución -según corresponda- de los saldos a favor que pudieran generarse por aplicación de lo dispuesto por el segundo párrafo del séptimo artículo agregado a continuación del artículo 66 del decreto 1344/1998 y sus modificatorios, deberán efectuarse conforme lo previsto en las Resoluciones Generales (DGI)1658 y 2224  y sus modificatorias, respectivamente.

A tales fines, los beneficiarios deberán haber cumplido previamente con la obligación de determinación anual del impuesto a las ganancias.

TÍTULO II

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

1. Tratamiento de los dividendos y utilidades atribuibles a ganancias devengadas en ejercicios fiscales iniciados hasta el 31/12/2017

El ingreso de las retenciones que corresponda practicar en los términos del artículo sin número incorporado a continuación del artículo 69 de la ley de impuesto a las ganancias, por tratarse de dividendos y utilidades atribuibles a ganancias devengadas en ejercicios fiscales iniciados hasta el 31/12/2017, deberán realizarse de acuerdo con los procedimientos que -para cada caso- se establecen a continuación:

a) En el caso de sujetos residentes en el país: según la Resolución General 2233 y sus modificatorias, utilizando el siguiente código:

 
	Código
	Descripción operación

	Impuesto
	Régimen
	 

	217
	046
	Dividendos o distribución de utilidades superiores a la ganancia impositiva (art. incorporado a continuación del art. 69 de la ley).


 

b) De tratarse de beneficiarios del exterior: conforme la resolución general 3726, a cuyo efecto se utilizará el código:

	Código
	Descripción operación

	Impuesto
	Régimen
	 

	218
	047
	Dividendos o distribución de utilidades superiores a la ganancia impositiva (art. incorporado a continuación del art. 69 de la ley).


 
Cuando exista imposibilidad de retener por parte del agente pagador, deberá cumplimentarse lo dispuesto en el punto 6.

2. Retenciones practicadas con anterioridad a la vigencia de la presente resolución general (23/05/2019)

Las retenciones sobre dividendos y utilidades asimilables que hubieran sido practicadas con anterioridad a la vigencia de la presente resolución general (23/05/2019) y resulten alcanzadas por el tercer artículo sin número agregado a continuación del artículo 90 de la ley del gravamen por ser atribuibles a ganancias devengadas en ejercicios fiscales iniciados a partir del 01/01/2018, podrán informarse e ingresarse hasta las fechas de vencimiento previstas para la presentación de la declaración jurada e ingreso del saldo resultante que operan en el mes de junio de 2019, del Sistema de Control de Retenciones (SICORE) y Sistema Integral de Retenciones Electrónicas (SIRE), de acuerdo con los procedimientos mencionados en el punto 4., según corresponda, informándolas en el período mayo de 2019, consignando como fecha de retención el 31/05/2019 y utilizando el respectivo código.

TÍTULO III

1. Se deja sin efecto la Resolución General 3674.

2. Vigencia

La Resolución General 4478 entrará en vigencia el día 23/05/2019.

IMPUESTOS A LAS GANANCIAS Y SOBRE LOS BIENES PERSONALES

RÉGIMEN DE FACILIDADES DE PAGO DEL SALDO DE DECLARACIÓN JURADA. TASA FIJA PREFERENCIAL DE INTERÉS MENSUAL DE FINANCIAMIENTO. INCORPORACIÓN DEL IMPUESTO CEDULAR. RESOLUCIÓN GENERAL 4479

A través de la Resolución General 4479 (B.O. 09/05/2019) la AFIP establece -con carácter transitorio- una tasa fija preferencial de interés mensual de financiamiento del 2,5% para las personas humanas que adhieran al régimen de facilidades de pago de la Resolución General 4057, a efectos de regularizar el saldo resultante de las declaraciones juradas anuales del período fiscal 2018 de los impuestos a las ganancias –incluido el impuesto cedular- y/o sobre los bienes personales, en la medida que cumplan determinadas condiciones dispuestas en su artículo 1º.

1. Condiciones para gozar de la tasa fija preferencial de interés mensual de financiamiento

El artículo 1º de la Resolución General 4479 establece una tasa fija preferencial de interés mensual de financiamiento equivalente al dos con cincuenta por ciento (2,50%), para los sujetos que adhieran durante el mes de junio de 2019 al régimen de facilidades de pago establecido por la resolución general 4057, a efectos de regularizar el saldo resultante de las declaraciones juradas anuales -originarias o rectificativas- del período fiscal 2018 de los impuestos a las ganancias -incluido el impuesto cedular previsto en los artículos primero, cuarto y quinto, sin número incorporados a continuación del artículo 90 de la ley del impuesto a las ganancias- y/o sobre los bienes personales -excepto las empresas que tengan el carácter de responsables sustitutos del ingreso del impuesto sobre los bienes personales de sus titulares-, correspondientes a las personas humanas y sucesiones indivisas.

Será condición excluyente para gozar de esta tasa preferencial que la declaración jurada determinativa -originaria o rectificativa- del impuesto a regularizar sea presentada hasta el día 31/05/2019, inclusive.

2. Sustitución del artículo 1º de la Resolución General 4057

El artículo 1º de la Resolución General 4057 –sustituido por el artículo 2º de la Resolución General 4479- establece que los contribuyentes y responsables de los impuestos a las ganancias -incluido el impuesto cedular previsto en los artículos primero, cuarto y quinto, sin número incorporados a continuación del artículo 90 de la ley de impuesto a las ganancias- y/o sobre los bienes personales -excepto aquellos alcanzados por las disposiciones del artículo sin número incorporado a continuación del art. 25 de la ley 23966, Título VI de impuesto sobre los bienes personales-, siempre que se encuentren incluidos en las Categorías A, B, C o D del “Sistema de Perfil de Riesgo (SIPER)”  podrán solicitar -desde el primer día del mes de vencimiento de la obligación de pago hasta el último día del mes siguiente- la cancelación del saldo de impuesto resultante de la declaración jurada y, en su caso, de los intereses resarcitorios calculados desde la fecha de vencimiento hasta la fecha de presentación del plan, así como las multas que pudieran corresponder por aplicación del artículo 38 de la ley de procedimiento tributario, conforme al régimen de facilidades de pago que se establece por la presente resolución general.
Asimismo, podrán efectuar el ingreso del saldo de impuesto correspondiente a las declaraciones juradas rectificativas que se presenten dentro del plazo indicado en el párrafo anterior, cuando para la cancelación de la declaración jurada originaria o alguna rectificativa anterior del mismo período fiscal, no se hubiera solicitado este plan de pagos.

La cancelación con arreglo a esta modalidad no implica reducción alguna de intereses resarcitorios, como tampoco liberación de las pertinentes sanciones.

CONVENIO MULTILATERAL

PRÓRROGA DEL VENCIMIENTO PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DECLARACIÓN JURADA ANUAL CM05 CORRESPONDIENTE AL PERÍODO FISCAL 2018

A través de la Resolución General 03/2019 (B.O. 10/05/2019) la Comisión Arbitral establece que el vencimiento para la presentación anual de la declaración jurada F. CM05 correspondiente al período fiscal 2018 operará el día 28/06/2019 (antes 20/05/2019), aplicando a partir del cuarto anticipo, el coeficiente unificado y las bases imponibles jurisdiccionales determinadas, según lo establecido en los artículos 84 y 85 del Anexo de la Resolución General 01/2019 (y el ordenamiento de resoluciones generales que lo sustituya en el futuro).

PROCEDIMIENTO FISCAL

FACTURA ELECTRÓNICA PARA OPERACIONES DE EXPORTACIÓN. ADECUACIONES AL RÉGIMEN DE EXPORTACIÓN SIMPLIFICADA “EXPORTA SIMPLE”. RESOLUCIÓN GENERAL 4480

A través de la Resolución General 4480 (B.O. 13/05/2019) la AFIP establece adecuaciones a las Resoluciones Generales 2570, 2758, 3085 y 4133, y sus respectivas modificatorias, con el objeto de armonizarlas con la Resolución General Conjunta (MPyT y AFIP) 4458, como también establecer las condiciones que deben cumplir los operadores logísticos para acceder al Régimen de Exportación Simplificada “Exporta Simple”.

1. Requisitos particulares para los Operadores Logísticos del Régimen Exporta Simple (incorporación del punto 10 al Anexo de la Resolución General 2570 y sus modificatorias)

	Estar inscripto y habilitado como Importador/Exportador.
	A

	Estar inscripto y habilitado como Agente de Transporte Aduanero.
	A

	Poseer un patrimonio neto igual o superior a un millón de pesos ($ 1.000.000) según los datos consignados en la última declaración jurada del impuesto a las ganancias.
	A

	Acreditar una antigüedad como Agente de Transporte Aduanero superior a los tres (3) años.
	A

	Garantía adicional:

(i) un millón de dólares estadounidenses (U$S 1.000.000) si tiene un patrimonio neto no inferior a un millón de pesos ($ 1.000.000) y una antigüedad en la actividad no inferior a tres (3) años;

(ii) quinientos mil dólares estadounidenses (U$S 500.000) si tiene un patrimonio neto no inferior a un millón quinientos mil pesos ($ 1.500.000) y una antigüedad en la actividad no inferior a cinco (5) años;

(iii) cien mil dólares estadounidenses (U$S 100.000) si tiene un patrimonio neto no inferior a tres millones de pesos ($ 3.000.000) y una antigüedad en la actividad no inferior a diez (10) años.
	A

	No registrar al momento de la presentación de la solicitud deuda líquida y exigible por obligaciones impositivas, aduaneras y de los recursos de la seguridad social.
	A

	Confirmación por parte de la Dirección de Exportaciones de la Secretaría de Comercio Exterior del Ministerio de Producción y Trabajo respecto de su incorporación como operador logístico en el portal web “Exporta Simple”.(1)
	A

	Aclaración:

(1) Requisito a validar por el agente interviniente en el trámite de inscripción mediante consulta a la Dirección de Exportaciones de la Secretaría de Comercio Exterior del Ministerio de Producción y Trabajo.
	


2. Emisión de comprobantes electrónicos originales para los usuarios del Régimen de Exportación Simplificada (modificación de la Resolución General 2758 y sus modificatorias)

El nuevo artículo 1º de la Resolución General 2758 y sus modificatorias establece que los sujetos comprendidos en el apartado 2. del artículo 91 de la ley 22415 y sus modificaciones -Código Aduanero-, que se encuentren inscriptos en los “Registros Especiales Aduaneros” previstos en el Título II de la resolución general 2570, sus modificatorias y complementarias, y los usuarios del Régimen de Exportación Simplificada establecido por la resolución general conjunta (MPyT - AFIP) 4458 deberán emitir comprobantes electrónicos originales, en los términos de la resolución general 4291, a los fines de respaldar las operaciones que encuadren dentro de los subregímenes enunciados en el Anexo de la presente.
Asimismo, las excepciones a la obligación de emisión de comprobantes previstas en el apartado A del Anexo I de la resolución general 1415, sus modificatorias y complementarias, no resultarán de aplicación respecto de los sujetos y operaciones alcanzados por esta resolución general.

El nuevo artículo 2º de la Resolución General 2758 y sus modificatorias establece que quedan exceptuadas de lo establecido por esta resolución general, las destinaciones de exportación realizadas bajo la modalidad de exportación por cuenta y orden de terceros.
No obstante lo expuesto, quedan alcanzadas por la presente norma, las operaciones realizadas a través del Régimen de Exportación Simplificada denominado “Exporta Simple”, conforme la resolución general conjunta (MPyT - AFIP) 4458, vinculadas al subrégimen “ECSI - Exportación a Consumo Simple.
El nuevo artículo 11 de la Resolución General 2758 y sus modificatorias establece que, sin perjuicio de las obligaciones mencionadas en el artículo 6 corresponderá que se cumpla con lo que, según el caso, se indica seguidamente:
a) Si la factura se confecciona previamente a la destinación aduanera, la vinculación de las mismas deberá efectuarse al momento de la oficialización de esta última.

b) Si la factura se confecciona luego de la oficialización de la destinación aduanera, la primera se vinculará automáticamente a esta última. En la referida factura se deberán informar los datos de “Destino de la mercadería” e “Identificador de la destinación” (Año/AD/Tipo/N° Reg/DC).

En todos los casos se indicará el país de destino de la factura.

El cumplimiento de lo establecido precedentemente dará por satisfecha la obligación prevista en el punto 1.1.6. del Anexo II de la resolución general 1921 y sus modificatorias, con relación a las destinaciones oficializadas a partir de los plazos previstos en los incisos a) y b) del artículo 15 de la presente.

Si la operación corresponde al Régimen de Exportación Simplificada de la resolución general conjunta (MPyT - AFIP) 4458, la factura deberá ser confeccionada por el usuario del régimen, conforme lo previsto en el inciso a) precedente, antes de la oficialización de la destinación aduanera. Para ello, se deberá indicar el valor FOB y el número de operación asignado por el portal “Exporta Simple” del sitio web (www.exportasimple.gob.ar).

En todos los supuestos, cuando se emitan notas de crédito y/o débito que reflejen ajustes relacionados con una operación, deberá consignarse -de manera obligatoria- el número de comprobante de la operación original.

Asimismo, cada nota de crédito y/o débito generada deberá relacionarse con un único comprobante de exportación (factura, nota de débito o nota de crédito).

Asimismo, se sustituye la referencia (***) del Anexo I de la Resolución General 2758 y sus modificatorias por la siguiente:
(***) Corresponde al Régimen de Exportación Simplificada “Exporta Simple”. La factura deberá ser confeccionada por el usuario antes de la oficialización de la destinación aduanera.

3. Solicitudes de acreditación, devolución o transferencia del IVA vinculadas a las destinaciones de exportación (modificación de la Resolución General 4133)

El nuevo artículo 2º de la Resolución General 4133 establece que las  solicitudes de acreditación, devolución o transferencia del impuesto al valor agregado, vinculadas a las destinaciones de exportación correspondientes al subrégimen “ECSI - Exportación a Consumo Simple”, se realizarán conforme a las disposiciones contenidas en el Título III de la resolución general 2000, sus modificatorias y complementarias, con la salvedad de que los “Operadores Logísticos del Régimen Exporta Simple” solamente deberán cumplir con el régimen informativo contemplado en el artículo 37 de la mencionada norma cuando el propietario de la mercadería así lo requiera.
Asimismo, dichos operadores no se encuentran comprendidos en el régimen de información previsto por la resolución general 3285 y su modificatoria, por las operaciones correspondientes al subrégimen “ECSI- Exportación a Consumo Simple” en las que intervengan.

4. Pautas para la tramitación de las operaciones de exportación (modificación del Anexo de la Resolución General 3085 y sus modificatorias)

4.1. Incorporación del punto 5 al Apartado A) (facturas electrónicas de exportación. Su imputación)
Punto 5. Las facturas electrónicas emitidas por los usuarios del Régimen de Exportación Simplificada establecido por la resolución general conjunta (MPyT - AFIP) 4458 siempre serán “facturas previas” y el operador logístico deberá asociar una factura a un permiso de embarque del subrégimen “ECSI - Exportación a Consumo Simple”, sin posibilidad de declarar relaciones múltiples.

4.2. Incorporación de un párrafo al Apartado B) (Cierre de facturas electrónicas. Cierre de permisos de embarque)

El cierre de las facturas previas y de los permisos de embarque asociados al Régimen de Exportación Simplificada establecido por la resolución general conjunta (MPyT - AFIP) 4458, se realizará de manera automática cuando el agente aduanero registre en el Sistema Informático Malvina (SIM) el cumplido de la operación.

4.3.  Sustitución del punto 4 del Apartado C) (Reintegros. Bloqueos)
4. Rectificaciones

En caso de errores en los datos declarados, en oportunidad de efectuarse la imputación de facturas electrónicas y/o el cierre de las mismas y/o del permiso de embarque asociado -de conformidad con lo dispuesto en los apartados a) y b) de este Anexo-, los responsables podrán solicitar la modificación de los datos a través del “Sistema Informático de Trámites Aduaneros (SITA)” y la “Multinota Electrónica Aduanera (MUELA)” mediante el subtrámite “Rectificación Exporta Simple”, en las Aduanas de registro de las destinaciones -División Registro o similar-, indicando los datos a modificar y los motivos por los cuales se solicita la rectificación, debiendo aportarse la correspondiente documentación respaldatoria.
Si la Aduana de registro interviniente da curso a la mencionada solicitud, se deberá proceder de acuerdo a la instrucción general 3 del 10 de julio de 2013 (SDG SIT).

Para las operaciones correspondientes al Régimen de Exportación Simplificada establecido por la resolución general conjunta (MPyT - AFIP) 4458, en caso de errores en los datos declarados en oportunidad de efectuarse la imputación de facturas electrónicas y/o el cierre de las mismas y/o del permiso de embarque asociado, el usuario de dicho régimen procederá a la reapertura de la operación a través del portal “Exporta Simple” del sitio web (www.exportasimple.gob.ar) y contará con un plazo de diez (10) días corridos para la confección de la nueva “factura post” e imputación al permiso de embarque correspondiente, luego del cual se procederá al cierre automático del mencionado permiso de embarque.

5. Vigencia

Las disposiciones establecidas en la Resolución General 4480 entran en vigencia el día 13/05/2019 y serán de aplicación conforme el cronograma de implementación estipulado en el artículo 15 de la resolución general conjunta (MPyT - AFIP) 4458.
IMPUESTO A LAS GANANCIAS

SUJETOS QUE APLICAN LAS NIIF PARA LA CONFECCIÓN DE SUS ESTADOS CONTABLES. LA DOCUMENTACIÓN ADICIONAL DEBE SER PRESENTADA A LA AFIP SIN CONSIDERAR EL EFECTO QUE SE PRODUCE POR EL CAMBIO EN EL PODER ADQUISITIVO DE LA MONEDA. RESOLUCIÓN GENERAL 4483

A través de la Resolución General 4483 (B.O. 16/05/2019) la AFIP introduce modificaciones a la Resolución General 3363, que se refiere a los contribuyentes de los tributos a cargo del Organismo Fiscal que confeccionen sus estados financieros -con carácter obligatorio u opcional- aplicando las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) de acuerdo con lo dispuesto en la Resolución Técnica (FACPCE) 26 y su modificatoria (FACPCE) 29 .

1. Sustitución del inciso a) del artículo 2º de la Resolución General 3363

Los sujetos mencionados precedentemente deberán presentar a la AFIP, además de los estados financieros confeccionados conforme a lo dispuesto por la Resolución Técnica (FACPCE) 26 y su modificatoria (FACPCE) 29, los elementos que se detallan a continuación:

a) Estado de Situación Patrimonial y Estado de Resultados confeccionados de acuerdo con las normas contables profesionales vigentes para los sujetos no alcanzados por las disposiciones de la citada resolución técnica, sin considerar el efecto que se produce por el cambio en el poder adquisitivo de la moneda..

2. Sustitución del primer párrafo del artículo 3º de la Resolución General 3363

Las pequeñas y medianas empresas que apliquen las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) para la confección de sus estados financieros, podrán optar -en sustitución de la presentación de los elementos previstos en los incs. a) y b) del primer párrafo del art. 2- por incluir una nota a los estados financieros, en la que se detalle el resultado final del ejercicio y los importes totales del Activo, Pasivo y Patrimonio Neto, determinados conforme a las normas contables profesionales vigentes para los sujetos no alcanzados por las disposiciones de la resolución técnica (FACPCE) 26 y sus modificatorias, sin considerar el efecto que se produce por el cambio en el poder adquisitivo de la moneda..

3. Vigencia

Las disposiciones de la Resolución General 4483 entrarán en vigencia el día 16/05/2019.
PRECISIONES RESPECTO DE LOS ESTADOS CONTABLES CONFECCIONADOS EN MONEDA CONSTANTE. CIRCULAR 01/2019

A través de la Circular 01/2019 (B.O. 16/05/2019) la AFIP estima conveniente precisar que los sujetos que confeccionan estados contables en moneda constante (homogénea) conforme a la Resolución Técnica (FACPCE) 6 y sus modificatorias, deben determinar el resultado neto impositivo en el impuesto a las ganancias, ajustando su resultado neto contable a fin de eliminar el importe correspondiente al efecto que se produce por el cambio en el poder adquisitivo de la moneda.

Los mencionados ajustes se reflejarán dentro del programa aplicativo denominado “Ganancias Personas Jurídicas - Sociedades Versión 16.0 Release 2”, a través del campo “Resultado por exposición a la inflación (REI)” que se encuentra disponible dentro de las ventanas “Ajustes Rdo. Impositivo F.A - disminuyen utilidad o aumentan pérdida” o “Ajustes Rdo. Impositivo F.A - aumentan utilidad o disminuyen la pérdida”.

Las precisiones efectuadas mediante la presente no alcanzan a los sujetos que confeccionan sus estados financieros, con carácter obligatorio u opcional, aplicando las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF), comprendidos en la Resolución General 3363.

IMPUESTO A LAS GANANCIAS

RÉGIMEN DE RETENCIÓN PARA LAS RENTAS DEL TRABAJO PERSONAL EN RELACIÓN DE DEPENDENCIA Y OTROS. RESOLUCIÓN GENERAL 4493

A través de la Resolución General 4493 (B.O. 23/05/209) la AFIP modifica algunos aspectos de la Resolución General 4003. sus modificatorias y complementarias, que se refiere al régimen de retención sobre rentas de trabajadores en relación de dependencia y otros.

1. Obligación de los beneficiarios de las ganancias obtenidas por los trabajadores en relación de dependencia y otros, de informar determinados datos a la AFIP mediante la transferencia electrónica de datos del formulario de declaración jurada F 572 web a través del servicio SIRADIG - TRABAJADOR
La modificación sustituye el tercer párrafo del artículo 11, por medio de la cual la transferencia electrónica del formulario de declaración jurada F. 572 Web correspondiente a cada período fiscal deberá efectuarse anualmente, hasta el 31 de marzo inclusive del año inmediato siguiente al que se declara, aun cuando en dicho período fiscal no hubiera ingresos, deducciones y/o nuevas cargas de familia a informar.

2. Presentación de declaraciones juradas patrimoniales informativas

La modificación sustituye el artículo 14, por medio de la cual cuando el importe bruto de las rentas aludidas en el artículo 1 -sean estas gravadas, exentas y/o no alcanzadas- obtenidas en el año fiscal, resulte igual o superior a  $ 1.500.000 (antes $ 1.000.000), el beneficiario de las mismas deberá informar a la AFIP:

a) El detalle de sus bienes al 31 de diciembre de cada año, valuados conforme a las normas del impuesto sobre los bienes personales que resulten aplicables a esa fecha.
b) El total de ingresos, gastos, deducciones admitidas y retenciones sufridas, entre otros, de acuerdo con lo previsto en la ley de impuesto a las ganancias.
3. Forma de presentación de las declaraciones juradas patrimoniales informativas

La modificación sustituye el inciso b) del artículo 15 de la siguiente forma:

b) Respecto del total de ingresos, gastos, deducciones admitidas y retenciones sufridas, entre otros, referido en su inciso b): a través del servicio “Ganancias Personas Humanas - Portal Integrado”.

En este caso, los beneficiarios de las rentas podrán optar por elaborar la información a transmitir mediante la opción “Régimen Simplificado” del citado servicio, siempre que hayan obtenido en el curso del período fiscal que se declara exclusivamente ganancias comprendidas en los incisos a), b), c) -excepto las correspondientes a los consejeros de las sociedades cooperativas- y e) del primer párrafo, y en el segundo párrafo, del artículo 79 de la ley de impuesto a las ganancias, o dichas ganancias y alguna de las siguientes rentas:

1. Obtenidas por actividades por las cuales el beneficiario haya adherido al Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes.

2. Incluidas en los artículos primero, cuarto y quinto, sin número incorporados a continuación del artículo 90 de la ley de impuesto a las ganancias.

3. Exentas, no alcanzadas o no computables en el impuesto a las ganancias.

La opción prevista en este inciso no procederá cuando se trate de: i) sujetos que sean titulares de bienes y/o deudas en el exterior, ii) socios protectores de Sociedades de Garantía Recíproca -creadas por la L. 24467 y sus modificaciones- que respecto del período fiscal de que se trate, hubieran computado la deducción a que se refiere el inciso l) del apartado D del Anexo II, e iii) inversores en capital emprendedor que hubieran efectuado aportes en los términos del artículo 7 de la ley 27349.

4. Vigencia

La Resolución General 4493 entra en vigencia el día 23/05/2019.

Asimismo, las disposiciones mencionadas en los puntos 2 y 3  resultarán de aplicación para el período fiscal 2018 y los siguientes.

POLÍTICAS PÚBLICAS PARA FAVORECER LA COMPETITIVIDAD DE LA INDUSTRIA ARGENTINA EN BASE A LA INCORPORACIÓN DE TECNOLOGÍAS

CREACIÓN DEL PLAN “INDUSTRIA ARGENTINA 4.0”

1. Creación del Plan “INDUSTRIA ARGENTINA 4.0”

A través de la  Resolución Conjunta 01/2019 (B.O. 22/05/2019) el Ministro de Producción y Trabajo y el Ministro de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología crean el plan “INDUSTRIA ARGENTINA 4.0”, el cual tendrá como objetivo el diseño, coordinación, ejecución y evaluación de políticas públicas basadas en los siguientes ejes:

a) Favorecer la competitividad de la industria argentina a través de la incorporación de tecnologías emergentes aplicadas a los procesos productivos, la innovación y el desarrollo de nuevos modelos de negocios. 

b) Facilitar y promover la vinculación del sector industrial argentino con la frontera del conocimiento y el cambio tecnológico. 

c) Estimular la conformación de ecosistemas productivos regionales basados en la especialización inteligente de los territorios, sustentados en sus capacidades productivas y tecnológicas. 

d) Fortalecer la infraestructura nacional de instituciones tecnológicas y el desarrollo de servicios especializados orientados al sector industrial, facilitando asimismo el acceso a redes internacionales de índole tecnológica. 

e) Mejorar la jerarquización de tareas y empleos, adecuando y aumentando la oferta de capacitación orientados a los desafíos e innovaciones en los nuevos esquemas del mercado de trabajo.  

f) Fomentar el diálogo público-privado en torno a los desafíos y oportunidades que representan las nuevas tecnologías asociadas a la denominada “cuarta revolución industrial” para el sector industrial, a fin de delinear iniciativas y cursos de acción que permitan abordarlos. 

g) Promover la sensibilización de todos los actores relevantes de la comunidad en relación al potencial de las tecnologías INDUSTRIA 4.0, particularmente en el sistema educativo y territorios en proceso de transformación productiva dinámica. 

2. Creación del “Comité Ejecutivo 4.0”

A los efectos del diseño, ejecución e implementación del plan referido en el punto 1 precedente, créase el “Comité Ejecutivo 4.0”, conformado por los titulares, o quien ellos designen con rango no inferior a Director Nacional.

El “Comité Ejecutivo 4.0” se reunirá como mínimo una vez al año y tendrá como principales funciones las siguientes: 

a) Elaborar un plan de trabajo que atienda los objetivos y lineamientos planteados, contemplando las especificidades sectoriales y regionales del entramado industrial argentino. 

b) Diseñar, desarrollar y gestionar una Plataforma Digital de público acceso para el plan “INDUSTRIA ARGENTINA 4.0”. 

c) Impulsar iniciativas orientadas a fortalecer la red de instituciones de apoyo tecnológico y a la identificación, evaluación, clasificación y coordinación de entidades públicas, privadas y mixtas con capacidades tecnológicas, científicas y técnicas, para brindar servicios que potencien las capacidades y fomenten el desarrollo del sector productivo nacional. 

d) Articular los programas e instrumentos de apoyo disponibles, o a crearse, para orientarlos a los objetivos del plan “INDUSTRIA ARGENTINA 4.0”. 

e) Promover el diálogo público-privado en el marco del Consejo Asesor mencionado en el punto 3.

3. Creación del “Consejo Asesor industria 4.0”

Se crea el “Consejo Asesor Industria 4.0”, el cual estará conformado por representantes del sector público y privado. Los miembros del “Comité Ejecutivo 4.0” , serán los representantes del sector público y convocarán a las entidades del sector privado que consideren adecuadas conforme a las especificidades sectoriales y regionales del entramado industrial y, de entenderlo necesario, a otras dependencias del sector público, asimismo, se dará intervención a las entidades del sector privado que lo soliciten. 

El “Consejo Asesor Industria 4.0” tendrá como principales funciones: 

a) Valorar el alcance y los resultados del plan “INDUSTRIA ARGENTINA 4.0” en relación a cada uno de los sectores representados. 

b) Realizar propuestas de mejora a las acciones adoptadas en el plan “INDUSTRIA ARGENTINA 4.0” a fin de optimizar los resultados. 

c) Identificar nuevas oportunidades y sectores en los que se puedan implementar los instrumentos del plan “INDUSTRIA ARGENTINA 4.0”. 

d) Difundir en sus respectivas instituciones y hacia la comunidad los resultados del plan “INDUSTRIA ARGENTINA 4.0”. 

4. Facultades de la Secretaría de Industria

Se faculta a la SECRETARÍA DE INDUSTRIA del MINISTERIO DE PRODUCCIÓN Y TRABAJO a dictar las normas complementarias, interpretativas y aclaratorias de la presente resolución, previa intervención del “Comité Ejecutivo 4.0”. 

5. Vigencia

La presente resolución comenzará a regir a partir del día 23/05/2019.

IMPUESTO A LAS GANANCIAS

PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO PARA DECLARAR E INGRESAR EL IMPUESTO CEDULAR A LA RENTA FINANCIERA. RESOLUCIÓN GENERAL 4488

A través de la Resolución General 4488 (B.O. 20/05/2019) la AFIP establece un procedimiento simplificado para declarar e ingresar el impuesto cedular a la renta financiera de las personas humanas y las sucesiones indivisas.

Procedimiento Simplificado

Las personas humanas y las sucesiones indivisas, a fin de cumplir con las obligaciones de determinación anual e ingreso del impuesto cedular previsto en los 90.1. y 90.4. incorporados a continuación del artículo 90 de la ley de impuesto a las ganancias, podrán optar por utilizar el procedimiento simplificado que se establece en la presente, en reemplazo del previsto en la Resolución General 4468, siempre que cumplan con los siguientes requisitos:

a) Los rendimientos o resultados brutos totales que hubieran obtenido durante el período fiscal que se declara, por los conceptos incluidos en los artículos 90.1. y 90.4., resulten iguales o inferiores a $ 200.000, y
b) no se encuentren inscriptos en dicho impuesto cedular.

El procedimiento simplificado consistirá en generar un volante electrónico de pago (VEP) en los términos de la Resolución General 1778 y sus modificatorias y complementarias, ingresando al servicio “Presentación de DDJJ y pagos” en el sitio web institucional y seleccionando en el campo Grupo de Tipo de Pagos la opción “Cedulares - Rendición o Enajenación Valores o Depósitos a Plazo”, y en Tipo de Pago, “Cedulares - Valores o Depósitos - Pago único (F. 2121)”.

A tal fin, se deberán declarar -entre otros datos- el monto de los rendimientos o resultados brutos alcanzados por la alícuota del 5% y del 15%, respectivamente, así como el impuesto determinado que corresponde ingresar.

Los contribuyentes que opten por este procedimiento simplificado no podrán adherirse al régimen de facilidades de pago previsto en la Resolución General 4057 y sus modificatorias, para cancelar el impuesto determinado.

Los sujetos que encuadren en las condiciones mencionadas precedentemente, podrán utilizar una vez por período fiscal el procedimiento simplificado que se establece en la presente resolución general.

Cuando sea necesario rectificar la información declarada en el volante electrónico de pago (VEP), se deberá presentar una declaración jurada en los términos de la resolución general 4468.

La utilización del procedimiento simplificado no implicará el alta de oficio en el impuesto cedular.

Las disposiciones de esta resolución general entrarán en vigencia el día 20/05/2019. 

IMPUESTO A LAS GANANCIAS

FIDEICOMISOS Y FONDOS COMUNES DE INVERSIÓN. REGLAMENTACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 205 Y 206 DE LA LEY 27.440 DE FINANCIAMIENTO PRODUCTIVO. DECRETO 382/2019

A través del Decreto 382/2019 (B.O. 29/05/2019) el PEN reglamenta los artículos 205 y 206 de la ley 27.440 de financiamiento productivo.

Al respecto, se recuerda que mediante el Título XII de la Ley N° 27.440 se dispusieron diversas medidas orientadas al impulso a la apertura de capital y al desarrollo de proyectos inmobiliarios y de infraestructura.

Que en el artículo 205 de la citada norma se dispone que los fideicomisos y fondos comunes de inversión mencionados en los apartados 6 y 7 del inciso a) del artículo 69 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, no deben tributar el impuesto a las ganancias en relación con ciertas rentas.

En esos casos, se prevé que el impuesto respectivo debe ser ingresado por el inversor perceptor de las ganancias que aquellos distribuyan, incorporándolas en su propia declaración jurada, siendo de aplicación las normas generales de la ley para el tipo de ganancia que se trate, de no haber mediado tal vehículo, o, tratándose de beneficiarios del exterior, efectuándose la retención correspondiente.

Por su parte, en el artículo 206 de la Ley N° 27.440, con el objeto de fomentar el desarrollo de la construcción de viviendas para poblaciones de ingresos medios y bajos, se dispone que las distribuciones que efectúen los fondos comunes de inversión o los fideicomisos financieros allí mencionados, cuyo objeto de inversión sea desarrollos inmobiliarios para viviendas sociales y sectores de ingresos medios y bajos; créditos hipotecarios; y/o valores hipotecarios, estarán alcanzadas por una alícuota del 15% en los términos y con los alcances previstos en ese artículo.

A tales efectos, el Decreto 382/2019 reglamenta los aspectos que permitan una correcta aplicación de las normas reseñadas precedentemente.

Las disposiciones del Decreto 382/2019 tendrán vigencia a partir del día 30/05/2019 y surtirán efecto para los ejercicios fiscales iniciados desde el 01/01/2018 inclusive.

RÉGIMEN DE FACTURA DE CRÉDITO ELECTRÓNICA MiPyMEs

NUEVO CRONOGRAMA DE IMPLEMENTACIÓN. RESOLUCIÓN (SSP) 17/2019

A través de la Resolución 17/2019 (B.O. 03/06/2019) la SSP sustituye el cronograma de implementación del “Régimen de Factura de Crédito Electrónica MiPyMEs” por Sección establecido en el Anexo de la resolución 5/2019 de la Secretaría de Simplificación Productiva, por el cronograma por sección y monto que se detalla en el Anexo que se acompaña.

Los montos dispuestos en el cronograma, se consideran respecto de cada uno de los comprobantes que se emitan, por una suma igual o superior a los allí indicados sin considerar los ajustes posteriores por nota de débito y crédito.
Asimismo, se establece que aquellas empresas que sean incorporadas en la actualización anual del universo de “Empresas Grandes”, conforme lo dispuesto en el artículo 2 de la Resolución General 4367 de la AFIP, serán sujetos obligados al presente régimen a partir del primer día hábil del mes de septiembre posterior a su publicación.

A su vez, se establece que aquellas empresas que sean excluidas del universo de “empresas grandes”, publicado anualmente por la AFIP, conforme lo dispuesto en el artículo 2 de la mencionada Resolución General 4367, dejarán de ser sujetos obligados al presente régimen a partir del primer día hábil del mes de julio posterior a la publicación de la referida actualización anual.

Por último, se deroga el artículo 2 bis de la resolución 5/2019 de la Secretaría de Simplificación Productiva.

La Resolución SSP 17/2019 regirá a partir del día 03/06/2019.

ANEXO

CRONOGRAMA DE IMPLEMENTACIÓN RÉGIMEN DE FACTURA DE CRÉDITO ELECTRÓNICA MIPYMES

 
	SECCIÓN
	DETALLE
	CLAE
	FECHA DE IMPLEMENTACIÓN Y MONTO

	
	
	
	1/5/19
	1/6/19
	1/7/19
	1/8/19
	1/9/19
	1/10/19
	1/11/19
	1/12/19

	C
	Industria manufacturera
	291000; 292000; 293090
	$6.000.000

 

 

 

 
	$6.000.000

 

 

 

 
	$2.000.000

 

 

 

 
	$1.000.000

 

 

 

 
	$ 100.000

 

 

 

 
	 

 

 

 

 
	 

 

 

 

 
	 

 

 

 

 

	G
	Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos automotores y motocicletas
	451110; 451190; 453100; 454010
	
	
	
	
	
	
	
	

	D
	Suministro de electricidad, gas, vapor y aire acondicionado
	Todos
	
	
	
	
	
	
	
	

	E
	Suministro de agua, cloacas, gestión de residuos y recuperación de materiales y saneamiento público
	Todos
	
	
	
	
	
	
	
	

	K
	Intermediación financiera y servicios de seguros
	Todos
	
	
	
	
	
	
	
	

	B
	Explotación de minas y canteras
	Todos
	 
	$6.000.000
	$6.000.000
	$2.000.000
	$1.000.000
	$ 100.000
	 
	 

	C
	Industria manufacturera
	Todos excepto 291000; 292000; 293090 [R. (MPyT) 209/2018]
	 
	$6.000.000
	$2.000.000
	$1.000.000
	$ 100.000
	 
	 
	 

	F
	Construcción
	Todos
	 
	 
	$6.000.000
	$6.000.000
	$2.000.000
	$1.000.000
	$100.000
	 

	G
	Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos automotores y motocicletas
	Grupo 473
	 

 
	 

 
	$2.000.000

 
	$1.000.000

 
	$ 100.000

 
	 

 
	 

 
	 

 

	H
	Servicio de transporte y almacenamiento
	Todos
	
	
	
	
	
	
	
	

	L
	Servicios inmobiliarios
	Todos
	 

 

 

 

 
	 

 

 

 

 
	 

 

 

 

 
	$2.000.000

 

 

 

 
	$1.000.000

 

 

 

 
	$100.000

 

 

 

 
	 

 

 

 

 
	 

 

 

 

 

	P
	Enseñanza
	Todos
	
	
	
	
	
	
	
	

	Q
	Salud humana y servicios Sociales
	Todos
	
	
	
	
	
	
	
	

	R
	Servicios artísticos, culturales, deportivos y de esparcimiento
	Todos
	
	
	
	
	
	
	
	

	S
	Servicios de asociaciones y Servicios personales
	Todos
	
	
	
	
	
	
	
	


	A
	Agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca
	Todos
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	G
	Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos automotores y motocicletas
	462; 463; 464; 465; 466; 469
	 

 

 

 

 
	 

 

 

 

 
	 

 

 

 

 
	 

 

 

 

 
	$ 2.000.000

 

 

 

 
	$ 1.000.000

 

 

 

 
	$ 100.000

 

 

 

 
	 

 

 

 

 

	I
	Servicios de alojamiento y servicios de comida
	Todos
	
	
	
	
	
	
	
	

	M
	Servicios profesionales, científicos y técnicos
	Todos
	
	
	
	
	
	
	
	

	N
	Actividades administrativas y servicios de apoyo
	Todos
	
	
	
	
	
	
	
	

	J
	Información y comunicaciones
	Todos
	
	
	
	
	
	
	
	

	G
	Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos automotores y motocicletas
	471; 472; 474; 475; 476; 477
	 
	 
	 
	 
	 
	$ 2.000.000
	$ 1.000.000
	$ 100.000


 

IMPUESTO A LAS GANANCIAS

FIDEICOMISOS Y FONDOS COMUNES DE INVERSIÓN DESTINADOS AL DESARROLLO DE PROYECTOS INMOBILIARIOS Y DE INFRAESTRUCTURA. FORMA Y PLAZO PARA EL INGRESO DEL IMPUESTO. RESOLUCIÓN GENERAL (AFIP) 4498

A través de la Resolución General 4498 (B.O. 03/06/2019) la AFIP establece que los fideicomisos y fondos comunes de inversión que no deban tributar el impuesto a las ganancias en virtud de lo dispuesto por el artículo 205 de la ley 27440 y su reglamentación, deberán observar las disposiciones que se detallan a continuación.
1. INFORMACIÓN A SUMINISTRAR A LOS INVERSORES

Para facilitar el cumplimiento de las obligaciones tributarias por parte de los inversores personas humanas y sucesiones indivisas, al momento de distribuir las ganancias de los fideicomisos y fondos comunes de inversión mencionados precedentemente, los fiduciarios y las sociedades gerentes deberán poner a disposición de aquellos residentes en el país, en proporción al porcentaje de participación que posean en el vehículo, un “Certificado de Resultados” conteniendo los datos relativos a:

1. La ganancia neta de fuente argentina obtenida durante el período fiscal en cuestión, discriminada de acuerdo a la naturaleza de las rentas, de la siguiente forma:
a) Provenientes de las categorías primera, segunda y tercera de la ley de impuesto a las ganancias, excluyendo las mencionadas en el inciso e) que se mencionará a continuación.

b) Comprendidas en el Capítulo II del Título IV de esa ley, excluyendo las mencionadas en los incisos c), d) y e) que se mencionarán a continuación.

c) Exentas por el primer párrafo del inciso w) del artículo 20 de esa ley.

d) Exentas por el cuarto párrafo del inciso w) del artículo 20 de esa ley.

e) Dividendos y utilidades comprendidos en el artículo 90.3. agregado a continuación del artículo 90 de esa ley.

Si la ganancia estuviera compuesta por más de una de las rentas a que se refieren los incisos precedentes, la distribución se entenderá integrada conforme al porcentaje que represente cada una de esas rentas en el total de las ganancias acumuladas y distribuibles al cierre del ejercicio inmediato anterior a la fecha de distribución.

2. El importe de las retenciones y/o percepciones sufridas y demás pagos a cuenta ingresados durante el período fiscal, por los impuestos a las ganancias y sobre los créditos y débitos en cuentas bancarias y otras operatorias, que resulten computables.

Cuando los titulares de los certificados de participación, incluyendo fideicomisarios que no lo fueran a título gratuito, y de cuotapartes de condominio, fueran beneficiarios del exterior, la información a que se refiere este artículo será utilizada por el fiduciario o la sociedad gerente o los restantes sujetos pagadores a que se refiere el segundo párrafo del artículo 3 del decreto 382/2019, a los efectos de practicar la retención con carácter de pago único y definitivo a la alícuota que correspondiera si la ganancia hubiera sido obtenida de forma directa por esos beneficiarios.

En la primera distribución de utilidades que los inversores perciban por resultados correspondientes a ejercicios iniciados a partir del 01/01/2018, los fideicomisos y fondos comunes de inversión adicionarán al informe mencionado precedentemente, cuando corresponda, los datos relativos a:

1. El importe del saldo a favor computable, originado en el pago de anticipos del impuesto a las ganancias que excedieron la obligación del período por las ganancias de fuente extranjera que esos entes deban declarar o que no pudieron ser compensados con otros impuestos a cargo del vehículo.

2. Los quebrantos que tuvieran su origen en ganancias de fuente argentina y que estuvieran pendientes de compensación en el impuesto a las ganancias por ejercicios iniciados antes del 01/01/2018.

Cuando los inversores sean sujetos comprendidos en los incisos a), b), d) o en el último párrafo del artículo 49 de la ley de impuesto a las ganancias, los fiduciarios y las sociedades gerentes deberán poner a disposición de aquellos la ganancia neta de fuente argentina del vehículo, determinada con base en la normativa que sería aplicable si este último fuera el sujeto del impuesto.

Asimismo, les informarán el importe de las retenciones, percepciones y demás pagos a cuenta, así como los saldos a favor y quebrantos, atribuibles a cada uno de ellos.

La información mencionada precedentemente deberá ser conservada por los fideicomisos y los fondos comunes de inversión a disposición del personal fiscalizador de la AFIP:

2. INGRESO DE LA RETENCIÓN A BENEFICIARIOS DEL EXTERIOR
El ingreso de las sumas retenidas con carácter de pago único y definitivo se efectuará conforme los procedimientos, plazos y demás condiciones establecidos por la resolución general 3726 - Sistema Integral de Retenciones Electrónicas (SIRE), utilizando el código previsto para el régimen de retención que resulte aplicable según el tipo de renta de que se trate.

3. DIVIDENDOS PERCIBIDOS POR LOS VEHÍCULOS

Los inversores personas humanas y sucesiones indivisas residentes en el país deberán imputar los dividendos y utilidades percibidos por los fideicomisos o fondos comunes de inversión por su participación en otras sociedades, en la declaración jurada del período en que las perciban, de acuerdo con la participación que les corresponda y a la alícuota aplicable según el ejercicio en el que se hubieran generado.
De existir rentas que deban ser declaradas por los fideicomisos o fondos previstos en la presente resolución general, el impuesto respectivo se determinará e ingresará en los términos de la Resolución General 3077 y sus modificatorias 

4. VIGENCIA

La Resolución General 4498 entrará en vigencia el día 03/06/2019 y resultará de aplicación respecto de las utilidades generadas en los ejercicios iniciados a partir del 01/01/2018, inclusive.

Los inversores que hubieran presentado sus declaraciones juradas del impuesto a las ganancias con anterioridad a la vigencia de la presente resolución general, podrán rectificarlas a fin de incorporar las rentas, pagos a cuenta y demás conceptos que correspondan por su participación en los vehículos mencionados en el punto 1, hasta el 30/08/2019, inclusive.

IMPUESTOS A LAS GANANCIAS Y SOBRE LOS BIENES PERSONALES

PRÓRROGA DE LOS VENCIMIENTOS PARA LA PRESENTACIÓN Y PAGO DE LAS DECLARACIONES JURADAS

A través de una conferencia de prensa la AFIP (publicada posteriormente en la Resolución General 2501) comunicó la prórroga de los vencimientos de la presentación y pago de las declaraciones juradas de los impuestos a las ganancias y sobre los bienes personales para las personas humanas.

Las presentaciones de las mencionadas declaraciones juradas operarán los días 18, 19 y 21 de junio, según la terminación del número de CUIT del responsable, y las fechas de pago se disponen los días 19, 21 y 24 de junio.

Asimismo, con respecto al impuesto cedular sobre la renta financiera, se prorroga la presentación de las declaraciones juradas hasta el día 19/07/2019, pero se mantienen las fechas de ingreso del impuesto los días 21, 24 y 25 de junio, según la terminación del número de CUIT del responsable.
(*) Material publicado en la Revista Impuestos – Práctica Profesional – Editorial LA LEY

MODIFICACIONES INTRODUCIDAS AL RÉGIMEN DE CONSULTA VINCULANTE (*)

                                                                       Por el Dr. Adalberto R. Dalmasio

Introducción

El artículo 4.1. de la ley de procedimiento tributario establece el régimen de consulta vinculante.

La consulta deberá presentarse antes de producirse el hecho imponible o dentro del plazo para su declaración conforme la reglamentación que fije la AFIP, debiendo ser contestada en un plazo que no deberá exceder los 90 días corridos.
La presentación de la consulta no suspenderá el transcurso de los plazos ni justificará el incumplimiento de los obligados.
La respuesta que se brinde vinculará a la AFIP y a los consultantes, en tanto no se hubieran alterado las circunstancias antecedentes y los datos suministrados en oportunidad de evacuarse la consulta.
Los consultantes podrán interponer contra el acto que evacúa la consulta, recurso de apelación fundado ante el Ministerio de Economía y Producción, dentro de los 10 días de notificado el mismo. Dicho recurso se concederá al sólo efecto devolutivo y deberá ser presentado ante el funcionario que dicte el acto recurrido.
Las respuestas que se brinden a los consultantes tendrán carácter público y serán publicadas conforme los medios que determine la AFIP. En tales casos se suprimirá toda mención identificatoria del consultante.

Por su parte, el artículo 12 del decreto reglamentario de la ley de procedimiento tributario establece que las opiniones de los funcionarios en respuesta a las consultas que los contribuyentes, responsables o terceros formulen, no serán recurribles y no producirán efectos jurídicos, ni para la Dirección General ni para los consultantes.

La presentación de la consulta no suspende el transcurso de los plazos, ni justifica el incumplimiento de las obligaciones a cargo de los consultantes

LA RESOLUCIÓN GENERAL 4497

A través de la Resolución General 4497 (B.O. 30/05/2019) la AFIP sustituye el régimen de consulta vinculante instituido por la Resolución General 1948 y su modificatoria.

1. Régimen optativo de consultas vinculantes en materia técnico-jurídica
El régimen optativo de consulta vinculante en materia técnico-jurídica previsto en el artículo 4.1. de la ley de procedimiento tributario, se regirá por lo dispuesto en la presente resolución general.

La consulta que se formule deberá versar acerca de la determinación de los impuestos o recursos de la seguridad social -cuya recaudación se encuentra a cargo de la AFIP- que resulten aplicables al caso sometido a consulta, y deberá estar referida a situaciones de hecho concretas o a proyectos de inversión en los cuales el presentante o, en su caso, su representado tenga un interés propio y directo.

2. La consulta y su respuesta vinculan exclusivamente al consultante y a la AFIP

La consulta y su respectiva respuesta vincularán exclusivamente al consultante y a la AFIP con relación al caso estrictamente consultado, en tanto no se hubieran alterado las circunstancias, antecedentes y demás datos suministrados hasta el momento del dictado del acto mediante el cual se responda la consulta.

3. Hechos imponibles o situaciones no comprendidos en el régimen de consultas vinculantes

No podrán someterse al régimen los hechos imponibles o situaciones que:

a) Se encuentren comprendidos en convenios o acuerdos vigentes en la República Argentina para evitar la doble imposición internacional.

b) Se refieran a la aplicación o interpretación de regímenes de retención y/o percepción establecidos por el Organismo Fiscal, salvo en aquellos casos expresamente previstos en esta norma.

c) Se hallen sometidos a un procedimiento de fiscalización de cualquier naturaleza debidamente notificado al responsable, o a un sujeto relacionado con él en los supuestos mencionados en el Apartado A del Anexo, respecto de los mismos gravámenes o recursos de la seguridad social por los que se pretende efectuar la consulta, o esta última se refiera a temas vinculados con una determinación de oficio o de deuda en trámite, o con un recurso interpuesto en sede administrativa, contencioso-administrativa o judicial, o con una resolución administrativa o fallo de cualquier instancia firme respecto del consultante o de un sujeto relacionado con él.

Dicha limitación operará aun cuando la fiscalización, determinación, recurso, resolución administrativa o fallo se refiera a un período fiscal distinto al involucrado en la consulta.

d) Se incluyan en el régimen de Determinaciones Conjuntas de Precios de Operaciones Internacionales previsto en el artículo 217 de la ley de procedimiento tributario.

4. Sujetos que pueden presentar la consulta vinculante
La consulta vinculante podrá ser presentada por:

a) Los contribuyentes y responsables comprendidos en los artículos 5 y 6 de la ley de procedimiento tributario.

b) Quienes obtengan las ganancias de la cuarta categoría previstas en los incisos b) y c) del primer párrafo y en el segundo párrafo, del artículo 79 de la ley de impuesto a las ganancias.

c) Los sujetos que presenten proyectos de inversión a realizarse en el país.

En el supuesto indicado en el inciso b), la respuesta brindada por la AFIP será oponible al respectivo agente de retención y/o percepción, quien quedará igualmente obligado a su cumplimiento.

En todos los casos el consultante deberá poseer e informar su clave única de identificación tributaria, código único de identificación laboral o clave de identificación, según corresponda.

5. Requisitos para solicitar la admisión de la consulta

Para que la consulta resulte admisible deberá:

a) Formalizarse antes de producirse el hecho imponible o con antelación a la fecha de vencimiento fijada para la presentación de la declaración jurada del período en que tal hecho debe declararse y por el que se efectúa la consulta.

b) Presentarse en los términos de la Resolución General 1128, ante la dependencia de la AFIP en la que el peticionario se encuentre inscripto o en la que corresponda a la jurisdicción de su domicilio cuando se trate de un sujeto no inscripto -por no existir causales de índole fiscal o previsional que lo obliguen-, y contener:

1. Una exposición detallada de los sujetos y de los hechos, actos, situaciones, relaciones jurídico-económicas y formas o estructuras jurídicas de las que dependa el tratamiento del caso planteado, acompañada -de corresponder- de una copia certificada de la documentación respaldatoria, y de la respectiva traducción suscripta por traductor público matriculado de estar redactada en idioma extranjero.

En los casos que la consulta sea efectuada por un sujeto no residente o cuando el presentante sea un residente en el país que posea uno o más sujetos relacionados del exterior, y la misma verse sobre los supuestos descriptos en el apartado A del Anexo referidos a regímenes fiscales preferenciales, precios de transferencia, ajustes unilaterales a la baja de beneficios no reflejados en la información contable, establecimientos permanentes o sociedades y demás entidades canalizadoras de rentas, deberá -además- suministrarse con carácter de declaración jurada la información que se consigna en el apartado B del citado Anexo.

A los fines de esta resolución general, se considerará que dos personas son sujetos relacionados cuando uno de ellos posea, directa o indirectamente, al menos un 25% de participación en el capital o en el derecho a voto en las asambleas de accionistas o socios de la otra, o una tercera persona posea, directa o indirectamente, al menos un 25% de participación en el capital o en el derecho a voto en las asambleas de accionistas o socios de las dos primeras.

2. La opinión del propio interesado acerca del encuadramiento técnico-jurídico que estima aplicable.

3. La fundamentación de las inquietudes que tenga respecto de la cuestión consultada.

4. La manifestación expresa y con carácter de declaración jurada de que no se verifican respecto del impuesto o recurso de la seguridad social objeto de la consulta, las situaciones previstas en el punto 3 que se refiere a los hechos imponibles o situaciones no comprendidos en el régimen de consultas vinculantes.

5. La firma -certificada por entidad bancaria o escribano público- del contribuyente titular, representante legal o mandatario autorizado por estatutos, contratos, poderes o en forma expresa ante la AFIP, según las disposiciones vigentes. Cuando la firma del presentante se consigne ante el funcionario competente de la dependencia en la que se formalice la presentación, el mismo actuará como autoridad certificante.

6. Constituir y mantener ante la AFIP el domicilio fiscal electrónico. Cuando la presentación se realice por apoderado o mandatario con facultades suficientes, dicha obligación deberá ser cumplida también por este último.

6. Inicio de una fiscalización con posterioridad a la fecha de interposición de la consulta vinculante

Cuando con posterioridad a la fecha de interposición de la consulta se inicie una fiscalización que verse sobre los impuestos o recursos de la seguridad social objeto de la consulta -en los términos del inciso c) del punto 3- el contribuyente o responsable que la hubiera formulado deberá, dentro de los 5 días hábiles contados desde que tal hecho ocurra, comunicar mediante nota conforme a lo dispuesto por la Resolución General 1128:

a) El inicio de la fiscalización a la dependencia en la que se formalizó la consulta, y

b) la fecha y dependencia en la que se efectuó la presentación de la consulta, acompañada de copia certificada de la documentación que acredite tales hechos, al personal interviniente en el procedimiento de fiscalización.

En caso que se omitiera dar cumplimiento en término a las comunicaciones previstas en los incisos a) y b) precedentes, la declaración de admisibilidad formal de la consulta formulada y en su caso la respuesta emitida, carecerán de efectos.

La misma consecuencia se producirá cuando, con posterioridad a su interposición, entre en vigencia un convenio o acuerdo para evitar la doble imposición internacional en el cual la situación fiscal o el hecho imponible consultado queden comprendidos. Ello deberá ser informado por el contribuyente en la dependencia en la que se formalizó la consulta.

Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, las áreas intervinientes en la recepción y/o resolución de las consultas podrán requerir al consultante, los elementos y documentación complementaria que estimen necesarios para una mejor comprensión de los hechos planteados, los que deberán ser aportados dentro del término de 5 días hábiles administrativos contados a partir de la notificación del requerimiento. En caso de no cumplirse con dicho requerimiento en el plazo otorgado, el área solicitante dispondrá el archivo sin más trámite de la consulta.

7. Verificado el cumplimiento de los requisitos para solicitar la admisión de la consulta la Subdirección General de la AFIP competente la declarará formalmente admisible

Una vez verificado el cumplimiento de los requisitos mencionados en los puntos 3, 4, 5 y 6, la Subdirección General de la AFIP competente para resolver la consulta declarará la admisibilidad formal de la presentación como consulta vinculante.

Las comunicaciones, requerimientos y demás actos administrativos dictados en el curso de este procedimiento serán notificados mediante comunicación dirigida al domicilio fiscal electrónico del contribuyente y, en su caso, de su apoderado o mandatario o, a opción de la AFIP, a través de alguna de las restantes modalidades previstas en el artículo 100 de la ley de procedimiento tributario.

8. La presentación de la consulta no suspende el curso de los plazos legales, ni excusa del cumplimiento de lasa obligaciones a cargo de los consultantes
La presentación de la consulta no suspende el curso de los plazos legales ni excusa del cumplimiento de las obligaciones a cargo de los consultantes, quienes permanecen sujetos a las acciones de determinación y cobro de la deuda, así como de los intereses y sanciones que les pudieran corresponder.

9. Las consultas vinculantes de alcance individual será resueltas por los Subdirectores Generales taxativamente enumerados

La consulta vinculante de alcance individual a que se refiere la presente resolución general, será resuelta por los Subdirectores Generales de las Subdirecciones Generales de Asuntos Jurídicos, de Fiscalización, de Técnico Legal Impositiva y de Técnico Legal de los Recursos de la Seguridad Social, en el marco de las competencias asignadas a cada uno, sin perjuicio de la facultad de avocación del Administrador Federal y de los Directores Generales de las Direcciones Generales Impositiva y de los Recursos de la Seguridad Social.

10. Plazo para emitir la respuesta a la consulta vinculante

La respuesta correspondiente, debidamente fundamentada, se emitirá dentro del plazo de 90 días corridos contados a partir de la fecha de notificación al contribuyente de la admisibilidad formal de la consulta vinculante.

Si con posterioridad a dicha notificación, el área competente para resolver la consulta requiriese documentación adicional o información suplementaria, el plazo indicado en el párrafo anterior se suspenderá por el término acordado en el respectivo  requerimiento o hasta el cumplimiento del mismo por parte del consultante, el que fuere anterior.

Cuando la definición de la consulta se encuentre condicionada a informaciones o dictámenes técnicos emanados de otras entidades u organismos públicos, la solicitud respectiva será comunicada también al consultante. En estos casos se producirá la suspensión del plazo indicado en el primer párrafo, hasta el momento en que el área competente de la AFIP reciba la respuesta pertinente.

11. El régimen de consulta vinculante implica para el consultante la obligación de acatar la respuesta de la AFIP o de la resolución dictada por el Ministerio de Hacienda

La opción por el régimen de consulta vinculante implica para el consultante la obligación de acatar estrictamente el criterio técnico-jurídico contenido en la respuesta dada por la AFIP o, en su caso, por la resolución dictada por el Ministerio de Hacienda en el recurso interpuesto.
En consecuencia, los sujetos mencionados en los puntos 2 y 4, deberán adecuar la determinación y/o liquidación de los impuestos o recursos de la seguridad social del período en que se declaró el hecho imponible objeto de la consulta, a los términos de la respuesta producida, ingresando los importes respectivos con más sus intereses y sin perjuicio de las sanciones que resulten aplicables. En caso que se hubiera presentado la respectiva declaración jurada con anterioridad a la notificación de la respuesta, corresponderá presentar la pertinente rectificativa.

Asimismo, se aplicará el criterio sustentado en la aludida respuesta a la determinación de los gravámenes o recursos de la seguridad social de que se trate, correspondientes a todos los períodos fiscales vencidos y no prescriptos y a los que venzan con posterioridad.

El incumplimiento de las obligaciones previstas precedentemente constituirá una circunstancia agravante a los fines de la graduación de dichas sanciones.

12. Recurso de apelación ante el Ministerio de Hacienda contra la respuesta emitida por la AFIP

Contra la respuesta emitida por la AFIP, el consultante podrá interponer recurso de apelación fundado -al solo efecto devolutivo- ante el Ministerio de Hacienda, dentro de los 10 días hábiles administrativos de notificado.

Dicho recurso podrá deducirse -a opción del recurrente- ante el funcionario que dictó el acto recurrido o, en su caso, ante la dependencia de la AFIP en la que se efectuó la presentación de la consulta.

13. Período de vigencia de la respuesta emitida por la AFIP

El criterio sustentado en el acto interpretativo individual será de aplicación obligatoria hasta la vigencia de nuevas disposiciones legales, reglamentarias o actos administrativos de alcance general emitidos por la AFIP que lo modifiquen o, en su caso, hasta su revocación o modificación por un pronunciamiento del Ministerio de Hacienda dictado en el recurso de apelación interpuesto.

La respuesta emitida podrá ser revisada, modificada o dejada sin efecto, de oficio y en cualquier momento, por el Organismo Fiscal. Cuando el criterio respectivo surja de un pronunciamiento del Ministerio de Hacienda dictado en el recurso de apelación deducido, deberá requerirse la conformidad previa de dicho Ministerio.

El cambio de criterio surtirá efectos respecto de los consultantes, únicamente con relación a los hechos imponibles que se produzcan a partir de la notificación del acto que dispuso su revocación o modificación.

14. Publicación de las respuestas emitidas por la AFIP

Las respuestas emanadas de la AFIP y, en su caso, las resoluciones dictadas en los recursos interpuestos ante el Ministerio de Hacienda, una vez firmes, serán publicadas en la Biblioteca Electrónica y/o en el Boletín Impositivo, ambos del Organismo Fiscal, conforme a lo previsto en el artículo 4.1. de la ley de procedimiento tributario.

15. Derogación de la Resolución General 1948 y su modificatoria

Se dejan sin efecto las Resoluciones Generales 1948 y 4123, a partir de la fecha de aplicación de la presente resolución general, sin perjuicio de su aplicación a los hechos acaecidos durante su vigencia. En otras palabras, el nuevo régimen de consulta vinculante deroga al anterior régimen.

16. Vigencia

Las disposiciones de la Resolución General 4497 entrarán en vigencia el día 30/05/2019 y resultarán de aplicación para las consultas que se presenten a partir del día 06/06/2019.

ANEXO

 

A - SUPUESTOS COMPRENDIDOS EN EL ARTÍCULO 5

1. Regímenes fiscales preferenciales: se refiere a regímenes aplicables a la renta de actividades geográficamente móviles, que consideran la imposición de esa renta y que ofrecen un privilegio fiscal en comparación con los principios generales de tributación.

2. Precios de transferencia: se refiere a la aplicación de los principios que rigen la determinación y justificación de los precios y/o demás condiciones involucradas en operaciones entre partes vinculadas -en los términos del artículo 15.1. de la ley de impuesto a las ganancias-, no incluidos en el régimen de Determinaciones Conjuntas de Precios de Operaciones Internacionales previsto en el artículo 217 de la ley de procedimiento tributario.

3. Ajustes unilaterales a la baja de beneficios no reflejados en la información contable: se refiere a cualquier ajuste a la obligación tributaria en función de un régimen preferencial, bajo la forma de una deducción especial o adicional a computar por el contribuyente, sin que ello implique modificar los precios o valores determinados en el balance impositivo.

4. Establecimientos permanentes: se refiere a la determinación de la existencia o no de un establecimiento permanente o de la cuantía de los beneficios atribuibles a un establecimiento permanente.

5. Sociedades y demás entidades canalizadoras de rentas: se refiere a tratamientos impositivos especiales mediante los cuales una sociedad u otra persona de existencia ideal o entidad, es considerada no sujeta a impuesto sobre determinadas rentas que constituyen gastos deducibles para un sujeto relacionado del exterior y dichas rentas son a su vez giradas a otro sujeto relacionado del exterior.

B - INFORMACIÓN ADICIONAL A SUMINISTRAR

a) Denominación o razón social, clave única de identificación tributaria (CUIT), clave de inversores del exterior (CIE) o número de identificación fiscal (NIF) o su equivalente, jurisdicción de residencia fiscal y domicilio de cada uno de los sujetos relacionados que se encuentren involucrados en la operación objeto de la consulta, de sus entidades controlantes inmediatas y de la última entidad controlante del grupo empresario al que pertenecen, así como el nombre o la denominación de dicho grupo si difiriera de aquellas.

b) Porcentaje de participación directa o indirecta en cada uno de los sujetos relacionados.

c) Jurisdicción de radicación y número de identificación fiscal (NIF) o su equivalente, de los establecimientos permanentes situados en el exterior pertenecientes a sujetos residentes en el país.

d) En el caso de sociedades y demás entidades canalizadoras de rentas, la denominación o razón social, número de identificación fiscal (NIF) o su equivalente, jurisdicción de residencia fiscal y domicilio del beneficiario efectivo de dichas rentas.

(*) Artículo publicado en la Revista Impuestos – Práctica Profesional – Editorial LA LEY


IMPUESTOS IG e IBP 2018
Dr. Mario Volman
I. IMPUESTO SOBRE LOS BIENES PERSONALES
I.1. ”Buen cumplidor” Art. 63 y 85 Ley 27260
I.2. Valuación de Inmuebles y Automotores
I.3. MNI  y  Alícuotas 2018
I.4. MNI  y Alícuotas 2019
I.5.  Anticipos 2019, que vendrán 
ANTICIPOS 2019

A. DJ 2018                                                                                         2018

             .Casa habitación                                                               1.476.000

              V. Fiscal 2017: 1.000.000 

             .Auto                                                                                     300.000

             .Créditos Gravados del país                                              2.000.000

             .Otros activos gravados del país                                          700.000

             .Otros activos gravados del exterior                                37.500.000
                                                   Base                                          44.976.000

B. del Hogar 5% s/4.476.000                                                          223.800

                                                                                                      42.199.800

               MNI                                                                                ( 1.050.000)
                      Base imp.                                                                41.149.800

                                                     IMPUESTO 2018                      102.874,50

B) CALCULO ANTICIPOS 2019 

        .Base Imponible 2018                                               41.149.800

        .Diferencia MNi 

           
<2.000.000>

                     1.050.000                                                        <950.000>

        .Casa Habitación NG :

                    <$18.000.000

                     y sus  Bienes del hogar                              < 1.549.800>

                     BASE RECALCULADA                                 38.650.000

        NUEVO IMPUESTO 2018:

       (38.650.000 – 18.000.000) X 0.75 % + 82.500                 237.375

      ANTICIPOS 2019:  237.375 X 20% =                                47.475 

C) IMPUESTO SOBRE LOS BIENES PERSONALES PARTICIPACIONES  SOCIETARIAS     

    . Alícuota   0.25% 

    .Sobre el valor según inciso h) del Artículo 22 de la Ley. 

    .VPP del último balance cerrado al 31 de diciembre . Ajustado o Histórico?

    .Dictamen (AFIP) 72/03 y Dictamen (DNI) N° 635/2003: Balance  sometido a la asamblea de accionistas 

   .Fallo Diego Juan Osa e hijos SA, TFN. SALA A. 20.07.2006

    . RG AFIP N° 3363 Y 4483

  . Sucursales: “The Bank of Tokyo-Mitsubishi UFJ LTD” CSJ 16.12.2014

COMPENSACION DEL IMPUESTO 

.”CUBECORP  SRL.” TFN. SALA “B”  09.02.2007

. “AGROBOS SA.” CAMARA  05.06.2007

.”RECTIFICACIONES RIVADAVIA SA.” CSJ.  12.07.2011

.  RG (AFIP) N° 3175/2011

.»IRSA SA». CAMARA. SALA V.  08.2018

II) IMPUESTO A LAS GANANCIAS

    II.1. RENTA FINANCIERA
           II.1.1 Tratamiento de los intereses devengados al 31.12.17 percibidos a partir del 01.01.2018:

                                        . Memorándum SIP punto 10

           II.1.2 Bonos/ Títulos emitidos y/o suscriptos bajo la par:


        *Art 149.4 (DR LIG)

                    * Espacio de dialogo AFIP Entidades Profesionales 11.03.2019

                    *  Memorándum de la Secretaria de Ingresos Públicos del Ministerio de Hacienda.

Ejemplos:
i)      .Bono PARY 2038

        .Cotización 55%

        .Amortización total 03/2038

        .Adquirido   03/2018

        .Cupón de intereses Año 2018:                       2.5 %

        . Renta ficta  Año 2018:                     45%       2.25 % 

                                                                 20 años   4.75 U$S

        .Impuesto 15%   :      U$S



     0,7125  

        .Tasa efectiva 0.7125 /  2,5 U$S:                                     28,5% 
ii) BONO VENEZOLANO   05. 2023

     .Cotización 27,88%

     .Cupón de interés: EN  DEFAULT

     .Renta Ficta Gravada

      (1-0,2788) / 4 años: 18.03 U$$ x año

     . Impuesto 35%            6.31 U$S anuales
     . Tasa efectiva:  
          Infinito
iii) BONOS ZERO COUPON EE.UU
•
Emitido en año 2017 al 
80%

•
Vencimiento 


01/2022

•
Adquirido      


01/2018

•
Costo   compra      
 
85 U$S

•
Renta ficta/dev. ( 1-0.85) % 4 años= 3,75 U$S

•
Impuesto   35%                                  1.3125 U$S

•
Se vende en 01/2020 en:                  94 U$S

•
Costo de ventas  U$S

•
Pagado       85
     Int.  2018    3.75

     Int.  2019    3.75                                 (92.50)
                     UTILIDAD                               1.50 U$S

                     IMPUESTO Art.90 (15%)      0,225 U$S 

II.1.3 Artículo 95 Decreto 1170:

         Imputación de intereses de Títulos Públicos Argentinos y O.N como

         menor costo de ventas. Justificación patrimonial

        .Memorándum SIP:
          “Dicha opción puede ejercerse aunque el valor no se hubiera vendido al 31/12/2018”  

.Idem Mesa de diálogo AFIP-ENT.PROFESIONALES del 10.05.2019

III.1.4 Sociedades transparentes sinceradas:

        i)  Periodo 2018: Costo de ventas de acciones y títulos del exterior, etc.

         

i.1. Ley 27260 Articulo 40



i.2. Tenencia de acciones y títulos/ON al 31.12.17



i.3.  Superposición con dividendos en efectivo 

II.1.5 Dividendos fictos versus intereses presuntos  (art. 46.1. y 73 LIG)


  66.3  y 103 DR LIG

   Nueva Sociedad :

   02-01-18                                        31-12-18                         15-05-19

                   retiros de accionistas     Balance                          DJ. 

                           $1.000.000                                                 Sociedades

                                                                                               Ut contable

                                                                                              $8.000.000

. Dividendo Ficto

. Intereses presuntos?
. Retención Impuesto del  7%: Oportunidad de la retención?
. Periodo de Imputación de la Renta para el accionista? computo de retención ?

II.1.6.Deducción especial Articulo 90.6 (LIG) 

 Computable contra:

 i) Rentas de fuente argentina 

 ii) Aplicable a  PH y SI residentes en el país

 iii) Equivalente al MNI, año 2018: $ 66.917,91

 iv) Contra ganancias por rendimientos de colocaciones de capital: Depósitos

      bancarios, títulos, ON, FCI, VRD ,bonos y demás valores en $ ó en moneda extranjera.

 v) aplicable contra utilidades por enajenaciones de títulos públicos, ON, FCI abiertos, bonos y demás valores en $ o en moneda extranjera.

 vi) No aplicable por venta de acciones, cuotas de FCI cerrados, ADR, certificados de participación en fideicomisos financieros.

Adicionalmente se pueden deducir:

a) Costos de adquisición 

b) Gastos directos 

c) No computables los conceptos previstos en los artículos 22, 23 y 81 (LIG) 

Ejemplo

Juan x obtuvo en el año 2018:



En pesos:

i. Intereses Plazo fijo en $                                              55.130

ii. 
Intereses Plazo fijo en  U$S                                        83.100

iii. 
Intereses ON $                                                              9.000

iv. 
Intereses ON U$S                                                       14.500

v. 
Intereses Plazo fijo en exterior                                    27.000

vi. 
Utilidad venta de acciones MERVAL                         836.000

vii. 
Utilidad rescate cuotas partes FCI Abierto                  44.000


[image: image1]
II.2. UTILIDAD VENTA INMUEBLES Y TRANSFERENCIAS DE DERECHOS 

. Impuesto cedular Art 90.5

.Alícuota 15%

.Adquisiciones posteriores al 01.01.2018

.Costo de venta actualizado (IPC) 

.Decreto 976/18: 
  i) comprende derechos reales y cesiones de boletos 

  ii) se considera adquirido a partir del 01.01.18
           a) con la escritura 

           b) boleto con posesión 

           c) obtención de la posesión 

           d) suscripto boleto que luego se transfiere

           e) en caso de herencia, legado o donación: se analizará la fecha de 

                inversión del causante o donante.
  iii) OSIP al 01.01.2018: Gravados por ITI 

  IV) Boleto pagado 75% al 31.12.17: NG

  V)  Casa habitación: Destinado a vivienda única, familiar y de ocupación 

          permanente del contribuyente.

AJUSTE POR INFLACIÓN

Dr. Carlos Abeledo

MODIFICACIONES INTRODUCIDAS POR LA “LEY 27430 – Reforma Tributaria”
Índice aplicable para realizar las actualizaciones
La ley 27430 sustituyó íntegramente el texto del Artículo 89 

 

· prevé que los índices elaborados por la AFIP a los fines de las actualizaciones previstas por la ley, deberán, en todos los casos, tomar como límite máximo las variaciones operadas hasta el mes de marzo de 1992, inclusive.

·  en su segundo párrafo la reforma dispuso que sin perjuicio de lo expuesto en el primer párrafo, respecto de las adquisiciones o inversiones efectuadas en los ejercicios fiscales que se inicien a partir del 1 de enero de 2018, las actualizaciones previstas en los artículos 58 a 62, 67, 75, 83, 84, 90.4 y 90.5, se realizarán en base a las variaciones del IPC (Índice de Precios al consumidor) (*) conforme las tablas que al efecto elabore la AFIP.

(*) Ley 27.468 (B.O. 04/12/2018)

Artículo 89  - Índice aplicable 
Se habilita la indexación de valores, para los casos taxativamente enumerados, 

· Arts. 58 a 62: determinación del costo computable de bienes muebles e inmuebles, bienes intangibles, acciones, cuotas o participaciones sociales, incluidas cuotas parte de fondos comunes de inversión y señas o anticipos a cuenta que congelen precio.

· Art. 67: venta y reemplazo.

· Art. 75: deducción por agotamiento de minas, canteras y bosques (bienes agotables).

· Arts. 83 y 84: amortización de inmuebles y muebles.

· Art. 90.4: operación de enajenación de acciones, valores representativos y certificados de depósito de acciones, demás valores, cuotas y participaciones sociales, etc.

· Art. 90.5: Enajenación y transferencia de derechos sobre inmuebles.

Para las adquisiciones realizadas en los ejercicios que cierran a partir del 31 de diciembre de 2018 los valores de las amortizaciones y de los valores residuales se actualizan independientemente de la aplicación o no del ajuste por inflación impositivo.

AJUSTE POR INFLACION
La reforma de la ley 27430 incorporó dos párrafos al final del artículo 95 de la LIG, que fijan el momento a partir del cual se debe aplicar el Ajuste por Inflación Impositivo, tanto Estático como Dinámico. 

Será de aplicación:
· para los ejercicios que se inicien a partir del 1° de enero de 2018. 

· cuando la variación del Índice previsto en el artículo 89 - IPIM- acumulado en los 36 meses anteriores al cierre del ejercicio que se liquida supere el 100%. 

· respecto del primer y segundo ejercicio a partir de su vigencia, ese procedimiento será aplicable en caso que la variación acumulada de ese índice de precios, calculada desde el inicio del primero de ellos y hasta el cierre de cada ejercicio, supere un tercio (1/3) o dos tercios (2/3), respectivamente, el porcentaje indicado en el párrafo anterior.”

AJUSTE POR INFLACION
Ley 27468: 

sustituye totalmente el último párrafo del artículo 95 de la ley, estableciendo que la variación del IPC necesaria para aplicarlo debería ser: 

· en el primer ejercicio del 55%, 

· en el segundo ejercicio del 30% y 

· en el tercer ejercicio del 15%. 

INTERPRETACION AFIP – EDI : En el segundo año corresponderá el ajuste por inflación si los porcentajes sumados arrojan un valor superior a 85%. Asimismo, en el tercer año deberá practicarse si la suma de porcentajes supera el 100%. 

El Ajuste por Inflación Impositivo: 

· sea ganancia o pérdida- correspondiente a los ejercicios primero, segundo y tercero iniciados a partir del 1/1/2018 -en el caso que corresponda calcularlo porque se verifique la inflación necesaria para ello- será computados por tercios. 

· Un tercio en el ejercicio que se aplique y un tercio en los dos ejercicios siguientes.

· Recién en el ejercicio 2021 la totalidad del ajuste (ganancia o pérdida) será totalmente computable -en el caso que corresponda aplicar el AxI porque la variación del IPC acumulada en los 36 meses anteriores supere el 100%-.

Estados contables en moneda homegénea

· La Ley Nº 27.468 modifica la ley 23928 (ley de convertibilidad) que en su artículo 10 derogó toda norma que permita indexaciones, agregando un párrafo que establece que los estados contables deben confeccionarse en moneda constante.

· Se deroga el decreto 1269 del 16/7/2002 que prohibía la re expresión de los estados contables en moneda constante.

· la Federación Argentina de Consejos Profesionales de Ciencias Económicas dispuso, mediante la Resolución Nº 539/2018 (FACPCE), que los estados contables correspondientes a ejercicios anuales o de períodos intermedios cerrados a partir del 1 de julio de 2018 inclusive, deberán expresarse en moneda de poder adquisitivo de cierre.

Circular 1/2019 AFIP

· los contribuyentes que confeccionan los estados contables en moneda constante (homogénea) conforme a la resolución técnica (FACPCE) N° 6 y modif., deben determinar el resultado neto impositivo en el impuesto a las ganancias, ajustando su resultado neto contable a fin de eliminar el importe correspondiente al efecto que se produce por el cambio en el poder adquisitivo de la moneda. 

· los ajustes se reflejarán dentro del programa aplicativo “Ganancias Personas Jurídicas - Sociedades Versión 16.0 Release 2”, a través del campo “Resultado por exposición a la inflación (REI)” que se encuentra disponible dentro de las ventanas “Ajustes Rdo. Impositivo F.A - disminuyen utilidad o aumentan pérdida” o “Ajustes Rdo. Impositivo F.A - aumentan utilidad o disminuyen la pérdida”.”

· NO SE APLICA a los sujetos que confeccionan sus estados financieros, con carácter obligatorio u opcional, aplicando las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF), comprendidos en la Resolución General N° 3.363.

Resolución General 4483/2019 (AFIP)

· Los contribuyentes, que confeccionen sus estados financieros —con carácter obligatorio u opcional— aplicando las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) deberán presentar el estado de Situación Patrimonial y Estado de Resultados sin considerar el efecto que se produce por el cambio en el poder adquisitivo de la moneda. 

· Las PYMES en lugar de presentar el Estado de Situación Patrimonial, el Estado de Resultado y el Informe Profesional, podrán incluir una nota a los estados financieros, en la que se detalle el resultado final del ejercicio y los importes totales del Activo, Pasivo y Patrimonio Neto, según las normas contables profesionales vigentes para los sujetos no alcanzados sin considerar el efecto que se produce por el cambio en el poder adquisitivo de la moneda.

LA PRESENTACIÓN ESPONTÁNEA
Y SUS EFECTOS TRIBUTARIOS Y SANCIONATORIOS

Dr. Humberto J. Bertazza
EXENCIÓN DE RESPONSABILIDAD INFRACCIONAL (L, 49)

CONTRIBUYENTE O RESPONSABLE
NO REINCIDENTE EN INFRACCIONES MATERIALES
REGULARIZA SU SITUACIÓN FISCAL
ANTES NOTIFICACIÓN ORDEN DE INTERVENCIÓN
MEDIANTE PRESENTACIÓN DJ ORIGINAL O RECTIFICATIVA
EXENCIÓN RESPONSABILIDAD INFRACCIONAL
INEXISTENCIA DE EFECTOS EN EL RÉGIMEN PENAL TRIBUTARIO
· La presentación espontánea no tiene efecto alguno en el régimen penal tributario (ley 27430).

· Con anterioridad, regía la presentación espontánea como forma de extinción de la acción penal (ley 24769 modificada por la ley 26735).
ORDEN DE INTERVENCIÓN (L. 36.1)
· Para verificar y fiscalizar la situación fiscal de los contribuyentes y responsables

· Datos (incluso para la ampliación)

· Fecha

· Funcionarios responsables

· Datos del fiscalizado (Nombre y apellido o razón social, CUIT y domicilio fiscal)

· Impuestos y períodos fiscales comprendidos.

· La OI será suscripta por el funcionario competente.

· Con carácter previo al inicio del procedimiento.

· Será notificada en forma fehaciente al contribuyente o responsable.

· En el transcurso de la verificación y fiscalización y a instancia de la inspección actuante.

· Los contribuyentes o responsables podrán rectificar las DJ oportunamente presentadas 

· De acuerdo con los cargos y créditos que surgieran de ella

· No quedarán inhibidas las facultades de la AFIP para determinar la materia imponible.

DISTINTOS TIPOS DE VERIFICACIONES Y FISCALIZACIONES
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CASOS EN QUE NO RESULTA DE APLICACIÓN LA O.I. (L, 36.2)
· No resultará de aplicación la O.I.

· Medidas de urgencia y diligencias (LPT, 21)

· Requerimientos individuales

· Actos de naturaleza análoga

EN ESTOS CASOS

SE REQUIERE

· Mención del nombre y cargo del funcionario a cargo de la requisitoria
ELEMENTOS REGLADOS EN LA INSPECCIÓN
· Potestad de la función de la inspección

· Alcance

· Extensión

· Competencia

· Finalización 
CAUSA “Canevari, Norberto” TFN, Sala “A” del 31/5/2012, “Paravatti, Norberto” Sala “C” del 22/2/2005 y “Baum Gartner, Mario” del 9/5/2016
· La comunicación del inicio de la inspección tiene por objeto acotar el marco de las facultades de verificación y fiscalización del Fisco y otorgar certeza al contribuyente respecto de la información que debe brindar al organismo fiscalizador. Es en función de tal finalidad que la Orden de Intervención debe ser notificada fehacientemente al inspeccionado mediante los medios previstos en el art. 100 de la ley 11.683….resulta sustancial poner en conocimiento del responsable que se encuentra bajo fiscalización tributaria, a efectos de que adquiera certeza sobre la posibilidad de que la misma concluya en un procedimiento de determinación de oficio, lo que se encuentra íntimamente vinculado con el ejercicio de su derecho de defensa.
CAUSA “Otto, Héctor” CCAF Sala III del 24/11/2016
· La exigencia de que la Orden de Intervención determine con exactitud qué períodos comprenderá la investigación a la que se someterá el contribuyente, más allá de que una norma interna de la AFIP (como la IG 320/97 u otra que la reemplace) así lo disponga.
CAUSA “Servicios Paraná SRL” CCAF Sala III del 7/5/2015
· No sólo en la determinación de oficio sino también en una sanción administrativa –e incluso dar lugar a una acción penal-, es de hacer notar que el trámite toma claros tintes inquisitivos que conduce a exigir mayor definición de límites del actuar del organismo fiscal, a fin de resguardar el derecho de defensa y el debido proceso del contribuyente….es preciso recordar que es importante que la actuación de la administración se encuentre regulada, y ésta no puede invocar el orden público para reducir discrecionalmente las garantías de los administrados...las garantías mínimas deben respetarse en el procedimiento administrativo y en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los derechos de las personas.
CAUSA “Rodriguez, Gerardo” TFN, Sala “B” del 11/2/2009, “Perez, Alonso M.” CCAF Sala I del 2/7/2015 y “Sociedad de Bolsa Libra SA” TFN, Sala “D” del 7/9/2016
· La orden de intervención es un acto interno de la repartición fiscal, mediante la cual el superior jerárquico de la Dirección Regional instruye a determinado agente para que verifique el cumplimiento que el contribuyente ha dado a las disposiciones de la materia. Por lo tanto, siendo la Orden de Intervención un acto interno del Organismo Recaudador, no crea derecho alguno a favor de los contribuyentes más cuando, en el caso, la recurrente fue debidamente notificada y, a su vez, tomó pleno conocimiento de lo requerido por el Fisco Nacional.
DISPOSICIÓN 907/2011 AFIP
1. Comunicación de inicio de la fiscalización

El inicio de la fiscalización deberá notificarse al contribuyente en forma fehaciente mediante el formulario F. 8000. Deberá ser confeccionado por duplicado, entregando el original al contribuyente y reservando el duplicado para su incorporación a las actuaciones.

Deberá completarse en su totalidad con las siguientes aclaraciones:

1. Fecha en la que se dispone la fiscalización: la fecha de generación del cargo en el sistema SEFI.

2. Indicar apellido y nombres del supervisor e inspector responsables de la actuación, la División de Fiscalización interviniente y la Dirección Regional, Dirección y/o Sede de la que dependen los actuantes, indicando su ubicación.

3. Se deberán consignar los impuestos y períodos comprendidos en el cargo de la fiscalización, los cuales delimitarán el alcance de las actuaciones.

4. El formulario será suscripto por el Jefe de la División de Fiscalización actuante en forma previa al inicio del procedimiento.

La orden de intervención deberá notificarse dentro de los 5 (cinco) días hábiles en que fue generada.
ACTA DE INICIO DE FISCALIZACIÓN
El acta de inicio de fiscalización por la cual se notificará al contribuyente el Formulario 8000 deberá contener, sin perjuicio de otras solicitudes que en función de las características del contribuyente consideren de mérito los fiscalizadores, los siguientes datos:

a) Lugar, fecha y hora de inicio.

b) Razón Social o apellido y nombres del fiscalizado.

c) CUIT.

d) Domicilio donde se practica la notificación

e) Datos identificatorios del inspector y supervisor responsables del cargo, como así también de cualquier otro agente fiscal que participe de la actuación.

f) Apellido y nombres de la persona a quien se notifica del acto de inicio de fiscalización, indicando el carácter que inviste, titular, autoridad societaria, apoderado, representante legal, autorizado, etc.

Acreditación documental de la personería invocada, indicando si se tuvo a la vista o si se recibe copia, en este supuesto aclarando si se confronta con el original de conformidad o si se trata de una copia protocolizada por escribano. En el caso de sociedades deberá acreditar mediante estatuto o contrato social que el firmante tiene la representación legal de la empresa y que la misma se encuentra en plena vigencia. A tal fin y sin perjuicio de otra documental probatoria que pudiera exhibirse, se requerirá la presentación de los libros societarios (Actas de Directorio y/o Asambleas en su caso) de los cuales surja la representación y vigencia del mandato que se invoca.

g) Tipo y número de documento de identidad del firmante.

h) Identificación del domicilio fiscal para el caso de haberse iniciado la fiscalización en un domicilio distinto de éste.

i) Individualización de todos los domicilios donde el contribuyente realiza su actividad.

j) Descripción de las tareas realizadas durante el operativo de inicio, individualizando todos los formularios que se hayan confeccionado y de corresponder, toda la documentación relevada y/o aportada, indicando en éste último caso que dicho aporte se hizo de plena conformidad por parte del informante.

Cuando la comunicación de inicio no pueda llevarse a cabo por no haberse localizado al titular, representante legal o autoridad societaria o a persona alguna debidamente autorizada, se procederá a notificar de acuerdo al procedimiento previsto en el artículo 100 inc. b) de la Ley 11.683 (t.o. en 1998 y sus modificaciones), acompañándose el original del Formulario 8000 y el duplicado del requerimiento de inicio.

COMUNICACIÓN DE FINALIZACIÓN DE LA FISCALIZACIÓN
En mérito a razones de buen orden administrativo y una correcta relación fisco contribuyente, se torna necesaria la comunicación fehaciente al inspeccionado sobre la finalización de la fiscalización oportunamente dispuesta.

A tal efecto, se deberá confeccionar el formulario F. 8900 por duplicado, entregando el original al contribuyente y reservando el duplicado para el expediente.

En todos los casos la comunicación del cierre de inspección deberá notificarse de acuerdo al procedimiento previsto en el artículo 100 inc. a) de la Ley 11.683 (t.o. en 1998 y sus modificaciones).
CASOS CON AJUSTES CONFORMADOS
En estos supuestos y sin perjuicio que se hayan verificado o no las condiciones objetivas de punibilidad requeridas para la formulación de denuncia penal, la comunicación del cierre de inspección mediante formulario F. 8900, deberá ser suscripta por el Jefe de la División de Fiscalización, en la medida en que no se haya procedido a su reapertura.

La comunicación deberá ser notificada dentro de los quince (15) días corridos posteriores al cumplimiento del plazo previsto en el Capítulo D – Procedimiento Operativo - Punto 2.9 de la Instrucción General 764/2006 (DI PYNF).

Una vez notificada la comunicación, el duplicado será incorporado a las actuaciones junto con el aviso de recibo y se remitirá a la dependencia correspondiente para su archivo.
CASOS CON AJUSTES NO CONFORMADOS
Al momento de ser puestos a consideración del contribuyente los ajustes mediante acta de prevista, deberá comunicarse en dicho acto la dependencia que proseguirá las actuaciones, indicando el nombre de la misma, el domicilio y la Dirección Regional o Dirección de la que depende.

El Jefe de la División Fiscalización procederá a notificar el cierre de inspección al contribuyente mediante el formulario F. 8900 dentro de los quince (15) días corridos posteriores a haber recibido el Informe de Viabilidad del ajuste por parte del Jefe de la División Revisión y Recursos / Determinaciones de Oficio.

El duplicado del formulario F. 8900 y el aviso de recibo serán remitidos por la División de Fiscalización al área de Revisión y Recursos / Determinaciones de Oficio correspondiente, para ser agregados a las actuaciones.

RÉGIMEN DE CONSULTA VINCULANTE

Dr. Humberto J. Bertazza
Resolución General Nº 4497

· Sustituyó la Resolución General N 1948 y su modificatoria.

· Se mantienen las normas en general dispuestas por la RG 1458 y, se agregan las consultas correspondientes a sujetos no residentes.

Consulta efectuada por un sujeto no residente o cuando el presentante sea un residente en el país que posea uno o más sujetos relacionados del exterior, y la consulta se refiera a:

1. Regímenes fiscales preferenciales: se refiere a regímenes aplicables a la renta de actividades geográficamente móviles, que consideran la imposición de esa renta y que ofrecen un privilegio fiscal en comparación con los principios generales de tributación. 

2. Precios de transferencia: se refiere a la aplicación de los principios que rigen la determinación y justificación de los precios y/o demás condiciones involucradas en operaciones entre partes vinculadas -en los términos del primer art. sin número incorporado a continuación del art. 15 de la LIG, t.o. en 1997 y sus modif.-, no incluidos en el régimen de Determinaciones Conjuntas de Precios de Operaciones Internacionales previsto en el artículo 217 de la ley 11683, texto ordenado en 1998 y sus modificaciones. 

3. Ajustes unilaterales a la baja de beneficios no reflejados en la información contable: se refiere a cualquier ajuste a la obligación tributaria en función de un régimen preferencial, bajo la forma de una deducción especial o adicional a computar por el contribuyente, sin que ello implique modificar los precios o valores determinados en el balance impositivo. 

4. Establecimientos permanentes: se refiere a la determinación de la existencia o no de un establecimiento permanente o de la cuantía de los beneficios atribuibles a un establecimiento permanente. 

5. Sociedades y demás entidades canalizadoras de rentas: se refiere a tratamientos impositivos especiales mediante los cuales una sociedad u otra persona de existencia ideal o entidad, es considerada no sujeta a impuesto sobre determinadas rentas que constituyen gastos deducibles para un sujeto relacionado del exterior y dichas rentas son a su vez giradas a otro sujeto relacionado del exterior

Deberá -además- suministrarse con carácter de declaración jurada la siguiente información adicional:

a) Denominación o razón social, clave única de identificación tributaria (CUIT), clave de inversores del exterior (CIE) o número de identificación fiscal (NIF) o su equivalente, jurisdicción de residencia fiscal y domicilio de cada uno de los sujetos relacionados que se encuentren involucrados en la operación objeto de la consulta, de sus entidades controlantes inmediatas y de la última entidad controlante del grupo empresario al que pertenecen, así como el nombre o la denominación de dicho grupo si difiriera de aquellas. 

b) Porcentaje de participación directa o indirecta en cada uno de los sujetos relacionados. 

c) Jurisdicción de radicación y número de identificación fiscal (NIF) o su equivalente, de los establecimientos permanentes situados en el exterior pertenecientes a sujetos residentes en el país. 

d) En el caso de sociedades y demás entidades canalizadoras de rentas, la denominación o razón social, número de identificación fiscal (NIF) o su equivalente, jurisdicción de residencia fiscal y domicilio del beneficiario efectivo de dichas rentas.  

CONCEPTO DE SUJETOS RELACIONADOS

· Se considerará que dos personas son sujetos relacionados cuando uno de ellos posea, directa o indirectamente, al menos un veinticinco por ciento (25%) de participación en el capital o en el derecho a voto en las asambleas de accionistas o socios de la otra, o una tercera persona posea, directa o indirectamente, al menos un veinticinco por ciento (25%) de participación en el capital o en el derecho a voto en las asambleas de accionistas o socios de las dos primeras.

EXCLUSIÓN

· No podrán someterse a consulta los hechos imponibles o situaciones que se incluyan en el régimen de Determinaciones Conjuntas de Precios de Operaciones Internacionales (Art. 217 de la ley de P.T.)

VIGENCIA

•
6/6/2019

ASPECTOS PRACTICOS SOBRE IG DE SOCIEDADES

Dr. Mario Volman
 II.1 -Revalúo Impositivo Ley 27.430

       - Cierres de ejercicio pendientes: 05 a 11/2018

       - Nuevo costo impositivo

       - Cercenamiento en los dos primeros ejercicios 

       - Cómputo actualizado de la amortización 

II.2 – Actualización del costo de suscripción de cuotas partes de FCI 

Artículos 61 LIG

«Cuando se enajenen acciones, cuotas o participaciones sociales, incluidas las cuotas partes de fondos comunes de inversión, la ganancia bruta se determinará deduciendo del precio de transferencia el costo de adquisición actualizado, mediante la aplicación de los índices mencionados en el artículo 89, desde la fecha de adquisición hasta la fecha de transferencia. Tratándose de acciones liberadas se tomará como costo de adquisición su valor nominal actualizado. A tales fines se considerará, sin admitir prueba en contrario, que los bienes enajenados corresponden a las adquisiciones más antiguas de su misma especie y calidad. »

Artículo  58

«Los sujetos que deban efectuar el ajuste por inflación establecido en el Título VI, para determinar el costo computable, actualizarán los costos de adquisición, elaboración, inversión o afectación hasta la fecha de cierre del ejercicio anterior a aquél en que se realice la enajenación. Asimismo, cuando enajenen bienes que hubieran adquirido en el mismo ejercicio al que corresponda la fecha de enajenación, a los efectos de la determinación del costo computable, no deberán actualizar el valor de compra de los mencionados bienes. Estas disposiciones resultarán aplicables en caso de verificarse las condiciones previstas en los dos últimos párrafos del artículo 95 de esta ley. En caso de no cumplirse tales condiciones resultarán aplicables las previsiones dispuestas en el párrafo precedente

      A los fines de la actualización a que se refiere el presente artículo, se aplicarán los índices mencionados en el artículo 89.»

Artículo  89

«Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo precedente, las actualizaciones previstas en los artículos 58 a 62, 67, 75, 83 y 84, y en los artículos 4° y 5° agregados a continuación del artículo 90, respecto de las adquisiciones o inversiones efectuadas en los ejercicios fiscales que se inicien a partir del 1° de enero de 2018, se realizarán sobre la base de las variaciones porcentuales del índice de precios al consumidor nivel general (IPC) que suministre el Instituto Nacional de Estadística y Censos, conforme las tablas que a esos fines elabore la Administración Federal de Ingresos Públicos.»
Artículo  95

«El procedimiento dispuesto en el presente artículo resultará aplicable en el ejercicio fiscal en el cual se verifique un porcentaje de variación del índice de precios a que se refiere el segundo párrafo del artículo 89, acumulado en los treinta y seis (36) meses anteriores al cierre del ejercicio que se liquida, superior al ciento por ciento (100%).
Las disposiciones del párrafo precedente tendrán vigencia para los ejercicios que se inicien a partir del 1° de enero de 2018. Respecto del primer, segundo y tercer ejercicio a partir de su vigencia, ese procedimiento será aplicable en caso que la variación de ese índice, calculada desde el inicio y hasta el cierre de cada uno de esos ejercicios, supere un cincuenta y cinco por ciento (55%), un treinta por ciento (30%) y en un quince por ciento (15%) para el primer, segundo y tercer año de aplicación, respectivamente.»
II.3- Novedades en materia de venta y reemplazo (artículo 67 LIG)

     . Art. 96 (DR LIG)

     . Dictamen 57/ 2008   (DIATEC)

     . Fallo  Santiestrella SA  TFN “A” 05-12-2006

[image: image3]
DIVIDENDOS

Dr. Carlos Abeledo

Dividendos – Categoría:

Constituye la cuota que al distribuir ganancias una sociedad de capital,  corresponde a cada acción. 

Art 45 LIG: Son rentas de segunda categoría, en tanto no corresponda incluirlas en el Art 49: ……

…..Inc i) los dividendos y utilidades, en dinero o en especie, que distribuyan a sus accionistas o socios las sociedades comprendidas en el inciso a) del artículo 69;

SOCIEDADES DE CAPITAL Y DIVIDENDOS

· Desde al año 1992 a 2013 se grava la renta de la sociedad al 35% considerando no computable en cabeza del accionista

· Con la reforma del año 1998 se incorporó el impuesto de igualación con el objetivo de alcanzar con el IGA a los  dividendos distribuidos que no hubieran tributado el gravamen en cabeza de la sociedad, sistema derogado por la ley 27.430.

· Con la reforma de septiembre de 2013 a través de la ley 26.893, se establece la gravabilidad de los dividendos con una alícuota del 10%, sistema derogado por la ley 27.260 en 2016.

· Con la reforma de la Ley 27.430 reduce gradualmente la alícuota en cabeza de la sociedad y se establece una retención cabeza del accionista.

REFORMA TRIBUTARIA. LEY 27430

Esquema de tributación actual:

· Se reduce gradualmente la alícuota societaria al 30 % ejercicios 2018 y 2019 hasta alcanzar el 25% en el 2020.

· Se establece un impuesto a los dividendos del 13% o del 7 % en cabeza de los accionistas personas humanas, siempre que haya distribución de utilidades.

· Se genera un incentivo a la reinversión de utilidades.

UTILIDADES ACUMULADAS

· Anteriores al 01/01/2018, se elimina la aplicación del impuesto de igualación 

· Posteriores al 01/01/2018, quedarán alcanzadas a la retención del 7% o el 13 % por lo cual 

· los contribuyentes deberán mantener un stock de utilidades pendientes de distribución ordenadas por ejercicio.

· Debería utilizarse el método de “primero entrado, primero salido” para la vinculación de los dividendos (o utilidades distribuidas) con las ganancias que los originaron.

· Los dividendos fictos deberán restarse del stock de utilidades pendientes de distribución, consumiendo en primer término las utilidades más antiguas. 

DIVIDENDOS FICTOS

La ley 27.430 incorpora el concepto de Dividendo presunto.

La ley presume que se configura la puesta a disposición de los dividendos o utilidades asimilables en los términos del artículo 18 de la LIG, cuando se verifique alguna de las situaciones que se enumera taxativamente en el artículo a continuación del 46 de la LIG y en la magnitud que se prevé en cada una de las mismas.

SITUACIONES ENUMERADAS

· Retiros de fondos de la sociedad por cualquier causa.-

· Uso o goce -a título gratuito o a título oneroso- de activos de la sociedad. 

· Bienes afectados a garantías ejecutadas directas o indirectas de los titulares, propietarios, socios, accionistas y se ejecute la garantía

· Ventas o compras de bienes a titulares, propietarios, socios, accionistas etc. por debajo o por encima de su valor de mercado

· Gastos realizados por la sociedad en favor de sus titulares, propietarios, socios, accionistas etc. siempre que no respondan a operaciones realizadas en interés de la empresa.

· Sueldos, honorarios y otras remuneraciones de las que no se pueda probar la prestación de servicio o su adecuada relación con el servicio prestado.

CONSIDERACIONES

· Los dividendos fictos tendrán como límite las utilidades acumuladas -pendientes de distribución- al último ejercicio fiscal cerrado por la sociedad, en función del porcentaje de participación que el titular, propietarios, socios, accionistas etc.

· Los dividendos fictos que excedan el límite antes mencionado estarán sujetos a la presunción contenida en el artículo 73 de la LIG-intereses presuntos por disposición de fondos a favor de terceros-.

· La figura del dividendo ficto deberá controlarse únicamente al cierre del ejercicio de la sociedad para identificar la posible aplicación de la figura del artículo 73, aplicable para los cierres operados a partir del 01/01/2018

IMPUESTO A LAS GANANCIAS – PERSONAS HUMANAS

· Los dividendos y utilidades que distribuyan las sociedades de capital, sufrirá una retención  al momento del pago

· La retención a efectuar dependerá de la 
condición 
tributaria 
del titular, propietarios, socios, accionistas etc.:

· Residente argentino inscripto en el IGA, la retención tiene el carácter de pago a cuenta. (*)

· Residente argentino no inscripto en el IGA, carácter de pago único y definitivo

· No residente, carácter de pago único y definitivo.

(*) Los accionistas que se encuentren inscriptos en el IGA, podrán computar los gastos vinculados a la renta percibida.

R.G. (A.F.I.P) 4478

Determinación del importe a retener

El importe a retener se determinará aplicando sobre los dividendos y utilidades, las alícuotas que, según el período fiscal en que se generen:

· Períodos iniciados a partir del 1° de enero de 2018 y hasta el 31 de diciembre de 2019, ambas fechas inclusive: SIETE POR CIENTO (7%).

· Períodos que se inicien a partir del 1° de enero de 2020, inclusive: TRECE POR CIENTO (13%).

INGRESO DE LA RETENCION

Cuando los beneficiarios de las rentas sujetas a retención sean sujetos:

· residentes en el país, las retenciones deberán informarse e ingresarse mediante el Sistema de Control de Retenciones –SICORE-.

· no residentes en el país, las retenciones deberán informarse e ingresarse mediante el Sistema Integral de Retenciones Electrónicas –SIRE-.

En los casos en que exista imposibilidad de retener, el importe de la retención que hubiera correspondido practicar deberá ser ingresado por la entidad pagadora, sin perjuicio de su derecho a exigir el reintegro por parte de los beneficiarios de las rentas.

REVALÚO IMPOSITIVO

Dr. Carlos Abeledo

REVALUO IMPOSITIVO

· Régimen optativo y por única vez, que permite actualizar, el valor residual fiscal de determinados bienes afectados a la generación de ganancia gravada de fuente argentina.

· Lo pueden aplicar las personas humanas, las sucesiones indivisas y, personas jurídicas residentes en el país al 30 de diciembre de 2017.

Bienes que se pueden incluir:

· Inmuebles que no posean el carácter de bienes de cambio.

· Inmuebles que posean el carácter de bienes de cambio.

· Bienes muebles amortizables (incluida la hacienda con fines de reproducción). Se encuentran incluidos los automóviles, en la medida que su explotación sea el objeto principal de la actividad.

· Acciones, cuotas y participaciones sociales (emitidas por sociedades del país).

· Minas, canteras, bosques y bienes análogos.

· Bienes intangibles, incluidos los derechos de concesión y similares.

· Bienes en elaboración o construcción. Mejoras no finalizadas:

· la porción elaborada de los bienes muebles amortizables

· la parte construida de los inmuebles en construcción

· las erogaciones en concepto de mejoras no finalizadas

· Bienes adquiridos por leasing.

REQUISITOS:

· Que se incluyan todos los bienes que integren la misma categoría.

· Los bienes debieron haber sido adquiridos o construidos con anterioridad al 30 de diciembre de 2017.

· Se deberá considerar la parte de cada condómino como un bien distinto, por lo que no es necesario que todos los condóminos ejerzan la opción sobre ese bien.

· Bienes que no se pueden incluir:

· Bienes de Cambio 

· Bienes sincerados por la Ley N° 27.260, de Sinceramiento Fiscal.

· Bienes totalmente amortizados al cierre del período de la opción.

· Bienes respecto de los cuales se esté aplicando un régimen de amortización acelerada.

Impuesto Especial 

Se determinará aplicando sobre el importe del revalúo, las siguientes alícuotas:

· Bienes inmuebles que no posean el carácter de bienes de cambio: 8%.

· Bienes inmuebles que posean el carácter de bienes de cambio: 15%.

· Acciones, cuotas y participaciones sociales poseídas por personas humanas o sucesiones indivisas: 5%.

· Resto de bienes: 10%.

Particularidades

· El Impuesto Especial no será deducible a los efectos de la liquidación del IGA.

· La ganancia generada por el importe del revalúo estará exenta del IGA

· La ganancia generada por el importe del revalúo no se computará a efectos de la retención prevista por el impuesto de igualación.

· Quienes ejerzan la opción de revaluar sus bienes deben renunciar a promover cualquier proceso judicial o administrativo por el cual se reclame, con fines impositivos, la aplicación de procedimientos de actualización de cualquier naturaleza, respecto del período de la opción.

· Aquellos sujetos que hubieran promovido procesos respecto de ejercicios fiscales cerrados con anterioridad, deberán desistir de esas acciones y derechos invocados. Las costas y demás gastos causídicos serán impuestos en el orden causado.
Ley N° 27.440 - Titulo XII

Decreto 382/2019

Resolución General 4498/2019

Dr. Carlos Abeledo

Impulso a la apertura de capital y al desarrollo de proyectos inmobiliarios y de infraestructura

Título XII – Ley N° 27.440

Se dispusieron diversas medidas orientadas al impulso a la apertura de capital y al desarrollo de proyectos inmobiliarios y de infraestructura.

Art 205: Dispone que los fideicomisos y fondos comunes de inversión, no deben tributar el impuesto a las ganancias en relación con ciertas rentas.

Ley N° 27.440 – DTO. 382

Los fideicomisos y fondos comunes de inversión comprendidos en el Art 205  de la LEY, son aquellos cuyo objeto sea:

· (i) el desarrollo de y/o inversión directa en proyectos inmobiliarios, agropecuarios, forestales y/o de infraestructura; y/o 

· (ii) el financiamiento o la inversión en cualquier tipo de proyecto, empresa o activos a través de valores negociables o cualquier otro tipo de instrumento, certificado, contrato de derivados, participación o asociación, en cualquiera de sus variantes y/o combinaciones.

Los fideicomisos y los fondos comunes de inversión, tributarán el IGA en la medida en que:

· Los certificados de participación y/o títulos de deuda o las cuotapartes que emitieran no hubieren sido colocados por oferta pública con autorización de la Comisión Nacional de Valores. 

· De existir tal colocación tributarán sólo en la proporción a las inversiones no realizadas en la República Argentina..

· Cuando los fideicomisos y fondos comunes de inversión NO deban tributar el impuesto, 

· el inversor perceptor residente en el país, deberá incorporar las ganancias en su propia declaración jurada en el momento de la distribución y/o capitalización y quedarán alcanzadas a las alícuotas generales del gravamen 

· el inversor beneficiario del exterior, el fiduciario o la sociedad gerente, según corresponda, procederán a efectuar la retención en carácter de pago único y definitivo.

Vigencia: Comenzará a regir respecto de las utilidades generadas en los ejercicios iniciados a partir del 1° de enero de 2018.

Decreto 382/2019 – Art 205

Distribución:

· De no distribuirse la totalidad de las ganancias determinadas y acumuladas al cierre del ejercicio del ente de que se trate, éstas se acumularán. 

· Se considerará, sin admitir prueba en contrario, que las ganancias que se distribuyen posteriormente corresponden, en primer término, a las de mayor antigüedad acumulada al cierre del ejercicio inmediato anterior a la fecha de la distribución.

Las ganancias que distribuyan los fideicomisos y los fondos comunes de inversión comprendidos en este decreto no estarán sujetas al impuesto previsto en el tercer Art. sin número agregado a continuación del Art. 90 de la LIG (13% y 7% según el período fiscal).

Las ganancias derivadas de la enajenación de certificados de participación o de cuotaspartes o en concepto de intereses y/o rendimientos por la tenencia de títulos de deuda o de cuotaparte de renta emitidos por los respectivos fideicomisos o fondos comunes de inversión, deberán tributar sobre las ganancias conforme a la LIG.

A efectos de Bienes Personales, los inversores, deberán considerar la tenencia de los certificados de participación del fideicomiso o de las cuotapartes del fondo común de inversión al 31/12 de cada año, siendo de aplicación las disposiciones de la ley del gravamen.

R.G. (AFIP) 4498

Los fideicomisos y fondos comunes de inversión deberán poner a disposición de los residentes en el país, en proporcion al porcentaje de participación que posean, un “Certificado de Resultados”, al momento de distribuir las ganancias

VIGENCIA

· El régimen resulta de aplicación respecto de las utilidades generadas en los ejercicios iniciados a partir del    1° de enero de 2018, inclusive.

· La R.G. (AFIP) 4498 tiene vigencia a partir del 03/06/2019.

· Los inversores que hubieran presentado sus declaraciones juradas del impuesto a las ganancias con anterioridad a la vigencia, podrán rectificarlas a fin de incorporar las rentas, pagos a cuenta y demás, hasta el 30 de agosto de 2019, inclusive.

Título XII – Ley N° 27.440

Fondos Comunes de Inversión Cerrados o Fideicomisos Financieros, cuyo objeto de inversión sea fomentar el desarrollo de la construcción de viviendas para poblaciones de ingresos medios y bajos a través de:

· (a) desarrollos inmobiliarios para viviendas sociales y sectores de ingresos medios y bajos; y/o 

· (b) créditos hipotecarios; y/o 

· (c) valores hipotecarios.

Las distribuciones originadas en rentas o alquileres o los resultados provenientes de su compraventa estarán alcanzadas por una alícuota del quince por ciento (15%). No será de aplicación el Impuesto Cedular, si las inversiones totales están integradas al menos por el 75 %, con activos vinculados a los objetos de inversión mencionados

Condiciones:

a) Que los beneficiarios de dichos resultados sean personas humanas, sucesiones indivisas o beneficiarios del exterior.

b) Que el fondo común de inversión cerrado o fideicomiso financiero haya sido colocado por oferta pública con autorización de la CNV con un plazo de vida no inferior a cinco (5) años, y distribuido entre una cantidad de inversores no inferior a veinte (20).

c) Que ningún inversor o cuotapartista tenga una participación mayor al veinticinco por ciento (25%) del total de la emisión.

d) En el caso de resultados por enajenación, que la misma hubiera sido realizada a través de mercados autorizados por CNV.

e) En el caso del rescate por liquidación final, que hayan transcurrido un mínimo de cinco (5) años.  

f) Que el Fondo Común de Inversión o el Fideicomiso Financiero cumpla desde su emisión y durante toda la vida del mismo con los requisitos exigidos por la CNV para acceder a dicho tratamiento.

Excepción:

Si no se cumpliera el plazo previsto, un mínimo de 5 años:

· La alícuota aplicable será la general según el sujeto beneficiario.

· Para la determinación de la ganancia final por rescate o liquidación, la diferencia de cambio o las actualizaciones según cláusulas de emisión no formarán parte de la ganancia bruta sujeta a impuesto.

· Si la emisión se hubiera realizado en moneda nacional sin cláusula de ajuste, el costo de adquisición o suscripción podrá ser actualizado mediante los índices previstos en el 2do párrafo del artículo 89.

Decreto 382/2019 – Art 206 

Presunciones:

· Cuando se trate de un beneficiario del exterior, el pagador deberá retener el impuesto aplicando la presunción dispuesta en el inciso h) del artículo 93 IGA.

Se considera ganancia neta sin admitir prueba en contrario, el 90% de las sumas pagadas.

Si la totalidad de los títulos de deuda y/o certificados de participación o cuotapartes de esos fideicomisos y fondos comunes de inversión, 

· hubiesen sido colocados en su totalidad por oferta pública con autorización de la CNV, tributarán las personas humanas al momento de la distribución de la ganancias aplicando las alícuotas que correspondan según el tipo de sujeto de que se trate.

·  no hubiesen sido colocados en su totalidad por oferta pública con autorización de la CNV, los fideicomisos y fondos comunes de inversión tributarán IGA aplicando la alícuota vigente a cada período fiscal

RESEÑA DE JURISPRUDENCIA

Dr. Humberto J. Bertazza

Procedencia del amparo por demora excesiva en la transferencia de los montos por reintegro de percepciones de impuesto a las ganancias por compras en el exterior

Causa: “Garcia, Maria Teresa” TFN, Sala “D” del 12/4/2019

· Como se desprende de la documentación agregada y de las manifestaciones de ambas partes, no se encuentra en discusión que las solicitudes se encontraban a la fecha de la presentación del recurso en estado sistémico de Aprobadas, y antes también, toda vez que el propio Fisco Nacional, a través de las áreas a cargo de los pagos a los contribuyentes, reconoce que intentó hacer efectiva la transferencia en dos oportunidades en el año 2017, más precisamente, el 8 de junio de 2017 y el 3 de julio de 2017, es decir hace casi ya dos años. En efecto, informa la representación fiscal en estos autos que se intentó en dichas fechas transferir a la CBU declarada por la señora García pero la acreditación de los fondos no pudo llevarse a cabo porque, sigue diciendo, hubo un rechazo por parte del Banco de la Nación Argentina, del que no se informan los motivos.

· Si bien, como se dijo, el amparo previsto en el art. 182 de la ley 11.683 procede únicamente en los casos de omisión de los empleados en realizar algún trámite o diligencia a su cargo y, en el caso, la devolución se encuentra sistémicamente en el estado de Aprobada, lo cierto es que la imposibilidad, sistémica también, de efectivizar la transferencia de los fondos no fue oportunamente puesta en conocimiento de la señora García a fin de que ésta efectuara, de corresponder, las aclaraciones o rectificaciones pertinentes que le permitieran recibir los fondos, omisión que es, en definitiva, la que ocasionó la demora que justifica la procedencia del recurso, por lo que corresponde admitirlo y ordenar a la Administración que en el plazo de diez (10) días lleve a cabo las diligencias necesarias para culminar con el trámite iniciado por la amparista, respecto del reintegro de percepciones de impuesto a las ganancias por compras en el exterior, de conformidad con lo dispuesto en las Resoluciones Generales (AFIP) Nros. 3420/12, 3378/12, y 3379/12.

· Las costas se imponen en el orden causado en atención a las particularidades del caso.

RECHAZO DE LA NULIDAD INTERPUESTA POR LA ACTORA EN CUANTO AL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE NO AUTOINCRIMINACIÓN EN CUANTO A LA UTILIZACIÓN DE DECLARACIONES FORMULADAS EN SEDE ADMINISTRATIVA

Causa: “Tabaco Argentino SA” TFN, Sala “A” del 28/2/2019

· Por otra parte, tampoco puede tener acogida favorable lo alegado sobre que se habría violado el derecho a la no autoincriminación, por cuanto entiende la actora que por aplicación de la mentada garantía el organismo fiscal tendría vedada la posibilidad de utilizar las declaraciones formuladas en sede administrativa para la aplicación sanciones.

· En este contexto, cabe recordar que la Sala I de la Cámara Nacional de Casación Penal, en el precedente “Florido, Raúl s/recurso de casación”, del 02/10/2006, al examinar específicamente si la información brindada por el contribuyente en el contexto de una proceso administrativo de verificación y fiscalización afecta la garantía tutelada por el art. 18 de la Constitución Nacional, se ha pronunciado en el sentido de que “ ...la aportación o exhibición de documentos contables no puede considerarse como una colaboración equiparable a la “declaración ” a la que hace referencia el artículo 18 de la Constitución Nacional, ya que el contribuyente no formula una declaración en la que admite su culpabilidad -STC 76/1990-.”

· "... se trata de aportes efectuados por el propio contribuyente como medios para determinar el impuesto, no su omisión o evasión -causa 5040 “Leheritier, M. A, s/rec. Casación ”, reg. 6833, resuelta el 7/7/2004-. ”

· “La actividad fiscalizadora de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) tiene por finalidad verificar la situación impositiva de los contribuyentes y demás responsables -artículo 33 y concs. De la ley 11683-. Esta actividad investigadora puede conducir, en efecto, a la obtención de elementos probatorios de que el contribuyente ha defraudado al Fisco, pero es evidente que con ello no se está exigiendo a aquél la difícil prueba de su inocencia, ya que lo único que se le impone es el deber de aportar los datos que puedan ayudar a la investigación -STC 110/1984-, los que, por otra parte, podrían ser conseguidos sin su colaboración, a través de un allanamiento. ”

· “En esta inteligencia resulta evidente , tal cual lo viene sosteniendo la Sala A de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico en numerosos precedentes, que el resguardo de no verse obligado a declarar contra si mismo no puede ser invocado cuando las manifestaciones o exhibiciones de libros o documentos son requeridas en ejercicio de atribuciones conferidas por la ley -cfr. causa 1569/02 “Seven Seas S/inf. Ley 24769”, resuelta el 14/12/2003-. Máxime cuando el cumplimiento de los extremos formales establecidos en las normas tributarias constituye “el instrumento que ha considerado el legislador para aproximarse al marco adecuado en el que deben desenvolverse la relaciones económicas y de mercado ” Fallos: 320:1221-”

· 
Mientras que en un pronunciamiento más reciente la Sala IV de la Cámara Federal de Casación Penal en “Di Biase, Luis Antonio y otros s/recurso de casación e inconstitucionalidad” sentencia del 04/07/2014”, ha expresado que “… cabe poner de resalto los amplios poderes que el legislador ha depositado en el organismo recaudador a fin de verificar, por medio de sus empleados y funcionarios, el cumplimiento que los obligados o responsables den a las leyes, reglamentos, resoluciones e instrucciones administrativas, fiscalizando la situación de cualquier contribuyente (ver art. 35 de la ley 11.683, texto ordenado en 1998 conf. Dec. P.E.N. 821/98, B.O.: 20/07/98)”

· “Entre aquellas facultades se encuentra la de “citar al firmante de la declaración jurada, al presunto contribuyente o responsable, o a cualquier tercero que a juicio de la Administración Federal de Ingresos Públicos tenga conocimiento de las negociaciones u operaciones de aquéllos, para contestar o informar verbalmente o por escrito (...) todas las preguntas o requerimientos que se les hagan sobre las rentas, ingresos, egresos y, en general, sobre las circunstancias y operaciones que a juicio de la Administración Federal estén vinculadas al hecho imponible previsto en las leyes respectivas” (art. 35 inc. “a” de la ley 11.683).”

· “En tal sentido, no se advierte, ni las partes han alegado, que el organismo recaudador se haya excedido en las facultades legalmente conferidas al mismo por el legislador.”

· “Por lo demás, cabe señalar que no se advierte de las constancias de la causa ni los impugnantes han alegado que las manifestaciones efectuadas a la AFIP [...] hayan sido conseguidas coactiva o compulsivamente. Es justamente este elemento el que constituye el fundamento de la disposición constitucional según la cual “Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo” (art. 18 C.N.). En este sentido “... no se debe deducir que el imputado no tiene facultad de confesar. Sí la tiene; pero esta facultad de confesar es personalísima, se funda exclusivamente en la voluntad del imputado y no puede ser inducida por el Estado de ningún modo..." (BINDER, Alberto M., Introducción al derecho procesal penal, Ad Hoc, 2° ed., Buenos Aires, 2000, p. 182).

· Sentado ello, por último debe puntualizarse que para la procedencia de una nulidad interesa que exista un vicio o violación de una forma procesal o la omisión de un acto que origine el incumplimiento del propósito perseguido por la ley y que pueda dar lugar a la indefensión, por lo que las nulidades procesales son inadmisibles cuando no se indican las defensas de las que se habría visto privado de oponer el impugnante, debiendo, además, ser fundadas en un interés jurídico, ya que no pueden invocarse por la nulidad misma, razón por la cual deben ofrecerse elementos que acrediten, en principio, el perjuicio sufrido, si se quiere que la anulación de lo actuado pueda tener lugar (ver en tal sentido “Asociación del Magisterio de Enseñanza Técnica - Amet c. Buenos Aires Provincia de y otros s/daños y perjuicios”, C.S.J.N. 6/2/01, t. 324, pág. 151, entre otros.).

· A tenor de lo expuesto voto por rechazar la nulidad interpuesta por la actora, con costas.

IMPROCEDENCIA DE LA MULTA POR OMSIÓN DE DECLARACIÓN JURADA EN TÉRMINO PERO REALIZADA ANTES DE LA NOTIFICACIÓN DE LA VISTA

Causa: “Tabaco Argentino SA” TFN, Sala “A” del 28/2/2019

· No obstante, la actora ha aceptado la falta de ingreso debido del gravamen en cuestión mediante la presentación de declaraciones juradas originales de conformidad con la pretensión del organismo recaudador.

· Siendo ello así, corresponde asimismo analizar si procede encuadrar -en el caso concreto- la conducta de la recurrente en la figura del artículo 45 de la ley procedimental, en atención a las consideraciones volcadas en la Instrucción General N° 6/2007.

· Cabe señalar que la referida Instrucción prescribe que la presentación extemporánea de declaraciones juradas no podrá juzgarse como conducta típica, en los términos del art. 45, en la medida en que la omisión fuese subsanada mediante la presentación de las mismas con anterioridad a que se notifique la vista a que se refiere el artículo 17 de la ley 11.683. Asimismo, prescribe que “En estos supuestos, la falta de presentación debe encuadrarse en las previsiones del Artículo 38 y/o, en su caso, en las del Artículo 39" (artículo 3.4.2.2. de la I.G. (AFIP) 6/07).

· En el caso de autos la sanción impuesta a la contribuyente deviene de una supuesta defraudación de impuestos, imputación que se apoya en la falta de oportuna presentación de declaraciones juradas que, precisamente, fueron presentadas con anterioridad a la vista del art. 17 de la ley 11.683 -es decir, de la vista que da incio al procedimiento de determinación de oficio- a instancia de la inspección actuante, deviniendo innecesario todo ulterior procedimiento de determinación por dichos montos, períodos e impuesto.

· Sentado ello, sin entrar en consideraciones sobre el carácter eminentemente obligatorio de la instrucción general para el juez administrativo actuante y aún cuando no constituya una fuente de derecho para este Tribunal, se torna evidente que es voluntad expresa de la Administración Fiscal eximir de reproche punitivo material a aquellas conductas que, como en el presente caso, encuadran en el supuesto de omisión por falta de presentación tempestiva de declaraciones juradas pero que las mismas son presentadas con anterioridad a la notificación al contribuyente de la vista del art. 17 de la ley de rito.

· Bajo las premisas expuestas, arribar a una conclusión distinta a la que emana de la manifestación de voluntad del Fisco Nacional mediante la Instrucción General 6/2007, atentaría contra la seguridad jurídica que debe prevalecer frente a la multiplicidad de disposiciones y normativas a la que deben atenerse los contribuyentes en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales. Criterio que fue refrendado por la Sala IV de la Excma. Cámara en los autos “Woolyn S.A. c/DGI, del 21/05/2013, y Natalizia, Nancy c/DGI”, del 18/11/2014.

· En consecuencia la Administración Fiscal debió circunscribirse al contenido de la mencionada Instrucción, encuadrando correctamente el accionar del contribuyente y manteniendo la coherencia del sistema normativo fiscal.

SUSPENSIÓN DE LA ACCIÓN PENAL POR CANCELACIÓN DE APORTES PREVISIONALES CON ANTERIORIDAD A LA LEY 27260

Causa: “Losz, Sergio Jaime” TOPE Nº 3 del 23/12/2016

· En virtud de lo expuesto, de conformidad con lo dictaminado por la Sra. Fiscal General de Juicio, corresponde suspender la acción penal derivada de tales hechos (art. 54 1er. párrafo de la referida ley N° 27.260).

· Consecuentemente, se deberá librar oficio a la Sección Penal de la División Técnico Jurídica de la Dirección Regional de los Recursos de la Seguridad Social Grandes Empleadores de la A.F.I.P., a fin de solicitar que informe de modo trimestral sobre el cumplimiento y estado del plan de facilidades de pago I755959, junto con copia de la presente y del desistimiento efectuado por el imputado a fs. 33, a sus efectos.

· En relación al resto de los hechos por los cuales mediara requerimiento de elevación a juicio el informe de fs. 28/29 de la AFIP determinó que los montos omitidos de depósito han sido cancelados a través de los planes de pagos nros. D430971, D872278, D921321, D945161, E155589 y E265448 (ver también informe obrante a fs. 758/804 del principal). Es de señalar al respecto que el citado art. 54 de la ley N° 27.260 sólo dispone la suspensión y la extinción de la respectiva acción penal con motivo del acogimiento a su régimen y nada establece respecto a cancelaciones de las obligaciones tributarias o previsionales ajenas y anteriores a tal régimen. Por lo demás, no resulta permitido constitucionalmente que por vía de reglamentación un organismo distinto del Congreso de la Nación extienda el alcance de una extinción de la acción penal a situaciones no contempladas (art. 75 inc. 20 de la Constitución Nacional). 

· No obstante ello, el vacío legal relativo al efecto de pagos anteriores y totalmente cancelados respecto a obligaciones previsionales discutidas en sede penal, debe ser llenado a partir del espíritu que surge de la ley N° 27.260. En ese sentido, fue clara la intención del legislador de 2016 en establecer una suerte de amplia amnistía respecto a determinadas conductas, sujetas a una regularización excepcional de obligaciones tributarias, de la seguridad social y aduaneras mediante la cancelación total de las deudas, en las condiciones y limitaciones que previó. Como tiene dicho la CSJN, la interpretación de las leyes debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que las informan, sin prescindirse de las consecuencias que derivan de cada criterio como índices más seguros de su razonabilidad y coherencia con el sistema en que está engarzada la norma (Fallos 319:1765 y 323:1406 y 1460). Por ello mismo, conforme los lineamientos generales de los arts. 52 y concordantes de la ley N° 27.260 (en especial su art. 60), no correspondiendo en el caso las prohibiciones del art. 84 de tal ley (ver informes de fs. 17 y 28/29), habiéndose acreditado la cancelación total de la deuda derivada de los hechos referidos a la omisión de aportes previsionales por la citada contribuyente en los períodos 06/2010, 07/2010, 08/2010, 12/2010, 01/2011, 02/2011, 04/2011 y 05/2011 (fs. 28/29), de conformidad con lo dictaminado por la Sra. Fiscal General de Juicio, corresponde extinguir la acción penal derivada de tales hechos (art. 54 2do. párrafo de la ley N° 27.260) y proceder en su consecuencia (arts. 336 del C.P.P.N. y concordantes).

EXCLUSIÓN DE CULPABILIDAD POR ERROR OCASIONADO POR LA LEY DE EMERGENCIA SANITARIA RESPECTO DE LA APROPIACIÓN INDEBIDA DE APORTES PREVISIONALES

Causa: “F. de C.C. de O.” CNAPE, Sala “A” del 13/7/2017

· Asiste razón al a quo en que las leyes de emergencia sanitaria, tal como se señaló en precedentes de este tribunal (conf. CPE 137/2010/1/CA1, del 19 de marzo de 2014, Reg. Int. N° 115/2014) no guardan relación con el castigo de los hechos defraudatorios cometidos al abusar de la potestad de retener parte de los haberes de los trabajadores.

· Las declaraciones de los trabajadores escuchados por el juez dan cuenta, en la mayoría de los casos, del conocimiento que tenían acerca de las circunstancias que impedían el cumplimiento de las obligaciones de su empleador.

· Aun cuando esas declaraciones no desvirtúen la existencia de las retenciones practicadas sobre sus haberes, son indicios de que no habrían sido víctimas de un comportamiento abusivo.

· De todas maneras esas declaraciones corroboran el descargo invocado por C. en el sentido de que creyó haber obrado conforme a derecho. Es lo que se deduce de lo manifestado por los empleados en cuanto a la actitud del imputado y de los términos relativamente confusos de las leyes.

· Esa clase de yerros han sido reconocidos como excluyentes de la culpabilidad por la doctrina de los autores de derecho penal y por distintos fallos de los tribunales que aluden a la cuestión. Se aclara en general que esa clase de errores aunque no descartan la ilicitud del hecho, sí excluyen la culpabilidad (Es lo que explicaba un autor clásico como S.S., lo mismo que otros más recientes como E.B. o E. D.1, al igual que la Corte Suprema en el precedente de Fallos 271:297 y este mismo tribunal, entre otros en el caso registrado 287/03 de Sala “A” del 9/5/2003). 

CONFIRMACIÓN DE LA DETERMINACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD SOLIDARIA EN EL CASO DE FACTURAS APÓCRIFAS

Causa: “Agrocentro Santa Fe SA” CCAF, Sala I del 19/2/2019

· El fisco nacional cumplió con los recaudos normativos para determinar la responsabilidad solidaria del presidente de una sociedad, pues las determinaciones de oficio efectuadas respecto de la deudora principal fueron objeto de notificación e intimación de deuda, sin que aquélla hubiera satisfecho el pago de las obligaciones tributarias reclamadas.

· En el mismo sentido, Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso administrativo Federal, sala I, “Cablestel SACI c. Dirección General Impositiva s/ recurso directo de organismo externo”, 07/06/2018;  Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso administrativo Federal, sala I, “Delupa S.R.L. c. Dirección General Impositiva s/ recurso directo de organismo externo”, 27/09/2016.

IMPROCEDENCIA DE EQUIPARAR LA SATISFACCIÓN DE LA PRETENSIÓN FISCAL A UN CONVENIO DE PAGO (CC, 1097)

Causa: “HSBC Bank Argentina SA” CNAPE, Sala “B” del 31/8/2017

· Sin embargo, como expresó el tribunal de la instancia anterior con cita de pronunciamientos de esta Sala "B" (confr. Regs. Nos. 344/08, 611/08 y 695/08), tanto el carácter indisponible de las obligaciones involucradas (Fallos 311:2429, considerando 4º), como que el perjuicio causado por el delito del que se trata excede el que podría asociarse al mero incumplimiento de la obligación tributaria sustancial, impide la posibilidad de equiparar la satisfacción de la pretensión fiscal derivada de hechos presuntos de evasión tributaria a un convenio de pago en los términos del art. 1097 del Código Civil, o de considerar que aquella cancelación excluye el interés legítimo del organismo de recaudación de instar como parte la prosecución de la acción penal (confr., en sentido similar, C.F.C.P., Sala IV, causa N° CPE 1682/2012/2/CFC1, "KOGAN, Gustavo Daniel s/ recurso de casación", rta. el día 15/03/16, Reg. N° 245/16).

IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE AMPARO ANTE LA DEMORA DEL MINISTERIO DE HACIENDA

Causa: “C y H Business SRL” CCAF, Sala V del 5/2/2019

· La acción de amparo por mora prevista por el art. 182 de la ley 11.683 corresponde a la demora ocurrida ante la AFIP y no ante el Ministerio de Hacienda, ya que existe una vía procesal y un trámite específico para ello. 

· Por aplicación del principio pro actione, el Tribunal Fiscal de la Nación debe declararse incompetente y remitir las actuaciones al juzgado competente, pues el actor presentó la solicitud de pronto despacho sin haber obtenido respuesta por parte de la Administración, lo que configura una demora administrativa en los términos del art. 10 de la ley 19.549 y habilita la procedencia formal de la acción conforme el art. 28 de la citada ley (del voto en disidencia del Dr. Gallegos Fedriani). 

· En igual sentido, “Cargos SRL” CCAF Sala III del 26/10/2017 y “Empresa de Transporte Don Pedro SRL”, Sala IV del 1/8/2017.

INCONSTITUCIONALIDAD DEL IMPUESTO A LAS GANANCIAS EN RELACIÓN DE JUBILACIONES MEDIANTE LA APLICACIÓN DEL PRECEDENTE GARCIA

Causa: “Godoy, Ramón Esteban y otros” CSN del 7/5/2019

· Las cuestiones planteadas por la recurrente encuentran adecuada respuesta en el precedente de esta Corte FPA 7789/2015/CS1-CAl y FPA 7789/2015/1/RH1, “García, María I. c. AFIP s/ acción meramente declarativa de inconstitucionalidad”, sentencia del 26 de marzo de 2019[-], cuyos fundamentos y conclusiones, en lo pertinente, se dan por reproducidos por razón de brevedad.

· El doctor Rosenkrantz remite a su disidencia en la causa mencionada.

· Por ello, por mayoría, se declaran admisibles las presentaciones directas, formalmente procedentes los recursos extraordinarios, y se resuelve declarar, con el alcance indicado en el precedente “García”, la inconstitucionalidad de los arts. 23, inc. c; 79, inc. c; 81 y 90 de la ley 20.628, texto según leyes 27.346 y 27.430. Se confirman las sentencias apeladas en cuanto ordenan reintegrar a las actoras los montos que se les hubieran retenido por aplicación de las normas descalificadas y, hasta tanto el Congreso legisle sobre el punto, no podrá descontárseles suma alguna en concepto de impuesto a las ganancias de las respectivas prestaciones previsionales. El precedente “García” podrá ser consultado en la página web del Tribunal www.csjn.gov.ar. Costas por su orden, en atención a la naturaleza de la cuestión debatida.

EL SEGURO DE CAUCIÓN  COMO MEDIO RAZONABLE PARA GARANTIR EL SOLVE ET REPETE EN LA PCIA DE BS AS

Causa: “Carraro Argentina SA” C.A.C.A La Plata del 9/4/2019

· El seguro de caución ofrecido por el actor aparece como un medio razonable para garantir el solve et repete, sin necesidad de oblar el mismo previo a una decisión de mérito de un tercero imparcial, ya que este mecanismo permite restituir el equilibrio que debe primar y existir entre prerrogativas públicas y derechos para discutir en justicia. 

· La condición del pago previo —solve et repete— supone una prerrogativa que limita severamente la indicada garantía de plena justiciabilidad y/o control judicial suficiente. 

· Garantizar el acceso a la justicia implica la posibilidad cierta y concreta de discutir ante un tercero imparcial la legalidad y justicia de una decisión administrativa, sin sufragios pecuniarios o ejecuciones compulsivas previas de ninguna índole. 

· En el marco de un Estado de Derecho, la garantía de la tutela judicial efectiva exige una mayor rigurosidad en la posibilidad del control judicial sobre las acciones de la Administración, lo cual debe traducirse en la eliminación de los obstáculos en el acceso a la instancia que facilite el ejercicio de derechos por parte de los administrados ante posibles desviaciones en el ejercicio de prerrogativas administrativas, permitiendo equilibrar e igualar las armas. 

· Teniendo en cuenta la evolución de la jurisprudencia vinculada con el instituto del pago previo —particularmente los recientes pronunciamientos de la Suprema Corte de Justicia bonaerense—, que flexibilizan el recaudo atendiendo a distintas previsiones constitucionales —especialmente el principio de razonabilidad, arts. 28 y 33 de la CN, y la tutela judicial efectiva, art. 18 CN y 15 CP—, así como los principios que rigen la materia contencioso administrativa, debe hacerse lugar a la sustitución del pago previo del tributo cuestionado por el seguro de caución ofrecido por el actor (del voto de la Dra. Milanta). 

· La pretensión de que el ingreso de la suma prevista por el art. 19 de la ley 12.008 —texto según ley 13.001— se sustituya con un seguro de caución resulta ineficaz, pues este procedimiento no constituye un pago en los términos de las normas que rigen el instituto, sino una variable extraña a una exigencia que, salvo las excepciones legales, se muestra con perfil esencial (del voto en disidencia del Dr. De Santis). 

RECHAZO DE LA MEDIDA CAUTELAR SOLICITADA PARA QUE SE MANTENGA LA CONDICIÓN DE MONOTRIBUTISTA HASTA EL DICTADO DE LA SENTENCIA DEFINITIVA

Causa: “Rodríguez Rodríguez, Avelina” CCAF, Sala I del 21/2/2019

· La medida cautelar tendiente a que un contribuyente mantenga su condición de monotributista hasta tanto se dicte sentencia definitiva en el proceso en que se cuestiona su exclusión del Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes, debe ser rechazada, pues, en lo que se refiere al peligro en la demora, se limitó a manifestar los serios perjuicios económicos y laborales que le generaría la decisión, lo que resulta insuficiente para tener por configurado una lesión de imposible reparación ulterior, además de que su examen excede el limitado marco cognoscitivo del proceso cautelar. 

· En el mismo sentido “Molina Vivanco, Juan” Sala I del 10/10/2017 y “Cantarelli, Victoria” Sala IV del 27/4/2018.

PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE AMPARO POR MORA ANTE EL TFN EN EL CASO DE SILENCIO DE LA ADMINISTRACIÓN 

Causa: “Banco de Valores S.A.” CCAF, Sala I del 02/05/2019

· No se encuentra controvertido que con fecha 12 de diciembre de 2017 la actora interpuso recurso de apelación, en los términos del art. 74 del decreto 1397/79, contra la resolución del organismo recaudador que rechazó la compensación de una auto-retención practicada en el impuesto a las ganancias, dentro del marco previsto en el art. 4º de la resolución general 3818.

· Vencido el plazo legal -60 días- para resolver el recurso, la actora se presentó el 25 de julio de 2018 ante la administración y solicitó "pronto despacho" de las actuaciones.

· Transcurridos 6 meses desde la fecha en que se instó a la administración sin que haya procedido a resolver su pretensión, el 28 de diciembre de 2018 la actora interpuso recurso de amparo por mora, en los términos del art. 182 de la ley 11.683 ante el Tribunal Fiscal de la Nación.

· De este modo, se observa que si bien asiste razón al tribunal de origen, en cuanto a que el recurso previsto en el art. 74 del decreto 1397/79 constituye un procedimiento reglado que prevé su propio iter recursivo para que la pretensión de la recurrente resulte satisfecha, incluso ante el silencio de la administración, "pareciera que éste ha confundido dos institutos (el amparo por mora y el silencio de la Administración) que, sin perjuicio de proceder ante circunstancias similares, tiene consecuencias y finalidades enteramente diferenciables" (Sala III, causa "Hacienda San Miguel SA ", pronunciamiento del 2 de febrero de 2017).

· Así pues, como ya se señaló, la finalidad del recurso de amparo por mora es obtener un pronunciamiento expreso de la administración ante una petición formulada y, por ende, el incumplimiento a dicho deber de acción constituye una conducta irregular que habilita su viabilidad, entre otros remedios, ya que resulta facultativo de los particulares optar por la vía que consideren más beneficiosa a sus intereses.

· En virtud de lo expuesto, y toda vez que no se advierten impedimentos formales a la admisibilidad del recurso de amparo por mora interpuesto, corresponde hacer lugar a los agravios de la actora, revocar el pronunciamiento apelado y fijar un plazo de veinte (20) días hábiles administrativos para que la Administración Federal de Ingresos Públicos dicte resolución en el presente trámite. Las costas, de ambas instancias, se imponen a la parte demandada vencida. 

EN EL CASO DE UN EXPEDIENTE DE RESPONSABLES SOLIDARIOS EL PAGO DE LA TASA DE ACTUACIÓN POR UNO DE ELLOS EXTINGUE LA OBLIGACIÓN DE LOS OTROS

Causa: “Cereales El Condor S.R.L.” CCAF, Sala V del 7/03/2019

· En primer lugar, respecto a la cuestión relativa a los sujetos obligados al pago de la tasa de actuación, es del caso señalar que este Tribunal, con remisión a lo resuelto por el Tribunal Fiscal de la Nación, Sala E, en autos "ALL América Latina Logística Intermodal LTDA. c/ DGA s/ Incidente de Beneficio de Litigar Sin Gastos" (Expte. N° 22.390- A), de fecha 24 de octubre de 2007, ha sostenido que "... si bien se iniciaron tres expedientes, en la actualidad y con motivo de la acumulación referida precedentemente, resulta una sola causa a resolver y teniendo en cuenta que el hecho generador de la tasa de actuación lo constituye el servicio de justicia, actividad jurisdiccional de este organismo, en este estado cabe declarar que no se adeuda en la causa pago alguno de la tasa de actuación" (cfr. esta Sala en la causa "Sucesión de Juan Carlos Relats c/ DGI" nro. 15976/2017, del 23 de junio de 2017).

· En tales condiciones, toda vez que no se encuentra controvertido en la especie que el supuesto de autos se trata de una misma obligación tributaria -y sus intereses- con dos deudores y cuya satisfacción por parte de alguno de ellos extingue la obligación respecto de los demás, en relación a esos conceptos, es suficiente el pago que realice una sola de las recurrentes para considerar cumplida la exigencia prevista en la ley nro. 25.964 respecto de todas.

EXENCIÓN EN EL IVA DE SERVICIOS COMPLEMENTARIOS AL TRANSPORTE

Causa: “Garman Representaciones S.A.” CSN del 26/02/2019

· La actividad que una sociedad anónima realiza para una aerolínea comercial, de promoción, reserva y venta de pasajes, publicidad, distribución de horarios, entregar en domicilio la carga que llega, como así también la supervisión de servicios contratados con terceros, tales como tareas operativas en el aeropuerto, quedan subsumidos dentro de la actividad de transporte internacional y sus servicios conexos, y por ello, está exenta del pago del Impuesto al Valor agregado —art. 7°, inc. h), apartado 13 de la ley del IVA— (del dictamen de la Procuradora Fiscal que la Corte hace suyo).

· Para aplicar la exención prevista en el art. 34 de la reglamentación de la ley del IVA en relación a la actividad realizada por una empresa para una línea aérea, puede discutirse si son o no parte del propio transporte internacional la venta de pasajes o bien las actividades en el aeropuerto ligadas al transporte de personas, cargas y correo, sobre las que la empresa ejerce poder de supervisión, pero aun en caso de respuesta negativa, su conexidad con éste resulta indudable (del dictamen de la Procuradora Fiscal que la Corte hace suyo).

· Las comisiones percibidas como retribución por tareas de administración realizadas por una empresa para una línea aérea, que no se limitan a complementar el transporte internacional de pasajeros y cargas en sí mismo, ni tienen el objeto exclusivo de servirlo, no se hallan comprendidas en la exención prevista en el art. 34 de la reglamentación de la ley del IVA y, por lo tanto, deben ser alcanzadas por el gravamen según lo previsto en el art. 3º, inc. e), punto 21, de la ley del tributo (del voto en disidencia de los Dres. Highton de Nolasco y Rosatti).

EL SERVICIO DE TV EN LAS HABITACIONES DE LOS HOSPITALES O CENTROS DE SALUD NO SE ENCUENTRA EXENTO EN EL IVA

Causa: “Locatelli, Gabriel” TFN, SALA “A” del 26/02/2019

· La cuestión a resolver en la especie refiere a determinar si el servicio que presta la actora, consistente en la “explotación exclusiva del servicio de televisores” al Hospital Italiano de la Plata se encuentra exento en virtud de la aplicación del artículo 7 de la ley del Impuesto al Valor Agregado. Entiende el recurrente que tal disposición le resulta aplicable por ser su prestación accesoria del servicio de hospitalización.

· Bajo tales pautas hermenéuticas se ha concluido que la "asistencia" a la que se refiere la norma es la "sanitaria, médica o paramédica" que se enuncia en la primera parte y que el objetivo de la exención fue evitar la aplicación del tributo sobre todas las actividades humanas directamente dirigidas a preservar la salud de los habitantes, precaver y curar enfermedades. Por otra* parte, toda la norma se refiere, en sus diversos incisos, a servicios prestados por profesionales de la salud en sus diferentes especializaciones o por auxiliares técnicamente calificados.

· Cabe señalar que es conteste la doctrina jurisprudencial en considerar a la norma exentiva bajo examen como una unidad conceptual que incluye a las diversas formas que adquiere la prestación de servicios realizados con el objetivo que la propia / norma enumera y que se vincula con la realización de servicios prestados por los profesionales de la salud en sus diversas áreas (médicos, psicólogos, fonoaudiólogos, etc.) (vid. ente muchos otros, CNACAF, Sala IV, "Farmia S.A. c/DGI", 2/5/04; Sala I, "AIM Asistencia Integral de Medicamentos S.A.", 1/10/08 y T.F.N., Sala C, "Iter S.A.", 12/5/2011; "Farminter S.A.", 4/5/04, etc.).

· De lo expuesto, puede colegirse que no toda prestación relacionada con la medicina puede encuadrarse en la exención, pues la clara intención del legislador es apartar de la tributación los servicios tendientes a la efectiva atención medica de los pacientes con miras a su curación, prevención y restablecimiento y a aquellos servicios que, sin tener vinculación directa con la medicina, complementen y asistan al servicio principal, como por ejemplo, el transporte de enfermos.

· En ese contexto, han de analizarse los agravios de la recurrente que entiende que la prestación de sus servicios se encuentra exenta porque son accesorios al servicio de hospitalización, más específicamente, vinculado a la hotelería hospitalaria.  Es por ello, que resulta imperioso precisar conceptos tales como "servicios de hospitalización" y "hotelería hospitalaria" con el objeto de determinar el alcance de la exención y su aplicación por accesoridad, criterio seguido por el Vocal Instructor. 

· Según la Organización Mundial de la Salud, el hospital es parte integrante de una organización médica y social cuya misión consiste en proporcionar a la población una asistencia médico sanitaria completa, tanto curativa como preventiva y cuyos servicios externos irradian hasta el ámbito familiar. El hospital es un centro de formación de personal médico, sanitario y de investigación bio-social. Para el Diccionario de Ciencias Médicas Dorland, el Hospital es un establecimiento público o privado en el que se curan los enfermos, en especial aquellos carentes de recursos. Es una institución organizada, atendida y dirigida por personal competente y especializado cuya misión es la de proveer, en forma científica, eficiente, económica o gratuita, tos complejos medios necesarios para la prevención, el diagnóstico y el tratamiento de las enfermedades y para dar solución, en el aspecto médico, a los problemas sociales.

· Debe contar con elementos y dependencias destinados a la preparación de profesionales especializados en los diversos campos de la ciencia médica, con personal técnico auxiliar, y ha de mantener contacto con otros hospitales, escuelas de medicina y cualquier otra institución empeñada en el cuidado y en mejoramiento de la salud pública, (vid. "El Hospital: concepto y funcionamiento histórico", en Nación & Salud, el periódico online de la Red Argentina de Salud).

· Señala dicho artículo que, si bien en el pasado el hospital cumplía funciones de albergue y apoyo espiritual, en la actualidad tiene tres funciones específicas: atención médica (promoción de la salud, prevención de enfermedades, recuperación de la salud y rehabilitación del paciente); educación de su propio personal, de la comunidad en general y de la universitaria e investigación médica y administrativa.

· De lo expuesto puede afirmarse que el principal objetivo de un hospital (sea público o privado) es realizar un diagnóstico correcto y proporcionar el tratamiento y los cuidados asistenciales adecuados a la situación clínica del paciente ingresado hasta el momento del alta, buscando satisfacer tanto sus expectativas de cura y prevención como las de sus familiares y acompañantes, para lo que deberá utilizar la mejor evidencia científica y proporcionar la mejor información para fomentar su autocuidado una vez que se abandone la internación.

· Es por ello, que en lo que hace a sus recursos materiales, su evolución ha sido notoria. "En la actualidad, requiere un edificio excepcionalmente complejo en su planeamiento, construcción, operación y mantenimiento, integrándose al ámbito urbano, orientado según factores climáticos con espacios y circulación sistematizados. En lo posible deben estar rodeados por espacios verdes, con estacionamiento para vehículos y buena iluminación, procurando que la construcción tenga la máxima flexibilidad posible". Idéntica evolución ha sufrido el material y equipo técnico para el diagnóstico y tratamiento, (vid. artículo citado)

· A partir de estos conceptos, podemos definir al "servicio de hospitalización" como aquél destinado a la permanencia de pacientes para su diagnóstico, recuperación y/o tratamiento y sus ambientes anexos requeridos para el trabajo de enfermería; se relaciona básicamente con los servicios de apoyo, diagnóstico y tratamiento, quirúrgicos, obstétricos, de cocina y lavandería. Para su prestación, se debe contar con área exclusiva y con circulación restringida; un área de registro de pacientes que ingresan al servicio; disponer de servicios de apoyo diagnóstico y terapéutico y disponibilidad las 24 horas.

· El ambiente destinado a la hospitalización del paciente debe tener dimensiones mínimas (16 m2) y contar con unidad sanitaria completa. Cada habitación debe estar equipada con sistema de llamado de enfermeras, alarmas de equipo de monitoreo, teléfonos. El diseño debe considerar la iluminación y ventilación natural teniendo en cuenta que las ventanas ocupan un aspecto importante en la orientación sensorial que refuerza la orientación día/noche del paciente. Las habitaciones deben ser preferiblemente individuales para asilara los pacientes entre sí, brindándoles privacidad y evitar la propagación de infecciones. Es conveniente instalar iluminación de penumbra que no interfiera el descanso del paciente (el destacado es propio). (Cfr. Manual Gura para el Diseño Arquitectónico. Servicios de Hospitalización. Bogotá, 2010).

· En lo que concierne a la hotelería hospitalaria, se la puede definir como el sector dentro de la Institución de salud, responsable de procurar el bienestar del paciente durante el tiempo de estadía en el centro de salud, cuidando el buen funcionamiento y mantenimiento edilicio, de las instalaciones en general, el cuidado de la limpieza e higiene, el servicio de comida bien preparado no sólo en nutrición y dietética, sino en la presentación de los alimentos inclusive para las dietas especiales, y el manejo de personal entrenado y relacionado con la atención y el trato profesional de la hotelería, entre otras actividades. La importancia de ' este sector está dada únicamente por el paciente. (Vid. Conde Soladana, Carmen, "Los servicios de hostelería hospitalaria ¿Comunicamos?, en IV Seminario Nacional de Hostelería Hospitalaria; 2002, Gijón, España). Se ha dicho que en la actualidad se pretende otorgar el mayor confort posible a los pacientes e integrarlos al objetivo del centro de salud. De allí que el confort será el mobiliario, control de ruido, conservación, control de temperatura, humedad, luminosidad y seguridad (conf. Aramburu, Amenabar, "El confort en un centro privado", en II Seminario Nacional de Hostelería Hospitalaria, Granada, España, 2001) [ambos autores citados en tesis de Urquiza, Mariela Sol; UAI, Facultad de Turismo y Hospitalidad, Licenciatura en Hotelería, Buenos Aires, noviembre de 2005, acompañada por el recurrente como prueba documental N° 5)).

· En atención al desarrollo efectuado, entiendo que los servicios que presta el recurrente no pueden considerarse accesorios del / servicio de hospitalización. En efecto. Más allá de los esfuerzos que realiza no puede concluirse que la televisión constituya un / servicio vinculado con el objetivo central de los hospitales, el que ha quedado claramente definido como destinado a la prevención y cura de los pacientes, en un ámbito en el que deberá apegarse a determinados estándares que conlleven a satisfacer aquél objetivo central, cual es en definitiva, el médico.

· En esa dirección la misma jurisprudencia administrativa que cita en apoyo de su petición es contundente en concluir que la exención se dirige a eliminar todo gravamen sobre actividades que se dirijan a la cura, prevención y restablecimiento del paciente. Así, los dictámenes de la administración fiscal refieren a la provisión de medicamentos a pacientes internados (Dictamen 16/2001) o a las prótesis odontológicas (105/96). Incluso, el fallo de la Cámara Nacional del Trabajo que cita, al referirse al servicio de hotelería brindado en el ámbito de una clínica, refiere a la prestación del servicio gastronómico, que se encuentra normalmente vinculado con la alimentación que debe recibir un paciente.

· Tampoco aporta elementos que abonen su tesis la contestación al oficio librado al Sanatorio Mater Dei, pues no se discute si los servicios auxiliares u hoteleros son complementarios de los servicios médicos o parámedicos, sino si los servicios que presta la recurrente pueden incluirse entre aquéllos, sobre lo que la oficiada no se expide.

· Ello así, considero que debe concluirse que la prestación del servicio de televisores en las habitaciones de los hospitales o centros de salud no puede considerarse un servicio accesorio al de hospitalización. Lo contrario implicaría alejarse del fin que tuvo ÍI cuenta el legislador al establecer la exención.

· Voto de la mayoría (Laura Guzmán y José l. Perez) en disidencia (Rubén Marchevsky).

PROCESAMIENTO DE UNA SRL POR EL DELITO DE APROPIACIÓN INDEBIDA DE TRIBUTOS

Causa: “S.S. SRL” CNAPE, Sala “A” del 15/5/2019

· En cuanto a la orden de procesamiento de S. S.R.L., si bien la determinación no se ajusta a lo previsto en la ley procesal que solo contempla el dictado de esa clase de ordenes respecto de personas de existencia visible, lo cierto es que trata de un pronunciamiento que se ajusta a lo previsto por el Régimen Penal Tributario toda vez que la persona ideal debe responder por los delitos tributarios cometidos en su nombre o beneficio o con su intervención (conf. artículo 13 del Régimen Penal Tributario, según texto aprobado por el artículo 279 de la ley 27.430). 

EL DELITO DE INSOLVENCIA FISCAL FRAUDULENTA REQUIERE DE LA TOMA DE CONOCIMIENTO DE LA INICIACIÓN DE UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO QUE SE CONFIGURA CON LA NOTIFICACIÓN DE LA O.I.

Causa: “Pabuelo SA; Viola, Hernán José” Cam. Fed. Cordoba, Sala “A” del 16/4/2019

· En relación al delito de insolvencia fiscal fraudulenta que se endilga en autos, en calidad de autor, al imputado Hernán José Viola -en carácter de representante de la empresa Pabuelo S.A.-, la maniobra que se investiga habría consistido en la transferencia intempestiva, luego de haber tomado de conocimiento de la inspección iniciada por el Fisco, de ocho vehículos automotores pertenecientes a dicha empresa, a los fines de frustrar, en todo o en parte, obligaciones tributarias debidas al Fisco.

· Para sustentar el auto de mérito impugnado, el Juez Interviniente tuvo en cuenta el cúmulo de pruebas incorporadas en autos consistentes en la denuncia formulada por AFIP-DGI; el informe de la Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad Automotor y el cuerpo administrativo de AFIP-DGI obrante en el cuerpo N°1.

· En tal sentido señaló que, la contribuyente Pabuelo S.A. tomó conocimiento del inicio de la inspección correspondiente al impuesto a las ganancias, por los períodos fiscales 2007 y 2008 y del impuesto al valor agregado, desde el 10/2007 al 05/2008, con fecha 23.05.2011, conforme surge del Formulario 8000 correspondiente a la OI N°623586.

· Asimismo, entendió que la conducta analizada encierra otras circunstancias que, en su conjunto, permiten presumir que el nombrado habría tenido la intención deliberada de insolventar la empresa Pabuelo S.A. a los fines de frustrar las acreencias del Fisco.

· Además, el Juez tuvo en cuenta que el destinatario de la mayoría de los bienes transferidos no resultó ser un tercero ajeno al imputado, sino quien fuera al momento de los hechos la cónyuge del imputado Viola, María Inés Servini.

· Por ello, el Inferior señaló que existen pruebas de cargo suficientes que ameritan el dictado del auto de procesamiento en contra del imputado Hernán José Viola, por considerarlo autor penalmente responsable del delito de insolvencia fiscal fraudulenta –un hecho- conf. art. 306 del CPPN. 

· Conforme lo expuesto, a los fines del análisis de los concretos motivos de agravio expuestos por el impugnante, que procuran conmover la decisión jurisdiccional, he de analizar el hecho investigado a la luz de los requerimientos del tipo penal en juego.

· En tal sentido, el delito de insolvencia fiscal fraudulenta del art. 10 de la Ley 24.769 -derogado por el art. 280 y contemplado actualmente en el art. 9 del nuevo régimen penal tributario previsto por el art. 279 de la Ley 27.430- dispone que será reprimido con prisión el que habiendo tomado conocimiento de la iniciación de un procedimiento administrativo o judicial tendiente a la determinación o cobro de obligaciones tributarias o de aportes previsionales, o derivadas de la aplicación de sanciones pecuniarias, provocare o agravare la insolvencia, propia o ajena, frustrando en todo o en parte el cumplimiento de tales obligaciones.

· Por ello, el tipo objetivo previsto por la figura penal en trato, reprime las conductas típicas de “provocar” o “agravar” un estado de insolvencia patrimonial, mediante la realización de ciertas maniobras que no permitan a su titular el cumplimiento de obligaciones de naturaleza fiscal.

· Es decir, la figura penal bajo examen exige que las maniobras típicas sean realizadas con posterioridad a la toma de conocimiento de la existencia de un procedimiento administrativo o judicial tendiente a la determinación o cobro de obligaciones tributarias o de aportes previsionales.

· Además, como consecuencia de tales comportamientos defraudatorios, el tipo penal de insolvencia fiscal fraudulenta requiere que el sujeto, sea persona física o jurídica, se encuentre en un estado de impotencia patrimonial de tal magnitud que el Fisco vea frustrada –en todo o en parte- su pretensión respecto del cobro de las obligaciones tributarias respectivas.

· Por su parte, en lo que respecta al tipo subjetivo, la figura penal en trato exige dolo directo en la conducta del sujeto, cuyo concepto debe ser entendido como el conocimiento y voluntad de la completa realización del tipo objetivo.

· En concreto, al imputado Hernán José Viola, en carácter de director titular de la firma Pabuelo S.A., se le endilga haber transferido intempestivamente y a los fines de no permitir al Fisco el cobro de la obligaciones tributarias, ocho automóviles de propiedad de dicha empresa.

· En base a lo señalado, la defensa técnica del imputado aduce que las transferencias de los bienes en cuestión fueron realizadas con anterioridad a la vista del art. 17 de la Ley 11.683, por lo cual, entiende que en autos no se encuentra configurado el requisito típico del delito de insolvencia fiscal fraudulenta que exige el conocimiento efectivo por parte del imputado del inicio de un procedimiento administrativo o judicial en su contra.

· Ahora bien, en orden a los agravios expuestos por la defensa cabe señalar que la vista del art. 17 de la Ley 11.683 a la que refiere, consiste en la notificación de la resolución del Juez administrativo, donde se dispone la impugnación de las declaraciones juradas presentadas por la contribuyente Pabuelo S.A. y el inicio del proceso de determinación de oficio tendiente a determinar las deudas fiscales correspondientes.

· Cabe agregar que, en esta instancia administrativa, el contribuyente puede prestar consentimiento del ajuste practicado por el Fisco, en cuyo caso no será necesario, pues, el dictado de la resolución determinado de oficio la obligación tributaria (art. 17, 7° párrafo, ley 11.683).

· Sobre dicha circunstancia, corresponde aclarar que la resolución de AFIP-DGI que dispuso la iniciación de dicho procedimiento administrativo es el resultado de un proceso de verificación y fiscalización previo, que se realizó respecto de la situación fiscal de la contribuyente de conformidad a las facultades conferidas al Fisco por los arts. 33 y 35 de la Ley 11.683.

· Durante la tramitación de dicho proceso de verificación y fiscalización el Organismo Fiscal, se limita a recabar información y prueba necesaria para efectuar los cargos y liquidaciones proyectados que, de no ser conformadas por los sujetos, darán lugar a la base de determinación de las obligaciones tributarias a cumplimentar.

· Por ello, al momento de la notificación de la vista del art. 17 de la Ley 11.683, el Organismo Fiscal cuenta ya, a dicha altura del sumario administrativo, con elementos suficientes que le permiten vislumbrar, en mayor o menor medida, la naturaleza de las obligaciones fiscales correspondientes, de acuerdo con la materia y hechos imponibles por él investigados. 

· Sin embargo, a los fines de analizar el elemento cognoscitivo del tipo penal en trato, cabe tener en cuenta que la notificación a la contribuyente tiene como finalidad que éste pueda prestar el consentimiento del ajuste practicado por el Fisco y no hacerle conocer la existencia de un procedimiento administrativo tendiente a la determinación y cobro de obligaciones tributarias.

· Por ello, considero que la exigencia del tipo penal de haber tomado conocimiento de la iniciación de un procedimiento -administrativo o judicial- tendiente a la determinación de una deuda tributaria, no excluye a todos aquellos actos que, siendo distintos de la vista del art. 17 de la ley de rito, cumplen con tal finalidad.

· En tal sentido, la Cámara Federal de Casación Penal, en un análisis profundo de la cuestión planteada, citando a Osvaldo H. Soler, ha expresado que “el procedimiento administrativo es un íter, un camino, que en materia tributaria se inicia con la notificación del comienzo de la inspección y se desarrolla durante el curso de la misma hasta culminar con el veredicto de que no existe objeción en punto al cumplimiento de las obligaciones fiscales…o, bien, en cambio, con la convicción de la existencia de interés fiscal que de lugar a la resolución determinativa de tributos, una vez agotado el procedimiento de determinación de oficio. En función de las ideas precedentemente expuestas, dicho Tribunal, sostuvo que “las tareas de inspección constituyen el inicio del procedimiento administrativo al que alude el artículo en estudio. En efecto, si bien el citado artículo 17 de la ley 11.683 dispone que el procedimiento de determinación de oficio se iniciará, por el juez administrativo, con una vista al contribuyente o responsable de las actuaciones administrativas y de las impugnaciones o cargos que se formulen”, no podemos dejar de recordar que el supuesto previsto en el citado artículo 10 de la ley 24.769 por tratarse de una figura cuya consumación es independiente de la cuantificación de la deuda, es uno de aquellos en los que no se requiere la determinación de la misma previa formulación de la denuncia. Así como tampoco debemos omitir que esta norma requiere el conocimiento del inicio de un procedimiento “tendiente a la determinación de o cobre de obligaciones” (el subrayado nos pertenece), y no como erróneamente interpretó el a quo, la notificación de “…la determinación de diferencias entre los montos declarados y los ajustados por el órgano fiscalizador” (CNCP, autos “SCALBI, Juan Carlos s/ rec. de casación” Sala III, resolución del 25.03.2008”). 

· Siguiendo tales lineamientos, considero que en el caso de autos el primer acto válido de toma de conocimiento de la existencia del procedimiento administrativo tendiente a la determinación del cobro de obligaciones tributarias por parte del imputado Hernán José Viola, en calidad de director titular de la empresa Pabuelo S.A., fue la notificación de fecha 23.05.2011, mediante la cual se le hizo saber de la Orden de Intervención N° 623586 que dio comienzo a la fiscalización en contra de la firma respecto de las obligaciones correspondientes al impuesto a las ganancias respecto de los períodos fiscales 2007 y 2008 y del impuesto al valor agregado, desde el 10/2007 al 05/2008(fs. 2 del cuerpo N°1, “AFIP-DGI. Contribuyente Pabuelo S.A., cuerpo ganancias). 

· Por lo tanto, el planteo defensivo que pretende adjudicar a la notificación de la vista del art. 17 de la ley 11.683, la calidad de único acto válido de toma de conocimiento de la existencia de un procedimiento administrativo tendiente al cobro de obligaciones fiscales por parte del imputado Hernán José Viola, no puede prosperar.

· Consecuentemente, teniendo en cuenta que la transferencia de los bienes registrables en cuestión –ocho vehículos- fue realizada entre el 22.07.2011 y el 14.09.2011 y la toma de conocimiento por parte del imputado Viola respecto del inicio del procedimiento administrativo tendiente a la determinación del cobro de obligaciones tributarias, fue de fecha anterior, esto es, el 23.05.2011, estimo que se encuentra configurado el elemento cognoscitivo del tipo penal de insolvencia fiscal fraudulenta investigado en autos.

· Por lo demás, corresponde señalar que las maniobras típicas endilgadas al imputado Hernán José Viola, en calidad de director titular de la empresa Pabuelo S.A., resultan idóneas para provocar o agravar la insolvencia de la empresa Pabuelo S.A., toda vez que la mayoría de ellos fueron adquiridos por su cónyuge María Inés Servini. Ello evidencia, a las claras, la intención de desapoderar a la empresa de sus bienes, provocando y agravando su insolvencia a los fines de frustrar -en todo o en parte- el cobro de las obligaciones fiscales debidas al Fisco.

· Por último, cabe agregar que no obra evidencia en la causa que de cuenta de una situación de divorcio a la fecha del desapoderamiento de los bienes citados que a esta altura del proceso permita descartar la concurrencia del dolo exigido por la norma por parte del imputado. Por consiguiente, no cabe atender la objeción formulada en este sentido. 

· Por lo tanto, conforme lo expuesto y en función de que de la prueba colectada surgen cumplimentados, con el grado de probabilidad requerido, los extremos objetivos y subjetivos de la imputación que pesa sobre Hernán José Viola, en calidad de autor, en los términos del art. 10 de la Ley 24.769, hoy art. 9 del régimen penal tributario previsto por el art. 279 de la Ley 27.430, debe confirmarse el procesamiento dictado en su contra. 

· Considero que debe confirmarse la resolución dictada con fecha 28 de agosto de 2018 por el Juez Federal de Río Cuarto en cuanto dispuso el procesamiento del imputado Hernán José Viola(DNI 10.483.452) –en carácter de director titular de la firma Pabuelo S.A.- como supuesto autor del delito de insolvencia fiscal fraudulenta contemplado por el art. 10 de la Ley 24.769, hoy art. 9 del régimen penal tributario previsto por el art. 279 de la Ley 27.430 (arts. 45, del CP y 306 del CPPN). Sin costas.

IMPROCEDENCIA DE LA APLICACIÓN DEL INSTITUTO DE REPARACIÓN INTEGRAL DEL PERJUICIO ANTE LA EXISTENCIA DE UN REGIMEN EXTINTIVO PROPIO

Causa: “Globoaves Argentina SA” CNAPE, Sala “B” del 3/5/2019

· Por el artículo 59 inciso 6 del Código Penal se establece: “La acción penal se extinguirá…6) Por conciliación o reparación integral del perjuicio, de conformidad con lo previsto en las leyes procesales correspondientes”. 

· Esta disposición de fondo puede tener aplicación con relación a aquellos delitos respecto de los cuales pueda caber una conciliación o una reparación integral del perjuicio ocasionado, siempre y cuando no mediaren respecto de los mismos disposiciones de leyes penales especiales que contemplen preceptos que la hagan inaplicable por contrariedad con la regla genérica (artículo 4 del Código Penal

· Por el artículo 16 de la ley 24.769 (texto según ley 26.735; que se encontraba vigente a la fecha de comisión de los hechos investigados), se contempla un modo particular de alcanzar la extinción de la acción penal por el cumplimiento de las obligaciones evadidas, el cual puede tener lugar en las circunstancias precisadas por aquella norma, esto es de manera espontánea. 

· El cumplimiento de las obligaciones evadidas podría equipararse, sin necesidad de ingresar en comparaciones más precisas y en términos de los alcances prácticos del mismo, a la reparación integral del perjuicio ocasionado por un delito, lo que permite advertir que en la materia de la que se trata se encontraba vigente un régimen especial y diferenciador del general contemplado por el artículo 59 inc. 6 del Código Penal, razón por la cual, para que puedan producirse los efectos pretendidos por el recurrente debe verificarse si en el caso concurren los demás requisitos previstos por la ley penal especial con respecto a los delitos del denominado Régimen Penal Tributario.

· En los supuestos en los que se investigan hechos a los cuales resultan aplicables las previsiones de la ley 24.769, no es posible alcanzar los efectos propios de la norma contenida en el art. 59 inciso 6 del Código Penal, pues estos han sido previstos por el legislador especialmente para los delitos del Régimen Penal Tributario, desplazando, por especialidad y oposición, las previsiones del Código Penal citadas, por aplicación de la previsión expresa del art. 4 de ese mismo cuerpo normativo. 

· La incongruencia o la falta de previsión no se suponen en el legislador (Fallos 304:954, 1733 y 1820; 306:721; 307:518; 314:458, entre otros), y es de destacar que al momento de dictarse la ley 27.147, que incorporara el inc. 6 del artículo 59 del Código Penal, estableciendo una forma nueva de extinción de la acción penal, se encontraba vigente el artículo 16 de la ley 24.769, el cual no fue derogado por el legislador, por lo que corresponde concluir que, en materia de los delitos de la ley penal tributaria, aquél pretendió mantener un régimen especial diferente al contemplado por el artículo citado del Código Penal, pues en caso de haber querido que para los delitos previstos por aquella ley rigieran todas las disposiciones generales sobre la extinción de la acción penal, le hubiese bastado con suprimir la norma diferenciadora especial para dar lugar a la aplicación de aquéllas. 

· En este mismo orden de ideas, es importante resaltar que, por el Régimen Penal Tributario introducido por el artículo 279 de la ley 27.430, ley posterior a la que produjera la incorporación del inciso 6 del artículo 59 del Código Penal, el legislador mantuvo un sistema especial de extinción de la acción penal con respecto a algunos delitos previstos por aquel Régimen (art. 16 del nuevo régimen), muestra inequívoca de que, en este aspecto, en materia penal tributaria, no ha querido estar a las disposiciones generales del Código Penal.

RECALIFICACIÓN DE LA CONDUCTA DE UN CONTRIBUYENTE ANTE LA FALTA DE IMPUTACIÓN DEL ARDID
Causa: “Martínez, Jorge” CCAF, Sala III del 21/2/2019

· La multa por defraudación fiscal aplicada en el impuesto sobre los bienes personales por el período 2006 debe ser reencuadrada en la figura culposa prevista por el art. 45 de la ley 11.683, pues el fisco no imputó al contribuyente ningún ardid que haga presumir la existencia de una conducta fraudulenta por parte del contribuyente, advirtiéndose la existencia de omisión de impuestos. 

· En igual sentido “Instituto de Lenguas Modernas SA” CCAF, Sala IV del 11/12/2018.

· La resolución del fisco que aplicó sendas multas por defraudación fiscal al contribuyente que habría omitido declarar bienes mediante la falta de presentación de las declaraciones juradas de los períodos fiscales 2007, 2008 y 2009 del impuesto sobre los bienes personales, debe ser revocada, pues no sólo se advierte la falta de fundamentación del acto, sino que aquel presentó declaraciones juradas omitidas con anterioridad a la vista del art. 17 de la ley de rito, encontrándose amparada por lo dispuesto por la Instrucción General 6/2007. 

· En igual sentido “Escobar, Damian” CCAF, Sala III del 2/2/2017.

· La autoridad del organismo recaudador competente, a través de la Instrucción General 6/2007, emitió una regla de carácter general, que establece una pauta que debe ser seguida por sus inferiores, salvo que estos encuentren en el caso específico ciertas particularidades que justifiquen apartarse de la misma. 

EL INGRESO DEL IMPUESTO ESPECIAL A LAS GANANCIAS DE LAS DIFERENCIAS SALARIALES E INDEMNIZATORIAS POR DESVINCULACIÓN LABORAL

Causa: “Peirano, Leopoldo” TFN, Sala “B” del 4/10/2018

· Señalado ello, en el presente caso, corresponde como cuestión previa al análisis de la cuestión de fondo analizar si en el caso concreto la Administración ha realizado una interpretación y aplicación correcta de las disposiciones del régimen en crisis que tiene como consecuencia las determinaciones apeladas en autos.

· En el particular, conforme se relató, tal como surge de los antecedentes administrativos que corren por separado el contribuyente de autos presentó la declaración jurada (F.958) donde declara correctamente la tenencia de un inmueble por $1.225.000 en el inciso b), por otro lado, -a fs. 10 del mismo cuerpo- luce el F1205 presentado aplicando la alícuota del 1% inciso d) del art. 27 de la Ley 26.476. -hechos que no son discutidos por las partes- En virtud de ello, la AFIP interpretó que correspondía el ingreso de la alícuota del 6% entendiendo que el acogimiento era inválido y generaba la pérdida de los beneficios del régimen.

· Como puede observarse de la normativa citada y de su debate parlamentario el régimen bajo análisis libera de todo tipo de impuesto vigente a la repatriación y lo reemplaza por un impuesto especial muy bajo y de acuerdo a una tabla según la forma que adopte la inversión, liberando asimismo de la obligación de declarar el origen del dinero.

· Ello así, se crea un impuesto especial -que requirió la mayoría agravada de los miembros- para su aprobación. Asimismo, cabe destacar que el artículo 39 de la ley establece que el impuesto especial se regirá por la ley 11.683 y que su aplicación, percepción y fiscalización estará a cargo de la Administración, en efecto, adelantamos que en el particular el Organismo debió proceder a determinar el impuesto especial ingresado en defecto y no efectuar el decaimiento de los beneficios del régimen.

· En ese sentido, debe interpretarse la normativa evitando poner en pugna sus disposiciones. Ello así, cabe destacar que de ellas, no surge que el pago del impuesto especial en defecto produzca el decaimiento de los beneficios otorgados en la normativa, el impuesto fue ingresado por el contribuyente y se establece en la ley el mecanismo que el organismo fiscal deberá llevar a cabo a efectos de reclamar de existir una diferencia. Así como también, a contrario sensu, en el caso de abonarse un mayor impuesto especial, el contribuyente podrá solicitar de corresponder la diferencia abonada en exceso.

· En definitiva, el ingreso en menos del impuesto especial habilita al Fisco Nacional a efectuar el procedimiento determinativo de dicho impuesto, intimar los intereses que correspondan y aplicar las sanciones correspondientes. Asimismo, en el caso en que el contribuyente abone de más el impuesto especial lo habilita a iniciar la acción de repetición.

· Cabe señalar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa “López, Eduardo c/Dirección General Impositiva” de fecha 10/05/1972 (Fallos 282:380) expresó “5°) Que no cabe, pues, deducir del incumplimiento a las disposiciones de ese decreto-ley consecuencias más gravosas para el contribuyente y que no se encuentran incluídas en la norma, so pretexto del carácter restrictivo del beneficio por él instituido cuando, como en el caso, la presentación fue hecha en término, a pesar de que pudiera haber resultado errónea o adolecer de las insuficiencias de que hizo mérito el Fisco en su momento”.

· En conclusión, en el caso particular, el contribuyente declaró correctamente el bien exteriorizado en el inciso que correspondía (b), observándose un error en el cálculo del impuesto especial ingresado, supuesto que no conlleva el decaimiento de los beneficios. Más aún, no podría interpretarse como intenta explicar el fisco que se da el supuesto previsto en el art. 61 de la RG N°2650 ya que se refiere a formularios rectificativos, y no originales, como en el caso de autos.

· Ello así, teniendo en cuenta el caso reseñado y en una interpretación armónica de las disposiciones de la normativa bajo análisis, cabe concluir que también en este régimen, se apunta a que haya una presentación simultánea de la declaración y del impuesto especial, no así de su exactitud que puede ser subsanado como bien surge de la respuesta a la consulta efectuada por el propio Organismo Fiscal. Más aún prevé la normativa que el impuesto especial en crisis será fiscalizado por la Administración aplicando la ley N° 11.683 a esos efectos de lo contrario, nunca la AFIP desplegaría sus atribuciones de fiscalización del gravamen que fueron regladas.

· Por lo expuesto, corresponde dejar sin efecto las resoluciones recurridas, las costas se imponen por su orden en atención a lo novedoso del tema en discusión.

GRAVABILIDAD EN EL IMPUESTO A LAS GANANCIAS DE LAS DIFERENCIAS SALARIALES E INDEMNIZATORIAS POR DESVINCULACIÓN LABORAL

Causa: “Gowland, Ricardo Gustavo” TFN, Sala “D” del 24/9/2018

· La cuestión a resolver se refiere a decidir si la suma pagada bajo el concepto “diferencias salariales e indemnizatorias” al producirse la desvinculación laboral, resulta o no alcanzada por el Impuesto a las Ganancias. 

· En la documentación agregada en las actuaciones administrativas se encuentra la copia del recibo de haberes del Sr. Gowland, período final junio 2010, en el que se detallan los distintos rubros abonados por la “liquidación final junio 2010 por despido art. 245 al 15/06/2010”, encontrándose el correspondiente a “indemnización por antigüedad” por el monto de $ 6.690.989,64, sin que, como lo expresa el recurrente, se haya practicado retención del Impuesto a las Ganancias sobre tal concepto, agregándose copia de la declaración jurada Rectificativa N° 2 período fiscal 2010 y su comprobante de presentación. 

· Del Acuerdo de Conciliación Laboral suscripto el 26/08/2010, homologado por la Autoridad Administrativa del Trabajo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires surge que el recurrente manifestó que comenzó a prestar servicios en relación de dependencia para la empresa Wells Fargo Advisor (Argentina) con fecha 01/06/1981, desempeñándose como representante legal hasta el día 30/04/2010 en que fue despedido sin causa. Asimismo, hace saber que su mejor remuneración mensual, normal y habitual del último año ascendió a $ 343.779,72. Por su parte, la empresa expresó que con motivo del despido corresponde que sean liquidadas diferencias salariales e indemnizatorias, y que al sólo efecto conciliatorio, sin que ello implique reconocer los hechos ni el derecho ofrece abonar la suma total y definitiva de $ 899.406,24; el que será neto de retenciones correspondientes al Impuesto a las Ganancias, siendo el importe bruto de $ 1.375.118,88, con la deducción del Impuesto a las Ganancias de $ 475.712,64, lo que arroja la suma de $ 899.406,24. Por último, el Sr. Gowland manifiesta que acepta la suma ofrecida, aclarando que recibida la misma, nada más tendrá que reclamar a la empresa (act. adm., fs 7/9).

· Ello así, se agrega copia de la constancia de retención por la suma reclamada de $ 475.712,64 con fecha 07/09/2010.

· Como fundamento de su pretensión, el recurrente afirma que la suma abonada en los términos del convenio celebrado responden al concepto de indemnización por antigüedad, por lo que no corresponde que se practique una retención en el Impuesto a las Ganancias al encontrarse fuera del objeto del gravamen la suma recibida bajo el rubro “diferencias salariales e indemnizatorias”, solicitando la devolución del importe retenido de $ 475.712,64. Mientras que el Fisco Nacional considera que en el convenio no se diferencian los conceptos sobre los que se pagó la suma que, según el recurrente, completaría la desvinculación laboral, por lo que el monto resulta imputado a todo rubro.

· El artículo 20 inciso i) de la ley del gravamen dispone que "están exentos del gravamen (...) las indemnizaciones por antigüedad en los casos de despidos y las que se reciban en forma de capital o renta por causas de muerte o incapacidad producida por accidente o enfermedad, ya sea que los pagos se efectúen en virtud de lo que determinan las leyes civiles y especiales de previsión social o como consecuencia de un contrato de seguro. No están exentas las jubilaciones, pensiones, retiros, subsidios, ni las remuneraciones que se continúen percibiendo durante las licencias o ausencias por enfermedad, las indemnizaciones por falta de preaviso en el despido (...)". 

· El ente fiscal al emitir la Resolución N° 205/2016 (DV NRR1) sostuvo que la suma cuya devolución se reclama fue abonada al solo efecto conciliatorio para evitar litigios sin que surja de los términos del convenio que sea en calidad de indemnización por antigüedad o responda a cualquier otro concepto que la ley del Impuesto a las Ganancias exima de su gravabilidad. Según el ente fiscal la suma abonada bajo el rubro “diferencias salariales e indemnizatorias” mediante el convenio pactado no es consecuencia de una indemnización por despido. 

· Si bien en el convenio celebrado el recurrente expresó que con fecha 30/04/2010 fue despedido sin causa, no aporta en autos, ni tampoco lo hizo al efectuar su reclamo en sede administrativa, ninguna constancia documental que permita diferenciar los rubros que componen el concepto abonado bajo el título “diferencias salariales e indemnizatorias” en orden a acreditar que la suma abonada tenga como causa jurídica la interrupción de la relación laboral, y no ésta en sí misma. Que por otro lado, en dicho convenio se estipuló la retención a practicarse por la empleadora sin que el recurrente haya formulado objeción alguna al suscribir el mismo. 

· No puede pasarse por alto, que al liquidarse el mes de junio de 2010, la empleadora le abonó la suma de $ 6.690.989.64 por indemnización por antigüedad, conforme surge del recibo acompañado, sin practicar retención por el Impuesto a las Ganancias, por lo que dicho monto es el que únicamente responde al concepto de indemnización por despido en los términos del art. 245 de la ley de Contrato de Trabajo, como lo entiende el ente fiscal sin que el recurrente logre desacreditar tal afirmación. Que además en dicha oportunidad se le liquidaron otros conceptos remunerativos e indeminizatorios, entre los que no se menciona a la indemnización por preaviso, lo que hace suponer que en el concepto de “diferencias salariales e indemnizatorias” podría encontrarse dicho rubro o cualquier otro de carácter salarial o remunerativo, originado en “ajustes” tal como lo sugiere la denominación que las partes le han otorgado al acuerdo. 

· El art. 2° de la ley del Impuesto a las Ganancias establece que a los efectos de esta ley son ganancias “…los rendimientos, rentas o enriquecimientos susceptibles de una periodicidad que implique la permanencia de la fuente que los produce y su habilitación...”, que al no surgir de autos que la suma cuya devolución se reclama sea consecuencia del distracto laboral, cabe concluir que la misma reviste carácter remuneratorio de la prestación laboral, reuniendo los requisitos de periodicidad y permanencia en la fuente exigidos, por lo que se encuentra alcanzada por el Impuesto a las Ganancias como ganancia de cuarta categoría proveniente del trabajo personal ejecutado en relación de dependencia según el art. 79 inc. b) de la ley del gravamen. Que la doctrina expuesta por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en las causas “Lorenzo, Amelia Beatriz c/DGI” de fecha 17/6/2009 y “Cuevas, Luis Miguel c/ AFIP - DGI s/ contencioso administrativo” del 30 de noviembre de 2010 y luego en "Negri, Fernando Horacio c/ E.N. - A.F.I.P.-D.G.I.” (15/07/2014) no resulta aplicable al caso de autos en atención a lo expuesto precedentemente. Por lo cual, corresponde rechazar la repetición intentada por el recurrente, con costas.

INCOMPETENCIA DEL TFN PARA ENTENDER EN LA DEVOLUCIÓN DE REINTEGROS DE IVA POR EXPORTACIÓN EN LOS RECURSOS INTERPUESTOS ANTES DE LA ENTRADA EN VIGENCIA DE LA LEY 27430

Causa: “Puerto Miñor SA” TFN, Sala “C” del 14/9/2018

· De acuerdo con los arts. 159 y el punto 5º del tercer párrafo del art. 76 de la ley de rito (con la modif. de la ley 27.430), que -de manera expresa- dispone que el recurso de apelación ante el Tribunal no será procedente respecto de actos mediante los que se intima la devolución de reintegros en concepto de IVA por operaciones de exportación, se hace lugar a la excepción articulada por el ente fiscal. 

· Los procesos en trámite pueden ser alcanzados por la ley nueva, que debe considerarse de aplicación inmediata siempre que ello no importe afectar la validez de los actos procesales cumplidos y que quedaron firmes bajo la vigencia de la ley anterior, siendo tal principio aplicable tanto a las normas referentes a la jurisdicción y competencia de los órganos judiciales como a las normas reguladoras de los procedimientos y de los actos procesales.

· El TFN a partir del acuerdo plenario “Curtiembre Fontela y Cía. SAIC” del 20/9/2000 sostuvo que no era competente para entender en los recursos de apelación deducido respecto de actos de la AFIP-DGI por los que se reclaman sumas reintegradas pretendidamente en exceso a los responsables, postura que se mantuvo hasta el 20/9/2017 en la que a través del plenario “Yusim SACIFIA” se decidió acatar el criterio a favor de la  competencia emergente del fallo también plenario emitido por la C. Cont. Adm. Fed. en la causa “Las 2 C SA”.

· Voto de la mayoría (Marmillon y Vicchi) en disidencia (Claudio Luis).

· En el mismo sentido “M. y A. Kalimar SA” TFN Sala “D” del 24/5/18 con votos de Gomez y O’Donnell (Martin en disidencia) y “SB Premoldeados SRL” Sala “A” del 16/4/2019 (en disidencia Guzman) y “Canepa Kopec y Asociados SRL” Sala “B” del 16/4/2019.

INCOMPETENCIA DEL TFN PARA ENTENDER EN UN RECURSO DE APELACIÓN POR RECHAZO DE UN PLAN DE FACILIDADES DE PAGO

Causa: “Oil M&S SA” TFN, Sala “C” del 28/2/2019

· Se declara de oficio su incompetencia para entender en el caso. Si bien la actora pretendió encuadrar el rechazo del plan de facilidades de pago (y no su caducidad –respecto de la que rige el art. 76, inc. 3, según ley 27.430-) en los términos de la ley 11.683, dentro del concepto “sanciones de otro tipo”, lo cierto es que el mismo no posee las características de una multa ni se trata de una sanción de naturaleza penal, sino que fue dictado con fundamento en el último párrafo del art. 84 de la ley 27.260, esto es, en el marco de las facultades que dicha ley y su resolución reglamentaria confieren a la AFIP para analizar las solicitudes de adhesión al régimen que aquélla dispuso. (Claudio Luis).

· El rechazo de un plan de pagos está relacionado con la etapa de recaudación fiscal. A dichos fines, en el Titulo II de la ley 27.260 se establece un régimen de regularización excepcional de obligaciones tributarias, de la seguridad social y aduaneras que alcanza a aquellos contribuyentes que hubieren incumplido dichas obligaciones, vencidas al 31/5/2016, siempre que no se encuentren incursos en ninguna de las causales de exclusión de dicho régimen (cfme. art. 84).

· Ello así, el hecho de que el fundamento del rechazo del plan haya sido que a la fecha de su presentación, el Presidente de la empresa y uno de los accionistas ya tenían un trámite penal por un delito de los enumerados en el inc. e) del art. 84 de aquella ley, en modo alguno puede considerarse como una sanción que habilite la competencia del Tribunal Fiscal, sino la consecuencia directa del incumplimiento de los requisitos legales para hacer uso del régimen de regularización en cuestión. (Viviana Marmillón).

APLICACIÓN DE LA LEY PENAL MAS BENIGNA AL DELITO DE SIMULACIÓN DOLOSA DE PAGO

Causa: “L, V.H.” Cam. Fed. Ap. Córdoba, Sala “A” del 29/3/19

· Tratándose de la configuración del delito de simulación dolosa de pago la ley 27.430 resulta aplicable en forma retroactiva, por ser más benigna con arreglo al art. 2º del Cód. Penal, ya que el legislador ha tenido en miras la desincriminación de determinadas conductas que hasta la sanción de la mencionada ley constituían un delito penal. 

· En igual sentido, “Pereyra, Liliana” CFA Cba Sala “A” del 8/3/2018.

IMPROCEDENCIA FORMAL DEL RECURSO DE APELACIÓN ANTE EL TFN EN LOS CASOS DE CADUCIDAD DE PLANES DE FACILIDADES DE PAGO
Causa: “S.B. Premoldeados SRL” TFN, Sala “A” del 18/6/18

· Se declara la improcedencia formal del recurso interpuesto, en función a lo dispuesto por el art. 76 de la ley 11683.

· Voto de la mayoría (Marchevsky y Magallon) en disidencia (Guzman).

· En igual sentido Sala D, en “M. Y. A. KALIMAR SA s/ apelación”, del 24/5/2018 (con voto en disidencia, por la incompetencia, del Dr. Martin) y Sala B, en “Canepa Kopec y Asociados SRL s/apelación”, del 16/42019.

· En sentido contrario, es decir, por la incompetencia, Sala C, en “Trabajandonet SA s/ apelación”, del 15/5/2018.

IMPROCEDENCIA FORMAL DEL RECURSO DE APELACIÓN ANTE EL TFN POR CADUCIDAD DE PLANES DE FACILIDADES DE PAGO

Causa: “Canepa Kopec y Asoc SRL” TFN, Sala “B” del 16/4/2019

· Se declara la improcedencia formal del recurso interpuesto, de acuerdo con lo dispuesto por el art. 76 de la ley 11.683, reformado por la ley 27.430.

· En igual sentido, Sala A, en “SB Premoldeados SRL s/apelación”, del 18/6/2018 (con voto en disidencia, por la incompetencia, de la Dra. Guzman) y Sala D, en “M. Y. A. KALIMAR SA s/apelación”, del 24/5/2018 (con voto en disidencia, por la incompetencia, del Dr. Martin).

· En sentido contrario, es decir, por la incompetencia, Sala C, en “Trabajandonet SA s/apelación”, del 15/5/2018.

LIBERACIÓN DE OBLIGACIONES TRIBUTARIAS PARA QUIEN PRESENTÓ LA DECLARACIÓN JURADA DE CONFIRMACIÓN DE DATOS LEY 27260

Causa: “Cemborain, Miguel Angel” TFN, Sala “A” del 24/9/2018

· En consonancia con ello, resulta oportuno recordar la Instr. Gral. A.F.l.P. 1.008/17 (DI PYNF) mediante la cual se establecieron los lineamientos y procedimientos a seguir en las investigaciones, fiscalizaciones o determinaciones de oficio en curso en las cuales el contribuyente hubiera adherido al régimen de exteriorización o presentado la declaración jurada de confirmación de datos.

· La referida norma dispuso en el "F.2.1. Casos en los cuales el contribuyente realizó la confirmación de ciatos (art. 85, Ley 27.260), incluyendo aquéllos que se encuentren en curso de discusión administrativa, contencioso administrativa a judicial, siempre que no posean resolución o sentencia firme de cualquier instancia. Estos casos, deberán ser descargados, sin interés fiscal, yo que no puede avanzarse sobre el ajuste potencial o pretensión fiscal notificada al contribuyente, en virtud de la liberación establecida en el art. 46 de la Ley 27.260 por haber confirmado datos, según el art. 85 de la mencionada ley".

· De lo expuesto, cabe señalar que no se evidencian las razones por las cuales el Fisco nacional pretende supeditar la dispensa a la presentación del F. 408. Más aún, con las particularidades que se dan en el presente caso. En efecto, tal como surge de las constancias de Autos, la actora efectuó la presentación de la declaración jurada de confirmación de datos con fecha 29/10/16, ésto es, con anterioridad al dictado de las resoluciones apeladas.

· En consecuencia, habiendo la recurrente cumplido con los requisitos exigidos por la ley y su reglamentación, corresponde que se la declare liberada de la obligación tributaria determinada en Autos.

TRATAMIENTO FISCAL DE UN FIDEICOMISO DE ADMINISTRACIÓN CON FIDUCIANTES-BENEFICIARIOS RESIDENTES EN EL PAÍS Y EN EL EXTRANJERO

Causa: “Fideicomiso Edificio La Favorita de Rosario” TFN, Sala “A” del 11/3/2019

· La construcción del artículo 69, en la parte pertinente, dispone la tasa del 35% para todos los fideicomisos constituidos en el país pero, en aquellos fideicomisos donde el fiduciante sea beneficiario, se regirán por las normas del artículo 49 y las del cuarto artículo sin número agregado a continuación del 70 del reglamento, esto es como ganancia de tercera categoría y en la forma proporcional que le atribuirá el fiduciario a cada fiduciante beneficiario.

· En cambio, en aquellos fideicomisos donde el fiduciante sea un beneficiario del exterior, no se aplicará dicha excepción y estarán sujetos a la tasa general del 35%.

· En ninguno de ambos supuestos queda plenamente establecido si la excepción o la excepción de dicha excepción aplican a tratar en forma distinta o general, según se trate de fiduciantes beneficiarios del país o del exterior, sólo a estos sujetos o si, su sola integración a un fideicomiso, arrastra al resto de los fiduciantes no beneficiarios o al resto de fiduciantes beneficiarios del país, respectivamente.

· Para simplificar este galimatías que propone una confusa técnica legislativa, digamos que si se trata de un fideicomiso no financiero, del país, integrado por todos fiduciantes beneficiarios del país, sin dudas se cumpliría en forma plena la excepción y todos ellos tributarían en forma personal por las rentas que le atribuiría el fiduciario. Ahora bien, si el fideicomiso estuviera compuesto por fiduciantes beneficiarios del país y uno solo de ellos no detentara ambas cualidades, por ejemplo fuera un fiduciante no beneficiario, no habría previsión explícita en la ley o reglamentación para tratar a éste último de manera distinta, por excepción, atribuyendo a los primeros su proporción de renta mientras que, el fideicomiso, como responsable por deuda ajena, liquidaría la renta del fiduciante no beneficiario y determinaría por éste el gravamen a la tasa del 35% para luego asignarle su participación.

· Por otro lado, si dicho el fideicomiso estuviera compuesto por todos fiduciantes beneficiarios y uno solo de ellos lo fuera pero residiera en el exterior, no habría previsión explícita en la ley o reglamentación para tratar a este último de manera distinta, por excepción de la excepción, haciendo tributar a él solo en cabeza del fideicomiso mientras que el resto de la renta se atribuiría en proporción a cada fiduciante beneficiario del país.

· En ambas situaciones se llegaría a entender que, al no poder realizar determinaciones del gravamen en forma mixta, la calidad de un solo sujeto haría perder la atribución personal de la renta.

· En este orden de ideas, el accionar de la actora no es susceptible de reproche, toda vez que el mismo consistió simplemente en aplicar las disposiciones vigentes respetando el sentido de la misma. Sobre el particular, vale aclarar que si bien es cierto que no existe una norma que explícitamente contemple una situación mixta como la presente, ello no puede significar de ninguna manera apartarse de la letra de la ley, correspondiendo aplicar, aunque sea de forma separada, los mecanismos allí previstos para cada supuesto.

· Bajo esta inteligencia, resulta acertada la posición de la actora que ante ausencia de preceptos que se adapten a su negocio imputó las ganancias del período a cada sujeto siguiendo las pautas contenidas en la Ley de Impuesto a las Ganancias.

· Nuestro máximo Tribunal dijo en la causa Logitex S.A. -sentencia de fecha 08/06/93- que: “... [l]a primera fuente exégesis de la ley es su letra...cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación la norma debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contemplados en aquélla.”

· Siendo ello así, es el propio Fisco Nacional quien se aleja de la literalidad de la ley al insistir con un planteo que subsiste sólo en su perspectiva, introduciendo una nueva metodología de liquidación del impuesto que -como ya se dijo- no se encuentra prevista en la ley ni tampoco puede ser inferido como lo hizo el Juez Administrativo en la determinación de oficio.

· En esta línea de pensamiento, es preciso destacar que del cuerpo normativo bajo estudio no surge que el tratamiento a dispensar sobre los fiduciantes-beneficiarios residentes y no residentes sea excluyente; es decir que al aplicarse un método, éste no pueda ser complementado con otro en razón de poseer cada sujeto una residencia distinta, prevaleciendo así un criterio uniforme independientemente de las condiciones específicas de cada beneficiario que resulta abiertamente contrario a las disposiciones de la propia ley.

INAPLICABILIDAD DE LA APLICACIÓN SUPLETORIA DE LA LEY 19549 AL CONTESTAR UNA VISTA DE ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS

Causa: “Sbasseiro, Oscar” CCAF, Sala II del 3/4/2019

· A continuación, corresponde analizar los agravios de la parte actora vinculados con el rechazo de las defensas de nulidad articuladas.

· Al respecto, cabe señalar que en relación al planteo vinculado con la resolución Nº 126/2012 -que al no haberse aplicado lo dispuesto en el art. 76 del decreto 1759/72, reglamentario de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos, no se consideró que el plazo para presentar la contestación de la vista se encontraba suspendido y, por lo tanto, la presentación efectuada no resultó extemporánea como lo resolvió el “juez administrativo”-, cabe formular algunas precisiones.

· Al respecto, no debe perderse de vista que la aplicación supletoria de una ley respecto de otra, procede para integrar una omisión en la normativa o para interpretar sus disposiciones y que se integren con otras normas o principios generales contenidos en otras leyes, resultando válido dicho procedimiento, en caso de ausencia, vaguedad o imprecisión de la norma que rige el caso y debiendo mediar previa autorización legislativa de carácter general.

· Una correcta hermenéutica de la normativa transcripta, efectuada a la luz de la literalidad de sus términos y siguiendo elementales pautas de orden lógico, permiten concluir -en sentido concordante con lo decidido por el Tribunal a quo-, que en este supuesto no corresponde la aplicación supletoria del reglamento de la L.N.P.A., en lo pertinente, pues la norma del art. 17 de la L.P.T. regula la situación allí contemplada, de un modo completo, no resultando necesaria por tal motivo la integración normativa.

· En otras palabras, no se discute si resultan o no de aplicación supletoria las disposiciones de la L.N.P.A. y su reglamento al procedimiento llevado ante la A.F.I.P., sino que no corresponde acudir a dicha normativa, en tanto el art. 17 de la L.P.T. regula de forma completa el supuesto previsto.

· Por otra parte, con respecto al segundo de los planteos de nulidad, cabe señalar que también en este supuesto el Tribunal a quo resolvió acorde a lo establecido en la normativa aplicable.

· En este caso, conforme se desprende del art. 5º de la resolución Nº 126/2012, se dejó expresa constancia, a los efectos dispuestos en el art. 19 de la ley 11.683 (t.o. 1998 y modif.), que la determinación es parcial, y abarca sólo los aspectos a los cuales se hace mención y en la medida en que la legislación vigente al momento de los hechos y los elementos de juicio con que se contara permiten ponderarlos.

· De allí que, en tanto como fuera señalado por el Tribunal a quo el Fisco se encontraba facultado para dictar la resolución Nº 146/2013 y no dejado de observar principio ni garantía alguno.

· Por las razones antes expuestas corresponde rechazar los agravios formulados por el recurrente al respecto.

LA NO INCLUSIÓN DE LOS PROVEEDORES EN LA BASE APOC NO RESULTA SUFICIENTE PARA ACREDITAR LA VERACIDAD DE LAS OPERACIONES CUESTIONADAS

Causa: “Sbasseiro, Oscar” CCAF, Sala II del 3/4/2019

· Con respecto a las manifestaciones y cuestionamientos del recurrente vinculadas con la inclusión de los proveedores en la Base APOC con posterioridad a la ocurrencia de las operaciones cuestionadas, cabe señalar que, ante circunstancias análogas, no se ha considerado relevante que el proveedor no figurase en la Base APOC al momento de las operaciones cuestionadas y que contara con autorización para emitir comprobantes, pues lo concreto y decisivo es que al demostrarse los extremos que tornan inverosímiles las operaciones, la inclusión o no del proveedor en la citada base, no comporta un factor que permita soslayar los datos obtenidos y menos aún prescindir de la realidad que implica la imposibilidad de la concreta realización de dichas operaciones (cfr. Sala III, in re, “Enersystem Argentina S.A. c/D.G.I.”, del 19/03/2015 y Sala I, en autos: “Papelera San Andrés de Giles S.A. c/D.G.I.”, del 8/06/2017).

· En otras palabras, la no inclusión en la Base APOC de un determinado proveedor no resulta suficiente para acreditar la veracidad de las operaciones involucradas, pues se trata de un indicio que debe ir acompañado de otros elementos probatorios (cfr. Sala IV, en autos: “Ruta 51 S.A. c/D.G.I.”, del 20/08/2015); lo cual torna insustancial el desarrollo argumental contenido en el punto 3.2.4.4 (fs. 671/674) del escrito de agravios, desde que, como se ha visto, la objeción formulada por el Fisco no involucra cuestión alguna vinculada con dicho Registro, sino con factores sustanciales concernientes a la carencia de aptitud y condiciones de los proveedores para la realización de las operaciones que se les atribuyeron y que constituyeron el sustento del invocado crédito fiscal por la contribuyente y que fue materia de la impugnación que da lugar al presente recurso.

PROCEDENCIA DE LA COMPENSACIÓN DE SALDOS DE LIBRE DISPONIBILIDAD DE LA DJ DE IVA CON EL SALDO DE IBP RESPONSABLE SUSTITUTO POR LOS ACCIONISTAS

Causa: “CRESUD SA” CCAF, Sala II del 16/4/2019

· Adhiriendo a la tesitura expuesta por la Sala III en el precedente citado, la sustancia de este debate ya ha sido zanjada con el dictado del tan mentado fallo: “Rectificaciones Rivadavia S.A.” (Fallos: 334:875). Allí, el dictamen de la Procuración General de la Nación -el cual fue compartido por la mayoría del Tribunal- expresó lo siguiente: “...el saldo acreedor pertenece a Rectificaciones Rivadavia S.A. como contribuyente en el I.V.A. y el deudor también le pertenece, como responsable del Impuesto sobre los Bienes Personales acciones y participaciones societarias”. “Se verifica así la requerida identidad entre los sujetos tributarios, esto es, que el titular pasivo de la deuda impositiva sea, simultáneamente, el titular activo de un crédito contra el Fisco sin que, por los fundamentos ya desarrollados en el párrafo anterior, resulte relevante que un caso lo sea como ´responsable´ y en el otro como ´contribuyente´”.

· “Es que, por la forma como el legislador ha redactado el artículo sin número a continuación del art. 25 de la ley 23.966 (texto según su similar 25.585), resulta innegable que Rectificaciones Rivadavia S.A. es el único que queda obligado frente al Fisco por el tributo que correspondería a sus accionistas o participantes en su capital...”. De acuerdo con tal inteligencia, la calidad de responsable sustituto de Cresud S.A. no es óbice per se para que requiera la compensación de su saldo acreedor en el I.V.A. con el deudor en el I.S.B.P. -acciones y participaciones (en igual sentido se había expedido esa Sala al dictar sentencia en los autos: “Cresud S.A. c/E.N. -A.F.I.P. -D.G.I.”, del 27/02/2014, en donde se debatió un planteo similar al de autos, aunque en relación a una solicitud de compensación efectivizada el 6/05/2011, es decir, con anterioridad a que se dictara la R.G. A.F.I.P. Nº 3175/2011.

· Ahora bien, en el dictamen en examen también se sostuvo que en virtud de lo normado en el artículo 1º de las R.G. D.G.I. N° 2542 -hoy derogada- y en el artículo 1º de la R.G. A.F.I.P. N° 1658 -texto anterior a la reforma introducida por su par N° 3175-, permitían solicitar la compensación a todos los sujetos, sin distinción entre los “sustitutos” y “responsables por deuda ajena” toda vez que, por aquél entonces, no existía ninguna prohibición expresa.

· Este argumento, precisamente, es el que exige reeditar el debate puesto que, con el dictado de la R.G. A.F.I.P. N° 3175, el último párrafo del artículo 1º de la R.G. A.F.I.P. N° 1658 pasó a expresar lo siguiente: “[l]os responsables por el cumplimiento de deuda ajena y los responsables sustitutos a que se refiere el artículo 6º de la ley 11.683, texto ordenado en 1998 y sus modificaciones, no podrán solicitar la compensación a que alude la presente”.

· Previo al análisis del particular cabe destacar que a partir de la reforma introducida por la ley 27.430 a la ley 11.683, los responsables sustitutos se encuentran normativamente distinguidos de los responsables por deuda ajena, conteniendo actualmente el artículo 6º de la ley de rito dos apartados diferenciados, uno para cada tipo de sujeto.

· Por ser ello así, el reconocimiento del derecho que aquí le cabe a Cresud S.A. de compensar sus saldos resulta de una ajustada lectura del ordenamiento legal que rige la materia. Es decir, se cumplen los requisitos tenidos en cuenta por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el precedente registrado en Fallos: 334:875, existiendo en consecuencia identidad de sujetos tributarios, en tanto el titular pasivo de la deuda impositiva es, simultáneamente, el titular activo de un crédito contra el Fisco, sin resultar relevante que en un caso lo sea como responsable y en el otro como contribuyente.

· A idéntica solución, por igual motivos, cabe arribar respecto a la compensación intentada en relación al I.S.B.P. con el saldo a favor de la DD.JJ. del Impuesto sobre la Ganancia Mínima Presunta, período fiscal 2014 (cfr. en tal sentido, Sala V, in re, “IRSA”, ya citado).

· En atención a lo expuesto, cabe concluir que el acto administrativo impugnado se encuentra viciado en uno de sus requisitos esenciales: la causa como derecho aplicable al caso (cfr. art. 7, inc. b de la ley 19.549).

· Al respecto, se ha señalado que las reglamentaciones dictadas por la propia Administración integran el bloque de legalidad al que ésta se debe ajustar al emitir los actos individuales de aplicación de aquéllas y, asimismo, que la circunstancia que determina la validez de un acto administrativo individual consiste en la correspondencia de este último con el derecho objetivo vigente al momento de su dictado; ello constituye la esencia del principio de legalidad de la actividad administrativa (cfr. Comadira, Julio Rodolfo y Monti, Laura M. -Colaboradora- Procedimientos Administrativos -Ley Nacional de Procedimientos Administrativos, anotada y comentada, Tomo I, La Ley, 2002, p. 197).

· Por tal motivo, corresponde declarar la invalidez de la resolución Nº 152/2015 (DI RCEN) por estar viciado el elemento causa como derecho aplicable antecedente; motivo por el cual el acto es nulo, de nulidad absoluta e insanable (cfr. art. 14, inciso b) de la ley 19.549 y esta Sala, en autos: “Weis, Myrian Alicia c/INCAA -resol. 811/08”, Expte. Nº 36457/2010, sentencia del 30/07/2013).

· En consecuencia, existen razones suficientes para revocar la decisión de la Señora Jueza de grado, lo que así se resuelve. Con costas a la demandada vencida por no advertirse motivos para la dispensa (cfr. art. 68, primera parte del C.P.C.C.N.).

· En orden a cuanto se viene exponiendo, los agravios de la parte actora habrán de prosperar.

· En primer lugar, de acuerdo con el criterio sentado en los precedentes jurisprudenciales reseñados anteriormente, Cresud S.A. cuenta con la doble calidad de sujeto titular de la deuda y del crédito en relación al Fisco Nacional, activándose en consecuencia la regla jurídica contenida en el artículo 921 del Código Civil y Comercial de la Nación, correlativo con el artículo 818 del derogado Código Civil.

· En segundo lugar, concretamente en lo referido a la prohibición introducida por la R.G. A.F.I.P. Nº 3175/2011 respecto de los responsables sustitutos, se interpreta que a través de la misma la administración tributaria se ha excedido indebidamente en el ejercicio de su potestad de reglamentación (cfr. en igual sentido, Sala III y Sala V en los pronunciamientos emitidos en los autos citados más arriba).

· En efecto, el legislador ha autorizado a extender a los responsables enumerados en el artículo 6º de la ley de rito la posibilidad de compensar sus saldos “conforme los requisitos y condiciones que determine la Administración Federal de Ingresos Públicos”, no obstante, el órgano ha fijado una prohibición en relación a esos sujetos.

· Al respecto es del caso recordar que el decreto Nº 618/97 en su artículo 7º, al regular las facultades de reglamentación que le caben a la A.F.I.P. estatuye que: “[e]l Administrador Federal estará facultado para impartir normas generales obligatorias para los responsables y terceros, en las materias en que las leyes autorizan a la Administración Federal de Ingresos Públicos a reglamentar la situación de aquellos frente a la Administración”.

· La administración tributaria cuenta con la potestad de reglamentar el derecho que el legislador ha reconocido en favor de determinados sujetos, fijando los requisitos y condiciones para su ejercicio, más ello no ampara el desconocimiento de tal derecho; el órgano administrativo carece de atribuciones para negar aquello que la ley no niega.

· Recuérdese que nuestra Ley Fundamental establece que el Poder Ejecutivo expide las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes de la Nación, cuidando de no alterar su espíritu con excepciones reglamentarias (cfr. art. 99, inc. 2°).

REVOCATORIA DE DETERMINACIÓN DE VENTAS OMITIDAS SOBRE BASE PRESUNTIVA POR TRAGOS EN DISCOTECAS

Causa: “Servicios SRL” TFN, Sala ”A” del 29/3/2019

· Conforme surge de los antecedentes administrativos acompañados a la causa, el organismo fiscal, en uso de las facultades que le son propias, procedió a fiscalizar a la empresa actora, dedicada a explotar las barras en distintas discotecas de la ciudad de San Carlos de Bariloche, recurriendo para ello al análisis de los márgenes de utilidad sobre compras con los que operaba la empresa.

· A fin de determinar la razonabilidad de los importes declarados como ventas por la inspeccionada, la fiscalización analizó los márgenes de utilidad con los cuales operaba la firma. En primer término se determinaron los márgenes brutos por cada uno de los productos comercializados, obteniendo de esta forma los valores necesarios para el análisis, a partir de la valuación del inventario final de mercaderías (a precio de costo) y de la lista de precios de venta al público (netos de IVA), ambos suministrados por la contribuyente. De esta manera se determinó un Margen Bruto de Utilidad que en promedio ascendió a 857,72% para ventas minoristas. Para arribar a ese porcentaje se partió de los rendimientos mínimos estimados para cada producto comercializado, y siempre considerando precios de venta al público consumidor. Se dejó aclarado que nada se objetará en lo referido a las operaciones de mercado mayorista que la empresa realiza.

· Consecuentemente, se procedió a determinar el porcentaje de ventas minoristas sobre las ventas totales, verificando que las ventas minoristas representan el 68,15% de las ventas totales. Porcentaje éste que se aplicó a las compras del ejercicio con el objeto de obtener el porcentaje de compras relacionadas con las ventas minoristas.

· De tal forma, los actuantes procedieron a aplicar el margen de utilidad bruto sobre compras obtenido durante la verificación, a las compras del ejercicio con el fin de arribar al monto de utilidad bruta para ventas a consumidores finales, al que se le adicionó el monto de las compras, obteniendo de esta manera el monto de ventas minoristas.

· En razón de lo que antecede se procedió a correr vista al contribuyente de los cargos formulados en los citados impuestos y períodos y a dictar las correspondientes resoluciones determinativas de oficio, haciendo lugar parcialmente a las defensas expuestas por la actora en sede administrativa, disminuyendo el margen bruto promedio de utilidad sobre compras a 616,65%.

· Asimismo, el Fisco hizo lugar al planteo de la contribuyente, respecto de la existencia de descuentos por "happy hour" que fueron considerados en la determinación de los impuestos.

· Conforme al relato de la actuación fiscal efectuada, corresponde examinar si la metodología utilizada por el Fisco para determinar de oficio la materia imponible se ajustó a derecho, siendo relevante advertir que en el sub exámine no se siguieron las presunciones legales contenidas en el art. 18 de la ley 11.683, sino que el organismo fiscal recurrió a la medición indiciaría (conf. 1er. Párrafo del mencionado artículo).

· Cabe precisar que si bien la ley impone al contribuyente o responsable la obligación de declarar la existencia y medida de su obligación tributaria, puede suceder que éste no lo haga o lo haga defectuosamente, ya sea por errores de interpretación o por la realización de maniobras tendientes a eludir o evadir el tributo correspondiente. Es por ello que el legislador previó el procedimiento de determinación de oficio, que habilita a la administración fiscal a determinar la obligación tributaria en forma cierta o directa o estimativa o presunta, cuando se verifiquen dos supuestos: a) cuando no se hayan presentado declaraciones juradas o b) cuando las presentadas resulten impugnadas. De allí que este procedimiento, como lo tiene dicho reiteradamente la doctrina y la jurisprudencia, resulta excepcional y subsidiario, pues deben darse alguna de aquéllas circunstancias para que el ente fiscal actúe.

· De la misma manera, la ley tributaria establece un orden cronológico que deberá seguir la administración, pues sólo podrá recurrir a la estimación de la obligación tributaria sobre base presunta cuando no cuente con elementos ciertos que le permitan conocer la existencia y magnitud de la materia imponible. Ello conlleva que, en primer término, deberá agotar los medios que le permitan reconstruir la materia imponible de modo directo y sólo podrá recurrir al método indirecto o presuncional cuando no cuente "con pruebas lo suficientemente representativas de la existencia y magnitud de la relación jurídica tributaria a través de libros y demás documentación que lleve el contribuyente" (vid. esta Sala en su anterior integración, entre muchos otros, "Cafiero y Pollio S.A.", 28/06/2001). Como enseña el Profesor Dino Jarach, "cualesquiera que sean las circunstancias que muevan a la Dirección a determinar el impuesto -ausencia de declaración jurada o equivocación por parte del contribuyente en sus declaraciones juradas-, la Dirección General Impositiva...debe, en primer término tratar de determinar el impuesto sobre bases ciertas, o sea, sobre un conocimiento directo y cierto de todas las circunstancias de hecho que la ley ha considerado relevantes para el nacimiento de la obligación tributaria....Puede ocurrir que falten elementos de juicio o que los que existan no sean suficientes para que la Dirección General Impositiva -el fisco, en una palabra- determine sobre bases ciertas. Solamente en este caso...puede acudir, en nuestro sistema legal, a una determinación sobre base presuntiva o, como dice la ley 11.683, a una estimación presuntiva..." (Jarach, Dino, "Determinación impositiva. Naturaleza, Formas y Efectos", en "Estudios de Derecho Tributario", Ediciones Cima, 1998, pág. 219 y sgtes.).

· Es decir que la ley estableció una metodología precisa a seguir con el objeto de evitar decisiones alejadas de la realidad, en tanto que el método indiciario permite fijar con "probabilidad" (más que con certeza) la existencia y magnitud del hecho imponible. Para ello el legislador establece reglas de valoración o índices que serán empleados como signos objetivos de que su sola presencia sea reveladora de la riqueza que está sometida a tributación. La utilización de estos índices se traduce en un método de determinación indirecta, pues si bien no nos suministran un conocimiento cierto de sus dimensiones, nos permiten “presumirlas”.

· No por otra razón la propia Dirección General impositiva tiene dicho que las presunciones legales, admitan o no prueba en contrario, "son instrumentos delicadísimos del orden jurídico y no pueden interpretarse y aplicarse sino con una gran prudencia y sentido de equidad" (dictamen DATJ-DGI-14-11-1977).

· Bajo tales pautas, se advierte que el organismo fiscal no tuvo un accionar diligente a la hora de elegir la metodología para determinar la base imponible en las resoluciones aquí apeladas. En efecto, sustentó su determinación en el margen de utilidad bruta promedio, que estimó con base en los elementos colectados en sede administrativa. Ahora bien, surge evidente que dicho margen resultó una estimación que, si bien utilizó elementos aportados por la propia contribuyente y que surgían de sus registraciones y de documentación respaldatoria, no puede convertirse en un dato cierto que permita sustentar todo un procedimiento presuntivo de determinación de los impuestos omitidos.

· Es así como de acuerdo con el propio informe final de inspección, el organismo fiscal calculó los márgenes brutos por cada uno de los productos comercializados, a partir de los rendimientos mínimos estimados de cada uno, arribándose así a un único margen que calculó en base al promedio de todos ellos, y sobre el cual determinó un monto de ventas omitidas de declarar.

· Sobre el particular, cabe señalar que, teniendo en consideración la actividad desarrollada por la recurrente, -venta de bebidas en barras de discotecas-, el Fisco debió tener en cuenta, a fin de arribar a los márgenes de utilidad de cada producto, los distintos insumos y las diferentes composiciones de los tragos que se ofrecían, como así también el tamaño de los vasos utilizados y la proporción de hielo utilizada, tratándose de datos que varían conforme las distintas pruebas aportadas, de lo que surge evidente que debió necesariamente estimar los márgenes de utilidad de cada producto, a partir de los elementos con los que contaba.

· Es menester tener presente que existían -además- consumiciones entregadas de manera gratuita a coordinadores y acompañantes, como también descuentos que se otorgaban (happy hour o promoción 2x1), ventas realizadas al sector minorista y otras en el segmento mayorista, todo lo cual también tuvo que ser estimado por la fiscalización para arribar al monto de ventas omitidas.

· En consonancia con lo expuesto, no escapa a la suscripta el accionar vacilante del ente fiscal que modificó el margen de utilidad en diferentes oportunidades, al acoger parcialmente los agravios de la actora. En efecto, en primer lugar había calculado un margen de utilidad de 857,72% según surge del informe de inspección, que luego redujo a 616,65%, según determinación de oficio del impuesto al valor agregado - P.F. 04/99 a 03/00- y del impuesto a las ganancias -P.F. 2000-. No obstante, luego nuevamente lo redujo a 572,92%, como surge de la resolución del impuesto a las ganancias del período fiscal 2000.

· Es más, el propio Juez Administrativo afirma que "...la validez de la utilización de presunciones está condicionada, a que en primer lugar, el hecho base o indicio del que va a inferirse el hecho presunto se encuentre acabadamente probado..." circunstancia que no se verificó en el presente caso, en tanto que las determinaciones no se basaron en un hecho base debidamente acreditado.

· Circunstancias todas que permiten concluir que los datos utilizados -que claramente no se encuentra comprobados- no dan certeza a la metodología seguida por el organismo fiscal, que debió hacer uso de otros medios y elementos con el objeto de reconstruir la obligación de la contribuyente, lo que impide convalidar las determinaciones practicadas en ese aspecto.

· Por su parte, en el acto determinativo correspondiente al impuesto al valor agregado por los períodos 04/2001 a 09/2002, se evidencia la utilización por parte del Fisco Nacional de un procedimiento diferente para determinar de oficio la materia imponible, toda vez que se efectuó con base en el cálculo de costo de mercadería vendida determinado por la inspección y que, difiere con aquel declarado por la actora, y que llevó al organismo fiscal a considerar que se encontraba habilitado a presumir la existencia de ventas omitidas.

· Ello así, cabe señalar que, en este caso el hecho base está representado por el costo de mercaderías vendidas calculado por la inspección, con sustento en distintos elementos colectados durante la instancia administrativa, de lo que cabe colegir que no nos encontramos frente a un hecho cierto, sino a estimaciones y la interpretación que de ellos efectuaron los funcionarios, lo que acredita que en este caso tampoco se aportaron elementos que otorguen convicción sobre la real magnitud de la materia gravada.

· Sobre este aspecto, válido es recordar que para arribar a aquél índice (Costo de Mercaderías vendidas) la fiscalización reposó en la información brindada por la ASOCIACIÓN ARGENTINA DE BARMAN, que suministró datos acerca de la cantidad de hielo y proporción de bebidas contenidos en aquellos productos que no se comercializaban en el mismo estado en que fueron adquiridos, como así también en los valores de los productos que fueron tomados del inventario final de mercadería aportados por la actora, que corrobora lo expuesto respecto a que, en este caso, tampoco existió un hecho cierto sobre el cual se sustentó la determinación.

· Asimismo, el hecho de haber utilizado otro procedimiento para arribar al cálculo del impuesto que habría sido omitido, sin exponer las razones del cambio de criterio, no hace más que confirmar las objeciones realizadas sobre la metodología empleada por el Fisco Nacional.

· Finalmente la prueba producida en estos actuados permite confirmar las objeciones expuestas respecto del procedimiento llevado a cabo por el organismo fiscal. En efecto, de las contestaciones a los oficios cursados en autos (vid. fs. 1090, 1098) surge que no se puede precisar la cantidad de bebida que compone cada trago comercializado.

· Por lo demás, de los antecedentes administrativos acompañados se desprende que el organismo fiscal decide considerar los datos brindados por la entidad a la que refiere como "Asociación Argentina de Barman", encontrándose discutido si es la entidad oficial que nuclea a la actividad.

· Asimismo, de los antecedentes acompañados surge que se produjeron otras pruebas que informaron cantidades diferentes en la composición de los tragos comercializados por la actora. De ella queda corroborado que, en el caso sub examine, el Fisco aplicó una cadena de presunciones, en tanto que no pudo precisarse la cantidad de hielo y bebidas que contienen los tragos comercializados por la actora.

· En razón de todo lo expuesto, y toda vez que la metodología utilizada no arroja certidumbre sobre la pretensión fiscal, corresponde revocar los ajustes sustentados en ventas omitidas de declarar.
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